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I.- PRIMERA PARTE: LOS JUECES FRENTE A LA SOCIEDAD
 
    
 
   
  
 

              1.- Valoración de los Jueces
 
    
 
                 El Centro de InvestigacioneS Sociológicas (CIS) ha publicado recientemente el barómetro correspondiente al mes de mayo de 2012 (estudio número 2944). La pregunta número 19 decía lo siguiente: ¿Qué grado de confianza, mucha, bastante, poca o ninguna le merecen los/las siguientes profesionales del sector público? Entre ellos se encontraban los Jueces. El 5.1% respondió que mucha, el 24.4% respondió que bastante, el 37.6% respondió que poca, el 20.6% respondió que ninguna y el 11.5% respondió que no sabía. De la respuesta dada por los 2484 entrevistados cabe concluir que, aproximadamente, el 58% de los encuestados no tienen confianza en los Jueces. Obviamente, algo estaremos haciendo mal para generar tal grado de desconfianza en la población.
 
    
 
                 Ahora bien, las cuestiones 7 y 8 de la misma encuesta, preguntaban sobre el o los principales problemas existentes actualmente en España y sobre el o los problemas que a cada uno de los encuestados más les afecta en la actualidad. La Administración de Justicia viene a representar el 0.8% de las respuestas ofrecidas. Así, resulta llamativo que la ciudadanía no considere un problema la Administración de Justicia y que, sin embargo, tenga una visión tan negativa de los profesionales que integran la Administración de Justicia. Sería necesario delimitar el contenido de la pregunta efectuada a los encuestados, en la medida en que cuando consideran que los Jueces les ofrecen poca o ninguna confianza sería preciso que matizasen a qué se están refiriendo. Si por ejemplo, los encuestados al tiempo de dar sus respuestas están pensando en que no les gusta el Tribunal Constitucional, dado el contenido de las últimas sentencias dictadas por dicho órgano, deberían saber que el Tribunal Constitucional no está integrado en el poder judicial y que es una jurisdicción destinada a resolver recursos en materia de protección de derechos fundamentales. Del mismo modo, los encuestados deberían saber, que nada tiene que ver un integrante del Consejo General del Poder Judicial, con un Juez que ha tomado posesión de su primer destino en un pueblo en el que no tiene medios personales o materiales para poder trabajar; o, los encuestados deberían saber que nada tiene que ver la designación de determinados miembros de la carrera judicial con el ingreso en la carrera judicial, que tiene lugar tras superar un complejo proceso selectivo.
 
    
 
                 Reflexiones aparte, lo cierto es que algo estamos haciendo mal, ya que de lo contrario los ciudadanos no tendrían la percepción que tienen de los Jueces. Probablemente, los Jueces no somos capaces de explicar a la ciudadanía cómo trabajamos, con qué medios trabajamos y en qué circunstancias trabajamos. Tampoco hemos sabido explicar que una cosa es el Juez de pueblo o el Juez de capital de provincia y otra es el Consejo General del Poder Judicial, órgano de gobierno de los jueces que, entre otras funciones, asume la designación de determinados puestos dentro de la Carrera Judicial (Magistrados del Tribunal Supremo, Presidentes de determinados órganos judiciales…). Aunque resulte difícil de creer, nada tiene que ver la labor diaria que realizan los Jueces en los Juzgados en los que están destinados con la situación de crisis que ha afectado al órgano de gobierno de los Jueces, a raíz de determinados viajes de su Presidente. Así, que un determinado número de vocales del Consejo General del Poder Judicial pida la dimisión o el cese de su Presidente, no tiene nada que ver con la agenda diaria de los Juzgados y con el trabajo cotidiano de los Jueces. Los Juzgados trabajan con unas agendas excesivamente saturadas, en algunos casos, con juicios señalados a dos o tres años vista, y la marcha diaria de los Juzgados no se ve mermada por las situaciones de crisis institucional que puedan atravesar determinados órganos constitucionales. Por ello, es preciso diferenciar entre la imagen que puede dar una determinada institución del Estado, por ejemplo el Consejo General del Poder Judicial, y la imagen que puede dar cada uno de los Jueces españoles en el desarrollo de su actividad profesional. Pensemos por ejemplo en un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo, órgano jurisdiccional que debería tener una entrada de 600 asuntos al año y que tiene una entrada de 1000 o 1200 asuntos anuales. La falta de medios económicos en la actualidad y, con anterioridad, la falta de inversión en Justicia, conlleva que el titular de ese concreto Juzgado de lo Contencioso-Administrativo tenga que hacer auténticos malabarismos para trabajar en condiciones dignas y para poder prestar un servicio público eficaz y eficiente. El Juez que está destinado en el Juzgado que estamos analizando tiene que incrementar considerablemente el número de juicios y de asuntos que resuelve para evitar el colapso del Juzgado y, por supuesto, le son absolutamente indiferentes las disputas y las rencillas que puedan existir en el órgano de gobierno de los jueces; lo que ese Juez concreto desearía es que se creasen más Juzgados o que se dotase a la Administración de Justicia de más medios personales y materiales para poder prestar un servicio público efectivo, eficiente y de mucha más calidad, algo que se merecen los ciudadanos. La ciudadanía debe tener en cuenta la radical separación que existe entre los Jueces españoles que sirven heroicamente los Juzgados en los que están destinados, pese a la falta de medios de todo tipo, y la situación que pueda atravesar en un determinado momento el órgano de gobierno de los Jueces. Cuando estamos hablando de falta de medios personales y materiales nos estamos refiriendo no sólo a la falta de funcionarios, a la falta de aplicaciones informáticas, a la falta de inversión en la modernización de la Justicia, sino a cuestiones tan triviales como la falta de papel de oficio en los juzgados, la falta de papel en un cuarto de baño, la supresión indiscriminada de la iluminación en los despachos de los Jueces, la falta de aire acondicionado en las dependencias judiciales…
 
    
 
                 El propósito de este libro no es otro que intentar explicar a qué nos dedicamos los jueces; qué hace un juez una vez ha aprobado la oposición y toma posesión de una plaza en un determinado partido judicial; en qué condiciones trabajamos los jueces; y, en definitiva, cuál es la metodología empleada para dar respuesta a las demandas que la ciudadanía dirige a la Administración de Justicia.
 
    
 
   2.- La calidad comunicativa de la Justicia
 
    
 
                El Ministro de Justicia del Gobierno Zapatero, Francisco Caamaño, presentó a los Jueces un manual en el que sugería sustituir el lenguaje “críptico” por uno más sencillo y comprensible. Según el CGPJ el 82% de los ciudadanos considera que el lenguaje jurídico es excesivamente complicado y difícil de entender. El estudio del Ministro recomendaba a los Magistrados emplear un lenguaje más sencillo y comprensible para los ciudadanos, olvidando los términos “crípticos” y “oscuros” que a menudo aparecen en las resoluciones judiciales. Con ello, se perseguía dejar atrás “la baja calidad comunicativa de la justicia a favor de una Administración que transmita “seguridad” y “certeza”. El Ministro llegaba a decir que “los operadores deben saber que ocultándose tras las palabras lo único que se consigue es hacer daño a los propios justiciables”.
 
    
 
                 Los datos aportados por el CGPJ son demoledores; ahora bien, ¿los ciudadanos disponen de una preparación adecuada para comprender el sentido de los pronunciamientos contenidos en las resoluciones judiciales? No podemos olvidar que el lenguaje jurídico es un lenguaje eminentemente técnico, de modo que se puede sugerir a los Magistrados la utilización de frases sencillas, evitando la sucesión de interminables oraciones subordinadas que hacen difícil seguir el hilo argumental contenido en una resolución judicial, pero lo que difícilmente se puede hacer es que las instituciones jurídicas, muchas procedentes del Derecho Romano, dejen de tener el alcance y sentido que han tenido desde siempre. Tampoco podemos perder de vista que los ciudadanos, en la mayoría de las ocasiones, acuden a los Tribunales de Justicia dirigidos por un Abogado que es quien debe explicarles el sentido de los pronunciamientos contenidos en las resoluciones judiciales.
 
    
 
                 ¿Realmente la calidad comunicativa de la justicia va a permitir que la Administración de Justicia transmita más seguridad y certeza? La respuesta es no. Resulta difícil imaginar que quien ha obtenido un pronunciamiento judicial contrario a sus intereses vaya a modificar la percepción que tiene de la justicia si consigue entender el razonamiento judicial o el sentido y alcance de una determinada institución jurídica. Santiago Rusiñol decía que “cuando un hombre pide justicia lo que quiere es que le den la razón”. Por eso, tal vez, lo que deberíamos plantearnos es si los Abogados, Abogados del Estado, Fiscales, Letrados de Comunidades Autónomas y Entidades Locales, como técnicos en Derecho que son, entienden el sentido y el alcance de las resoluciones judiciales y no, si un ciudadano, cualquiera que sea su nivel formativo, está en condiciones de entender e interpretar el significado de una determinada resolución judicial. Pretender que cualquier ciudadano entienda el sentido jurídico de determinadas resoluciones judiciales es tanto como pretender que un médico nos explique el alcance de cada uno de los componentes de un medicamento que nos ha recetado para combatir una determinada patología. Cuando vamos al Médico no cuestionamos el lenguaje utilizado en el informe elaborado por el mismo ni los medicamentos que nos han recetado. Nos limitados a ir a una Farmacia a comprar los medicamentos recetados para ingerir la dosis que nos ha pautado el Médico. A nadie se le ocurre decir que un mejor conocimiento de los términos médicos o de los componentes de un medicamento redundaría en una mejora de la Administración sanitaria. Al Médico le exigimos que nos explique qué nos sucede y qué tenemos que hacer para encontrarnos mejor, del mismo modo que al Juez debemos exigirle que sus sentencias sean motivadas, es decir, que nos explique porqué emite un pronunciamiento en sentido favorable a una de las partes de un procedimiento.
 
    
 
                 Por eso, estudios como el elaborado por el Ministerio de Justicia requieren analizar cada caso en particular, distinguiendo entre las sentencias que contienen razonamientos que pueden ser entendidos, que no aceptados, por cualquier ciudadano, y sentencias que analizan instituciones jurídicas cuya comprensión sólo está al alcance de personas instruidas en derecho o con un cierto nivel formativo que les permita profundizar en el estudio de aspectos de carácter jurídico. Por ejemplo, si un ciudadano va caminando por una calle de su ciudad y se cae al suelo tras introducir su pie en un agujero existente en la acera y presenta una reclamación judicial, probablemente entenderá el razonamiento contenido en la sentencia atribuyendo la responsabilidad de su caída y la obligación de indemnizarle al Ayuntamiento de su ciudad. En cambio, si la sentencia analiza una cuestión previa, de carácter formal, que impide analizar la petición de fondo de un ciudadano, como pude ser la apreciación de si existe litispendencia o cosa juzgada o falta del debido litisconsorcio…, difícilmente éste podrá entender el pronunciamiento contenido en la sentencia. En este segundo supuesto, cobra una importancia capital la figura del Abogado, que es quien debe explicar a su cliente el sentido de la decisión judicial contenida en la sentencia y la estrategia procesal que debe seguirse a la vista del pronunciamiento contenido en una resolución judicial.
 
    
 
                 Podemos decir que sería necesario conocer el parecer de los Técnicos en Derecho sobre la calidad comunicativa de las sentencias y, que éstos son una pieza fundamental a la hora de facilitar a sus clientes la comprensión, en la medida de lo posible, de un determinado fallo judicial.
 
    
 
                 Ahora bien, no debemos dar la espalda a la realidad. Tal y como refiere José Juan Toharía en un artículo integrado dentro de un Manual de Formación Continuada de Jueces, denominado “Ética del juez y garantías procesales”, el sistema judicial es percibido como un sistema opaco, es decir, se tiene la sensación de que el sistema de justicia constituye una institución en inacabable proceso de construcción y reconstrucción. Además, señala que la opacidad que se percibe en el funcionamiento de la Justicia resulta crucial de cara a su definitivo crédito social. Por eso, es necesario proporcionar a los ciudadanos herramientas e instrumentos que les permitan conocer el funcionamiento del sistema judicial. No se trata de que la totalidad de los destinatarios de la justicia sean expertos en derecho, sino que conozcan el procedimiento que siguen los jueces para llegar a dictar una sentencia que ponga fin a un procedimiento y resuelva cuestiones que incidan directamente sobre la vida de los ciudadanos. De ahí la necesidad de intentar acercar a los ciudadanos al complejo mundo de la justicia, integrado por un sinfin de órganos e instituciones con funciones diversas, cuyo objeto, en última instancia, es el mismo, puesto que el sistema judicial persigue atender de forma eficaz y eficiente las solicitudes de quienes acuden al mismo en busca de respuestas o soluciones a conflictos que surgen a lo largo de la vida de las personas.
 
    
 
   
  
 

              3.- ¿Escritura a la carta para el denunciado?
 
    
 
                 Cabría preguntarse si la calidad comunicativa de la justicia mejoraría, es decir, transmitiría más seguridad y más certeza si los términos empleados a la hora de redactar una resolución judicial estuviesen al alcance de la parte pasiva del procedimiento. El Tribunal Supremo (Sala Tercera) en una sentencia de 24 de diciembre de 2002, conoció de un recurso promovido contra una resolución del Pleno del Consejo General del Poder Judicial que sancionó a un Magistrado con multa de 150.000 pesetas, por la comisión de una falta grave del artículo 418.5 de la LOPJ, consistente en la falta grave de consideración respecto de los ciudadanos por medio de las expresiones utilizadas en la sentencia dictada el 7 de mayo de 1999, en el juicio de faltas 512/97. La sentencia se pronunciaba en los siguientes términos: 
 
    
 
                "El mismo Miguel ha reconocido ser el autor de tan execrable conducta, digna de los más cutres episodios de "Makoki", por lo que poco más se puede decir que quede claro que Miguel es el culpable, convicto y confeso de tal felonía, (...) a) En cuanto a la extensión , de conformidad con el art. 638 del Código Penal, atendidas las circunstancias del hecho, lo más lógico parece poner el grado máximo, porque, vamos, intentar mangarle los cupones a una ciega, es ya lo último, aunque sea una ciega con un par de ... , como en este caso; aunque bien es cierto que casi todos los vendedores de cupones los tienen bien puestos y es difícil dársela con queso. Pero bueno, desde cualquier punto de vista hace feo eso de ir por ahí quitando los iguales a los ciegos y es abusar de ellos y esas cosas y habría que darle caña a Miguel . Pero luego resulta que el hombre te sale con lo de la droga y el síndrome y el mono y que estaba muy colgao y, vaya, si total no llegó ni a quitárselos y tal y tal (tentativa dice la Ley). Y aunque digo yo y dirán algunos que, qué más da que se los haya quitado o no, pero bueno el caso es que la Ley, que para eso es la Ley, pone menos pena a los choris si les trincan y se comen el marrón. Y al fin y al cabo es verdad que Miguel está muy "acabao" el hombre y a mi me da pena. Y total, que vaya, que digo yo, que es la última Sentencia que pongo como Juez de Instrucción y casi le tengo cariño, que son muchos años arreándole hostias al pobre hombre y encima me voy de Málaga y le dejo en la cárcel (supongo que como estaba cuando yo llegué aquí). Sí que venga, no se hable más, la pena mínima y la cuota mínima y eso porque no le puedo absolver, porque no me deja el Juez que llevo dentro y porque el Fiscal (que es muy buena gente, pero es Fiscal) se va a cabrear y con razón. Lo dicho, un mes de multa y no se hable más. b) En cuanto a la cuantía, si no tiene un duro el hombre, pues que le vamos a poner, la mínima, doscientas pesetillas por día, como el del anuncio del giliflautas ese de la ilusión (hombre, qué casualidad, ese abominable anuncio es de la ONCE, me parece)". 
 
    
 
                 El Tribunal Supremo, al examinar la sentencia trascrita recuerda que las faltas disciplinarias de desconsideración deben situarse en un ámbito ajeno a las ofensas al honor, y ubicarse en el territorio de la urbanidad, la cortesía y los buenos modales. Además, exige que se huya de expresiones o calificaciones que banalicen el debate procesal o que trasladen las consideraciones de hecho o de derecho que se manifiestan en el referido debate procesal a la valoración de quienes intervienen en el juicio, mediante descripciones o mediante la utilización de expresiones que se apartan del patrón normal de conducta en la redacción de una sentencia. Así, el Tribunal Supremo entiende, acertadamente, que no cabe utilizar en la redacción de una sentencia construcciones gramaticales impertinentes en el plano jurídico y despectivas en el plano personal. Desde luego causa rubor la redacción de sentencias en los términos objeto de análisis, en la medida en que el Juez debe llevar a cabo una labor interpretativa de los hechos que juzga, dentro del marco delimitado por la Ley, y aplicar las sanciones que proceda o emitir los pronunciamientos previamente definidos por nuestras leyes de procedimiento.
 
    
 
                 Podemos aspirar a encontrar un marco adecuado de comunicación, de cierta calidad, entre los jueces y los destinatarios de los pronunciamientos contenidos en las sentencias; ahora bien, lo que no es admisible es adaptar el registro comunicativo al nivel intelectual, social o cultural del destinatario de la resolución judicial, ya que la justicia perdería su carácter sobrio y objetivo, indispensable para preservar el sentido de uno de los valores superiores de nuestro ordenamiento jurídico. 
 
    
 
                 4.- El papel de los medios de comunicación
 
    
 
                 En la relación de factores de intermediación en la percepción del sistema de justicia, José Juan Toharía señala que los medios de comunicación representan un factor fundamental, en la medida en que el 81% de los españoles, aproximadamente, manifiesta que es a través de las noticias de la televisión de donde obtiene fundamentalmente las informaciones, percepciones y estímulos relacionados con el sistema judicial; un 48% lo hace a través de las noticias de prensa; y un 30% lo hace escuchando los comentarios de tertulias de radio y televisión o de amigos y conocidos. Sólo el 21%, dice tener como elemento básico de juicio su propia experiencia personal o la de familiares o conocidos.
 
    
 
                 Dada la inevitable influencia de los medios de comunicación en la percepción que tienen los ciudadanos del funcionamiento de la Justicia, sería necesario que los agentes que integran los diferentes medios de comunicación tuviesen una mínima formación jurídica al objeto de poder analizar de forma objetiva y eficiente un determinado pronunciamiento judicial. Cuántas veces hemos podido ver un titular en prensa o en televisión del siguiente tenor literal: “Condenado a dos años de prisión por robar un pollo”. Obviamente, una persona que no tiene conocimientos en derecho al ver semejante titular puede cuestionar el funcionamiento del sistema judicial; ahora bien, si a esa persona se le explica que el que ha sido condenada no sólo se ha llevado un pollo sino que ha cogido un cuchillo y se lo ha puesto en el cuello al dependiente de la tienda de pollos, o le ha apuntado con una escopeta, probablemente entenderemos la condena impuesta de dos años de prisión. Los matices son importantes y deben ser explicados a los ciudadanos, puesto que coger una cosa que no es nuestra y llevárnosla puede constituir un delito o una falta de hurto. En cambio, coger esa misma cosa forzando la cerradura de una vivienda, o rompiendo un cristal, o escalando la fachada de un edificio, puede constituir un delito de robo. El delito de robo está castigado en nuestro Código Penal con  una pena mayor que el delito de hurto.
 
    
 
                 El ejemplo analizado puede ser trasladado a cualquier tertulia de opinión acerca de cuestiones que inciden directamente sobre el funcionamiento de nuestro sistema judicial. No se trata de aceptar las decisiones contenidas en las sentencias, sino de entender los razonamientos que ha empleado un determinado tribunal para emitir un determinado pronunciamiento, ya que ese entendimiento va a facilitar la labor explicativa y crítica de la resolución judicial. No podemos perder de vista que el Juez es una persona y debe actuar de forma independiente, objetiva e imparcial, de modo que la pérdida de alguna de dichos atributos exigiría que el Juez se apartase del conocimiento del asunto para que otro Juez u otro Tribunal conociese de ese asunto respetando las garantías legales y constitucionales. Los criterios que siguen los periodistas no suelen coincidir con los principios vertebradores de nuestro sistema judicial, al margen del generalizado desconocimiento, en ocasiones, sobre cuestiones de carácter técnico-jurídico, desconocimiento que podría ser suplido con un estudio más profundo de las cuestiones a tratar. Sería necesario deslindar el elemento emocional de una determinada noticia del elemento racional. El primero, el elemento emocional, vendría referido a la repulsa que puede producir en la sociedad, en general, y en el comunicador, en particular, que se conceda la libertad condicional a un etarra que padece una enfermedad terminal. En cambio, la explicación racional exigiría que el periodista o el tertuliano de turno, explicara que el artículo 92 del Código Penal permite la obtención de la libertad condicional a aquellos penados que sean enfermos muy graves con padecimientos incurables; y que el mismo artículo y el artículo 196 del Reglamento Penitenciario prevén que cuando a la Administración penitenciaria le conste que un interno padece una enfermedad muy grave con padecimientos incurables, debe elevar el expediente de libertad condicional al Juez de Vigilancia Penitenciaria para que resuelva. Así, desde un punto de vista emocional, sería perfectamente lógico decir algo así como: “Me parece intolerable que un Estado permita que uno de sus peores criminales deje la cárcel por padecer una enfermad incurable”; ahora bien, la exposición sería incompleta si, a continuación, no se explicase cuál es la legislación aplicable al caso, e incluso, cuál es la interpretación que hacen el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional del concepto jurídico indeterminado “enfermedad muy grave con padecimientos incurables”. La explicación racional permitiría abrir un debate necesario acerca del alcance y sentido de nuestra legislación en determinados supuestos concretos, de modo que un rechazo frontal de la misma o de los principios en los que se inspira podría motivar que el legislador estudiase la posibilidad de introducir una reforma en la norma aplicable.
 
    
 
                 Otro ejemplo claro de lo que estamos tratando son las series de televisión. Cualquier persona con un mínimo de conocimientos jurídicos y que forme parte de la Administración de Justicia, contempla con estupor el tratamiento que se da en las series de televisión al funcionamiento del sistema judicial. Sería conveniente que en la elaboración de las series se llevase a cabo una labor más profunda de documentación al objeto de poder mostrar una visión más real y certera del funcionamiento del sistema judicial. Así, por ejemplo, la serie Luna Nueva de Antena 3, ofrece una visión totalmente distorsionada de lo que es un Juzgado, presentando al Secretario Judicial como un secretario personal del Juez. El Secretario Judicial no es el secretario del juzgado, sino la persona de extremada cualificación y formación jurídica que dirige el desarrollo de todo el procedimiento judicial, consultando con el juez aquellas cuestiones que la Ley exige que sean analizadas por el Juez (decisión sobre si se admite un determinado procedimiento, sobre si se admiten determinadas pruebas…). Con ello, quiero poner de manifiesto que los ciudadanos están expuestos a una serie de factores externos que inciden directamente sobre la percepción que tienen de la Justicia y del funcionamiento de nuestro sistema judicial. Obviamente, el sistema no es que sea mejorable, sino que inevitablemente tiene que mejorar, pero no es tan deficiente como en muchas ocasiones se nos quiere hacer ver. La asfixiante carencia de medios personales y materiales en el seno de las Administraciones de Justicia hace muy difícil prestar a los ciudadanos un servicio público eficaz y eficiente. En España, la Carrera judicial se compone de más de 4000 jueces, la inmensa mayoría de los cuales sacrifica su vida personal y familiar para trabajar en beneficio de la justicia y de los ciudadanos, pese a las condiciones en las que tienen que trabajar. En muchas ocasiones los titulares de prensa van destinados a resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional, la Audiencia Nacional…, cuando más de 4000 jueces trabajan en pequeños municipios y en capitales de provincia asumiendo inhumanas y desorbitadas cargas de trabajo, demostrando el carácter indiscutiblemente vocacional de su labor. Sería conveniente que los medios de comunicación, en ocasiones, se dedicasen a recordar el estado en el que se encuentran los diferentes Juzgados y Tribunales de España, al objeto de que la ciudadanía entienda la difícil labor que deben asumir todos los días a lo largo de toda su carrera profesional los integrantes de la carrera judicial. Algunos programas de televisión, de carácter divulgativo, persiguen dar una visión real sobre aspectos de la sociedad actual, desconocidos, de gran interés informativo. Sería recomendable abordar en profundidad un análisis del trabajo que desarrolla un juez. Pensemos, por ejemplo, en un Juez recién salido de la Escuela Judicial que toma posesión de su primer destino en un Juzgado de Primera Instancia en Instrucción, Juzgado que se caracteriza por asumir competencias de naturaleza civil y penal. La agenda de trabajo de ese Juez podría ser la siguiente: Lunes y miércoles, celebración de juicios de carácter civil desde las 9.30 horas hasta su finalización, a veces las 16.00 o las 17.00 horas; martes, declaraciones de carácter penal de imputados y testigos y resolución de dudas del personal del Juzgado; jueves, celebración de juicios de faltas de naturaleza penal desde las 9.30 horas hasta su finalización; viernes, resolución de dudas del personal y resolución de las cuestiones jurídicas que se suscitan durante la tramitación de los procedimientos. El resultado de toda la semana es que el Juez tiene que dictar entre 30 y 50 sentencias de carácter civil y penal, sentencias que no puede dictar por las mañanas en su despacho al tener que celebrar juicios y atender la consulta diaria del juzgado. Obviamente, las sentencias se dictan por las tardes, las noches y los fines de semana. A pesar del carácter vocacional del trabajo de Juez, los Jueces, como cualquier persona, también tenemos otra vida de carácter no laboral. Los Jueces, tampoco tenemos una regulación de la carga de trabajo que debemos soportar, cuestión que se empieza a plantear en el año 2012 al objeto de hacer compatible el trabajo y la vida personal y familiar del Juez. Si a ello le añadimos la falta de personal para trabajar en los juzgados, la falta de aplicaciones informáticas o la inversión en las existentes, la falta de asesores que faciliten la labor de investigación y de estudio de los Jueces a la hora de abordar el estudio de los asuntos que tienen que ser resueltos, el día a día se hace muy difícil de llevar y de compatibilizar con otros aspectos de la vida de cualquier persona. Por eso, se dice y se afirma que la profesión de Juez se asemeja a un "sacerdocio", dada la dedicación exclusiva y la entrega del juez a su trabajo y a los destinatarios del mismo. Sirva de ejemplo, una parte del contenido de una conocida sentencia publicada en la revista Otrosí, en la que se decía lo siguiente:
 
    
 
                […] Por la parte demandada se había alegado una excepción de litisconsorcio pasivo necesario, que planteaba un interesante problema procesal que merece un desarrollo doctrinal que el suscribiente en tarde de sábado, tras siete u ocho sentencias en el cuerpo y con la familia bastante sulfurada ante el panorama de un fin de semana poniendo sentencias, se siente incapaz de realizar. Es por ello que procede su desestimación.
 
    
 
   Sería muy ilustrativo que se realizase un programa de investigación sobre el trabajo diario de un Juez en un juzgado de entrada o en cualquier otro órgano jurisdiccional para tener un conocimiento cabal de lo difícil que es desempeñar la función jurisdiccional en la actualidad.
 
    
 
                 Al tratar la intervención de los medios de comunicación, no podemos olvidarnos de los llamados “juicios mediáticos paralelos”, en los que una cadena de televisión o un determinado programa de televisión se encarga de la instrucción de un determinado asunto. Se trata de “procesos” que no son desarrollados por las masas, sino que los diferentes medios de comunicación dirigen para las masas. En el “juicio mediático paralelo” no se oye al imputado ni se le da la posibilidad de defenderse, lo que sí se hace en un procedimiento judicial. Los “juicios mediáticos paralelos”, en muchas ocasiones, finalizan con la pena de quiosco, contra la que no cabe defensa pública. ¿Qué sucede cuando se dirige una atroz campaña contra una persona, con la imputación de delitos de extrema gravedad, y, tras el desarrollo del correspondiente procedimiento judicial se demuestra su inocencia? Los daños que se le pueden generar pueden ser, en ocasiones, irreversibles o de difícil recuperación. Recordemos el durísimo linchamiento mediático al que fue sometido un señor por el fallecimiento de una niña de tres años, imputándole haber matado y haber abuso de la menor, cuando las pruebas periciales demostraron que la menor falleció de forma accidental, probablemente al caerse de un columpio.
 
    
 
                 Resulta llamativo, finalmente, el enfoque dado por los medios de comunicación a situaciones relativamente frecuentes en el funcionamiento ordinario de la Administración de Justicia. Recientemente, los medios se han referido a la batalla entablada entre dos Magistrados de la Audiencia Nacional, quienes se consideraban competentes para instruir el mismo asunto. En estos casos, la Ley de Enjuiciamiento Criminal, regula dos instituciones, el conflicto positivo y el conflicto negativo de competencias. Lo normal es que se produzca un conflicto negativo de competencias, que tiene lugar cuando ningún Juez considera que es competente para conocer un asunto. Sin embargo, la Ley regula, también, el conflicto positivo de competencias, que se produce cuando dos Jueces reclaman el conocimiento del asunto por considerar que son competentes. En el caso de la Audiencia Nacional, una Sala, compuesta por tres Magistrados, es la que decide quién es el competente. Los medios de comunicación han presentado el conflicto positivo de competencias entre los Magistrados de dos Juzgados Centrales de Instrucción como una batalla o un enfrentamiento personal entre los mismos cuando, en realidad, la Ley regula los conflictos positivos de competencia y arbitra soluciones para los mismos. 
 
                  
 
   
  
 

              5.- Justicia y Jueces 
 
    
 
                 Nuestra Constitución cataloga la Justicia como uno de los valores superiores de nuestro ordenamiento jurídico. Ulpiano definió la Justicia como la constante y perpetua voluntad de dar a cada uno su derecho. La Justicia persigue establecer una serie de normas o pautas de conducta que rijan el buen orden y funcionamiento dentro de una comunidad. El Fiscal del Tribunal Supremo D. Álvaro Redondo Hermida, en un artículo de opinión publicado por La Razón el 14 de julio de 2012, resumía la doctrina del Tribunal Supremo acerca del concepto de Justicia Ética, destacando las cualidades que son imprescindibles para una Justicia Ética. La Justicia debe ser respetable, incorruptible, recta, imparcial y ecuánime. 
 
    
 
                 En íntima relación con el concepto de Justicia se encuentra el Derecho. El término Derecho provine de vocablo latino directum y significa no apartarse del buen camino, seguir el sendero que marca la Ley.
 
    
 
                 La Administración de la Justicia se encomienda a los Jueces, integrantes de un cuerpo único de carácter nacional. Así,               el Juez es la persona encargada de dar respuesta, objetiva e imparcial, a los litigios que se suscitan entre los ciudadanos de una comunidad cuando, éstos, acuden a los Tribunales de Justicia en defensa de sus derechos. Por ejemplo, si tengo una empresa dedicada al suministro de materiales y uno de mis clientes no me paga lo que me debe, si no es posible solucionar el conflicto de forma amistosa o extrajudicial, es preciso acudir a un Tribunal Civil para que el Juez de ese Tribunal decida si tengo razón y si mi cliente me tiene que pagar el material que le he suministrado. O, si he tenido algún percance con una Administración Pública (una multa, un caída en la calle por estar la misma en estado defectuoso…) tengo que acudir a un Tribunal de lo Contencioso-Administrativo para que un Juez decida si la multa que me han impuesto debe ser dejada sin efecto o si el Ayuntamiento de mi localidad tiene que indemnizarme los daños sufridos como consecuencia del estado defectuoso de la calle por la que caminaba. Y, así, podríamos seguir poniendo ejemplos sobre cuestiones que podrían suscitarse ante los diferentes Tribunales de Justicia.
 
    
 
                 Por eso, los Jueces son necesarios, son imprescindibles, al ser las personas que deben decidir todas las cuestiones que inciden sobre la esfera de derechos objetivos y subjetivos de los ciudadanos. Si no nos gusta el nombre de Jueces podríamos denominarlos de otra forma, pero siempre sería necesario disponer en nuestra comunidad de personas cuyo cometido fuese resolver los conflictos que afectan a los ciudadanos, eso sí, siempre desde una posición alejada de los intereses de los litigantes. De lo contrario regresaríamos a épocas históricas ya superadas en las que los más fuertes siempre prevalecerían sobre los más débiles. Pensemos, por ejemplo, en la justicia medieval, caracterizada por ser una justicia dirigida por el Monarca quien, en cualquier momento disponía de la facultad de "avocación" de los asuntos que estimase oportunos y de la de nombrar jueces "ad hoc" para conocer de determinadas causas. En tiempos medievales la inseguridad jurídica era absoluta, al desconocerse la Ley aplicable o el Juez que debía conocer de un recurso y, por si ello no era suficiente, no existían normas de procedimiento que eran suplidas por la forma de actuar de cada uno de los Jueces. Aquellas personas críticas con los Jueces o con la labor desempeñada por los mismos, deberían plantearse cómo sería una comunidad en la que no existiesen personas que se dedicasen a arbitrar soluciones a los conflictos que se suscitasen entre sus miembros. Son muchas las cuestiones que deben mejorar en el funcionamiento de la “Justicia”, pero eso no quiere decir que deba prescindirse de los Jueces por no ser necesarios. Los Jueces son o deben ser imparciales, objetivos e independientes, notas o virtudes que deben presidir en todo momento su actuación, encaminada, en suma, a resolver los conflictos que afectan a los ciudadanos de una comunidad.
 
    
 
                 Además, el ingreso en la Carrera Judicial tiene lugar, en la mayoría de los casos, tras la superación de una difícil oposición, a la que concurre un gran número de personas de elevada cualificación para un reducido número de plazas. Los Jueces en España no son elegidos por el poder político, es decir, no son objeto de designación por el poder ejecutivo o por el poder legislativo, al contrario de lo que sucede con la designación de los miembros del Consejo General del Poder Judicial, órgano de gobierno de los Jueces, que se hace por el poder legislativo, lo que, indefectiblemente, conduce a una indeseada politización del sistema. Dado que el órgano de gobierno de los jueces es el encargado de designar determinados puestos dentro de la Carrera Judicial, se producen o se pueden producir situaciones de favoritismo en función de la ideología que pueda tener un determinado Juez. Por tal motivo, es necesario modificar el sistema de designación de los integrantes del órgano de gobierno de los jueces y, además, regular un sistema de puntuaciones o de valoración de méritos que permita el acceso de cualquier Juez a cualquier puestos de relevancia dentro de la Carrera Judicial, en condiciones de igualdad. Así, el cargo de Presidente de un Tribunal Superior de Justicia se designa por el Consejo General del Poder Judicial, siendo necesario introducir un procedimiento de valoración de méritos que permita que el designado sea la persona más capaz, con respeto de los principios de igualdad, mérito y capacidad; y, sólo en el caso de que dos o más aspirantes tengan la misma puntuación, que el órgano de gobierno opte por designar al que considere más idóneo. Desde luego, lo deseable sería que, en la mayoría de los casos, fuesen los propios jueces los que eligiesen a los compañeros que tienen que ocupar determinados cargos dentro de la Carrera, del mismo modo que un Decano es elegido por votación entre los jueces del partido judicial.  
 
    
 
                 Por eso, es necesario diferenciar dos planos, uno integrado por la inmensa mayoría de los Jueces destinados en pueblos o pequeñas ciudades y en capitales de provincia; y otro, la Alta Magistratura, que se compone de un reducido número de Magistrados que acceden a puestos muy concretos dentro de la Carrera judicial y cuya designación se hace por el Consejo General del Poder Judicial. Así, a un ciudadano de Alicante le debería interesar, en concreto, cómo funcionan los Juzgados de su ciudad y de la provincia, al ser los órganos que van a resolver las cuestiones que le puedan afectar. Probablemente, en abstracto, mostrará su disconformidad con decisiones adoptadas por órganos jurisdiccionales de gran trascendencia mediática (decisión sobre la ilegalización de un partido político, sobre actos de terrorismo…); ahora bien, es preciso insistir en la necesidad de que el ciudadano conozca esos dos niveles existentes en el quehacer diario de los diferentes órganos judiciales. La práctica totalidad de los Jueces de España pertenece al primer grupo, el de los Jueces que asumen cargas de trabajo inhumanas, sin medios esenciales para poder desempeñar su trabajo. De hecho, el Consejo de Europa elaboró un estudio sobre la “Eficacia de la Justicia”, tomando en consideración datos del año 2006, y concluyó que España ocupaba el puesto 38 sobre 47 países en la ratio Jueces/habitantes, lo que suponía una media de 9,96 jueces por cada 100.000 habitantes, lejos de la media de 15 en Bélgica, 20 en Austria y 24,5 en Alemania.
 
    
 
   
  
 

              6.- Iuris, “declarar o decir el derecho”
 
    
 
                 El término jurisdicción proviene del latín, de iuris, que significa declarar o decir el derecho. La Jurisdicción no es más que la potestad de aplicar el Derecho a cada uno de los casos concretos que se suscitan, resolviendo los mismos de modo definitivo e irrevocable. La función jurisdiccional es ejercida de forma exclusiva por los Juzgados y Tribunales integrados por Jueces y Magistrados.
 
    
 
                 Por eso, nuestra Constitución, tras enunciar que la justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley (artículo 117.1), señala que el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes (117.3). La Ley Orgánica del Poder Judicial se pronuncia en idénticos términos.
 
    
 
                 La configuración de la jurisdicción, entendida como la potestad que tienen los Juzgados y Tribunales de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, permite diferenciar dos fases o momentos en la actuación de los Juzgados y Tribunales. En un primer momento, los Juzgados y Tribunales lo que hacen es juzgar, es decir, emiten un pronunciamiento declarativo de un derecho o un pronunciamiento reconociendo una determinada situación jurídica. Por ejemplo, si una persona (demandante) reclama a otra (demandado) una cantidad de dinero y acude a un Tribunal de Justicia, el órgano jurisdiccional, si estima la reclamación que le ha sido dirigida, dictará una sentencia reconociendo el derecho que tiene el demandante a percibir la cantidad de dinero que reclama. Ahora bien, tal reconocimiento no significa que el favorecido por la sentencia vaya a obtener de forma inmediata el dinero que reclama, dado que la actuación del Juzgado o Tribunal se enmarca dentro de la función de juzgar que corresponde a los órganos jurisdiccionales. Una vez se ha juzgado un determinado asunto, es preciso ejecutar lo decidido en el mismo. Así, si un ciudadano (demandante) ha obtenido una sentencia en la que se declara que otra persona (demandado) le debe abonar una cantidad de dinero determinada, cuando el obligado al pago no paga voluntariamente, es necesario poner en marcha un procedimiento de ejecución cuyo objeto final es que se cumpla la sentencia en sus propios términos, obteniendo el demandante la cantidad que se le debe, más los intereses correspondientes y, en su caso, el pago de las costas (gastos que ha generado el proceso judicial). El procedimiento de ejecución tiene por objeto ejecutar la sentencia dictada y se compone de una serie de trámites encaminados a averiguar si la persona contra la que se sigue la ejecución (ejecutado) tiene bienes muebles o inmuebles que puedan ser convertidos en dinero para pagar al ejecutante. De ahí la necesidad de dotar a los Juzgados de mecanismos eficientes de averiguación de bienes que garanticen la efectividad de la sentencia dictada en fase declarativa. La imposibilidad de ejecutar una sentencia es una clara demostración de la quiebra del sistema, aún cuando existen supuestos en los que concurre una imposibilidad material que impide ejecutar una sentencia. Así, cabe la posibilidad de que se investigue al ejecutado y tras comprobar que no tiene bienes, se proceda a declararle en situación de insolvencia. En ese caso, no será posible ejecutar la sentencia, situación que en la práctica puede generar al ejecutante un estado de desazón y desasosiego, al ver que su deuda no será saldada. En ocasiones, el ejecutado tiene todos sus bienes a nombre de sus familiares o de empresas, lo que le permite llevar un elevado nivel de vida, sin tener que hacer frente a las obligaciones asumidas con sus acreedores. ¿Qué sucedería si quien nos debe un dinero que necesitamos para subsistir es declarado insolvente, pese a conducir uno o varios vehículos de alta gama y vivir en una lujosa casa?
 
    
 
                 La jurisdicción de los Juzgados y Tribunales españoles no es ilimitada, en la medida en que los mismos conocen de los juicios que se suscitan en territorio español entre españoles, entre extranjeros y entre españoles y extranjeros, con excepción de los supuestos de inmunidad de jurisdicción y de ejecución que puedan establecer las normas del Derecho Internacional Público.
 
    
 
   
  
 

              7.- La imparcialidad del Juez
 
    
 
                 Resulta llamativo que el texto de nuestra Constitución no se refiera ni una sola vez a la imparcialidad de los Jueces y Magistrados. No parece que se trate de una omisión involuntaria, en la medida en que a lo largo de la Constitución sí que se exige la imparcialidad aplicada a otros funcionarios públicos y a los miembros del Ministerio Fiscal. No obstante, a nadie se le escapa que el Juez tiene que ser imparcial. Alejandro NIETO, en su libro "El arbitrio judicial", fórmula la "parábola del portal de Belén" en los siguientes términos:
 
    
 
                En los primeros días del año 1 de nuestra era acudió al juez de Belén el propietario de un portal o establo denunciando que había sido éste ocupado por una pareja de forasteros, llamados José y María, quienes se habían instalado en él sin pagar renta y sin intención, al parecer, de abandonarlo con el pretexto de que les había nacido un niño y no estaban en condiciones de reanudar el viaje; solicitaba en consecuencia una resolución de desahucio y lanzamiento de los intrusos.
 
                 La situación era clara y el juez se disponía a pronunciar sentencia estimando la demanda con el apoyo de textos legales contundentes, cuando fue detenido por los ruegos de su esposa, también parturienta y de la misma tribu de los viajeros. Era explicable que el juez se identificase, a través de su esposa, con la situación de los intrusos, aunque tampoco resultaba sencillo dejar de aplicar una ley tan inequívoca y más tratándose de un vecino pudiente con el que siempre se había relacionado bien; sin olvidar el malestar que inevitablemente habría de provocarse entre las clases propietarias de Belén que terminarían acusándole de falta de celo y con el riesgo de no volver a elegirle.
 
                 El caso se complicó más al poco tiempo con la aparición de los Reyes Magos que también intercedieron a favor de los ocupantes y hasta puede que hicieran un espléndido regalo al juez para mover su tolerancia. Decididamente, el asunto parecía perdido para el propietario; máxime cuando el magistrado no tenía problema alguno de conciencia, puesto que, independientemente del obsequio y de la influencia conyugal, entendía que su decisión era justa, pues sería cruel ponerles en la calle en lo más crudo del invierno y que podría justificar la razonando que los demandados no producían perjuicio alguno al actor. Pero sucedió que, en vísperas de pronunciar sentencia, llegó a sus oídos la noticia antiinfantil de Herodes, que se extendía, no sólo a los niños sino también a quienes los protegieran. Vemos, entonces, a un juez en apuros porque si absolvía se enemistaba con los propietarios de Belén (entre los que él mismo se encontraba) y, lo que es más grave, corría el riesgo de perder la carrera y hasta la vida por la cólera de Herodes; pero si ordenaba el desahucio perecerían sus sentimientos humanitarios, sería regañado por su mujer y tendría que devolver el regalo de los príncipes orientales. Planteadas así las cosas, hojeó entonces afanoso sus libros, que no le sacaron de dudas porque en ellos se deducirá que la ley podía ser interpretada de diversas maneras y que había precedentes para todos los gustos.
 
                 En estas circunstancias concretas, nadie puede predecir lo que va a decir nuestro atribulado juez. No sabemos si se dejara llevar por las presiones de su esposa y por ventajas resultantes de su cálculo estratégico respecto de Herodes y de sus vecinos. Lo único que sabemos es que una vez decidido el pronunciamiento -que es rigurosamente personal y bajo su exclusiva responsabilidad -, a la hora de redactar la sentencia silenciará rigurosamente las causas reales que han estado interfiriendo y, en su lugar, fundamentará el resultado -cualquiera que sea -con algún precedente que seguro ha de encontrar en el Tribunal de Jerusalén.
 
    
 
                Es de gran trascendencia la referencia que se hace en el texto trascrito a que la decisión del Juez es rigurosamente personal y, en su redacción, se "silenciará rigurosamente las causas reales que han estado interfiriendo". El Juez es una persona que vive en el mundo y que puede verse afectado por determinadas influencias de carácter externo o de carácter interno. La Constitución sí que nos dice que los jueces tienen que ser independientes, lo que permite concluir que el principio de independencia persigue conseguir y garantizar la imparcialidad del juez. Podemos decir que la independencia persigue controlar los móviles del juez frente a influencias extrañas al Derecho que provienen desde fuera del propio proceso, mientras que la imparcialidad persigue controlar los móviles del juez frente a influencias extrañas que provienen desde dentro del propio proceso. MURATORI decía que "el juez cuando se le presenten alguna causa, debe desnudarse enteramente de todo deseo, amor y odio, temor o esperanza" y "antes de examinar las razones se ha de sondear el corazón para ver si se oculta en él algún impulso secreto de desear y de hallar mejores y más fuertes las razones de la una parte que de la otra”. Por tanto, con la exigencia de imparcialidad lo que se pretende es la ausencia de prejuicios o parcialidades en el Juez y, su objeto último, es que los ciudadanos confíen en los pronunciamientos de los Tribunales. En España, el Tribunal Constitucional, en la sentencia 162/1999 (caso Hormaechea) introduce la distinción entre la imparcialidad objetiva y la imparcialidad subjetiva. La primera viene referida a los prejuicios o parcialidades del juez con el objeto del proceso y, la segunda, a los prejuicios con las partes del proceso.
 
    
 
                 Sin embargo, nuestro ordenamiento jurídico dispone de mecanismos útiles para combatir las sospechas de parcialidad de un Juez, a través de la posibilidad de recusar al Juez o de que sea el propio Juez el que decida abstenerse del conocimiento de un asunto. Con la abstención y la recusación se garantiza el derecho de los ciudadanos a ser juzgados desde el Derecho y, lo que es más importante, la credibilidad en el sistema, es decir, la credibilidad en las decisiones adoptadas por los Tribunales. Así, que un juez decida abstenerse del conocimiento de un asunto por considerar que concurre alguna de las causas legalmente previstas para ello no supone, necesariamente, que ese Juez perdiese su imparcialidad o se viese desbordado por sus propios prejuicios a la hora de decidir, sino que lo que se quiere es evitar que se pueda pensar que la decisión adoptada por el Juez lo ha sido en base a determinadas circunstancias que inevitablemente han influido en la decisión final del litigio. Con ello, se preserva la eficiencia del sistema, en la medida en que los ciudadanos deben confiar en sus Jueces, sin pensar que sus decisiones han sido dictadas al margen del Derecho, por concurrir determinadas circunstancias o motivos que podrían hacer perder al juez la nota de imparcialidad. Como decía FERRAJOLI, con la exigencia de imparcialidad se persigue "neutralizar la subjetividad del Juez; a colocarle ante la causa en una actitud que le permita tratarla, en la inter-subjetividad, de la manera más objetiva". 
 
    
 
                 Incluso el Tribunal Constitucional entiende que se ha vulnerado el derecho al juez imparcial sin siquiera hacer mención alguna de las causas legales previstas en nuestro ordenamiento jurídico; así sucede en la sentencia 162/1999 anteriormente citada, en la que el Tribunal dice lo siguiente: La global descalificación del acusado, expresada por el Presidente del Tribunal pocos días antes de su enjuiciamiento, no situó a la Sala en las mejores condiciones para garantizar que su veredicto final gozara de la confianza del público y, mucho menos, la del acusado. La queja del recurrente se funda en una sospecha objetivamente justificada. Por ello, en protección de tal confianza y del derecho del acusado a gozar de un juicio justo, ha de ser anulada la condena dictada a fin de que un Tribunal imparcial se pronuncie sobre el fundamento de la pretensión de condena que motivó originariamente el proceso contra el recurrente. Con ello, se exige que el Juez no ocupe o asuma la posición de una de las partes del procedimiento y, además, que el Juez no realice actos ni mantenga con las partes relaciones jurídicas o conexiones de hecho que puedan poner de manifiesto o exteriorizar una previa toma de posición anímica a favor o en su contra.
 
    
 
                 La "parábola del portal de Belén" tiene plena vigencia hoy en día, en la medida en que son muchos los asuntos judiciales de gran trascendencia mediática en los que un Juez o un Tribunal debe tomar decisiones de gran calado, pese a las influencias de los medios de comunicación, de la opinión pública, de las propias convicciones de los Jueces, de la opinión que puedan tener familiares o conocidos de los Jueces… Y, dentro de ese contexto, el Juez tiene la obligación de dictar una resolución preservando su independencia y su imparcialidad. El propio FERRAJOLI apunta que "Juez independiente es aquel que absuelve si no hay pruebas cuando la opinión común querría la condena o condena cuando hay pruebas cuando esa misma opinión querría la absolución".
 
    
 
   
  
 

              8.- La inamovilidad del Juez antes y después de la CE
 
    
 
                 Nuestra Constitución en su artículo 117 enumera los atributos del Juez Constitucional, entre los que se encuentra el de la inamovilidad. Para conseguir que los Jueces sean independientes es necesario que se mantengan en su cargo independientemente de la decisión que tomen a la hora de resolver un asunto, siempre y cuando se muevan dentro de los cauces legales. El Magistrado y Letrado del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas D. Joaquín Huelin Martínez de Velasco apunta que la inamovilidad, que opera como una cobertura del juez frente a las veleidades de otros poderes, constituye, pues, la primera garantía instrumental de la independencia. La autonomía de criterio que esta última comporta presupone la libertad de espíritu, que sólo disfruta quien cuenta con la seguridad de que resultara indemne del ejercicio jurisdiccional, no pudiendo ser removido más que en virtud de razones tasadas, predeterminadas en una norma del indicado rango.
 
    
 
                 El modelo de Juez anterior a la Constitución representa a un juez desposeído de los atributos que consagra nuestra norma fundamental. Así, durante la Edad Media los Jueces eran nombrados por el Monarca, pudiendo ser removidos de su cargo de forma discrecional por quien les había nombrado. La Constitución de 1812, en su artículo 252, ya declaró que los magistrados y jueces no podrán ser depuestos en sus destinos, sean temporales o perpetuos, sino por causa legalmente probada y sentenciada,  ni suspendidos, sino por acusación legalmente intentada. La Constitución de 1812, reconoce a los Jueces el atributo de la inamovilidad, lo que para la época supone una declaración de enorme trascendencia y progreso, eso sí, desde un plano puramente teórico. Todo el siglo XIX se caracterizó por la preterición del carácter inamovible del Juez, hasta el punto de que cada cambio de gobierno motivó el cese indiscriminado de Jueces y el nombramiento de otros, afines al régimen. La inamovilidad no pasaba de ser un deseo, siendo su incumplimiento permanente, al considerar los nuevos gobiernos que los Jueces nombrados durante la vigencia de un gobierno anterior no gozaban de la fidelidad del régimen. SAINZ GUERRA destaca que entre noviembre y diciembre de 1856 hubo ciento setenta y cuatro individuos cesantes entre Jueces y Magistrados. Así, los puestos de la Administración de Justicia y, en general, los puestos administrativos no dejaban de ser una parte del botín del partido vencedor, hasta el punto que los Jueces veían condicionada su continuidad en el cargo, en función de su fidelidad al gobierno.
 
    
 
                 La Constitución de 1869 dispuso que correspondía al Rey el nombramiento de los Jueces y Magistrados, a propuesta del Consejo de Estado. Dicho texto constitucional introdujo la novedad de que el ingreso en la carrera judicial se haría por oposición, lo que, en suma, perseguía garantizar la independencia y la inamovilidad de los Jueces. Además, el texto constitucional perseguía garantizar el acceso a la carrera judicial, en régimen de igualdad, a todos los aspirantes, eso sí, de forma aparente, ya que la misma Constitución contemplaba que el Rey podía nombrar hasta una cuarta parte de magistrados de las Audiencias y del Tribunal Supremo sin necesidad de que superasen una oposición para ingresar en la carrera judicial. Una Ley posterior del año 1882 modificó las reglas del juego, permitiendo que el gobierno cubriese dos de cada tres vacantes de los Juzgados de entrada.
 
    
 
                 Podemos decir que el siglo XIX, generalizó el clientelismo dentro de la carrera judicial, de modo que cada nuevo gobierno cesaba a los Jueces nombrados por anteriores gobiernos para nombrar a quienes mostraban afinidad al régimen. En ese contexto, los Jueces no gozaban de la garantía de la inamovilidad, lo que redundaba en detrimento de la Justicia, al no existir Jueces imparciales e independientes. VARELA ORTEGA señala que el sistema político de la Restauración se sustentaba en una práctica claramente clientelar que consistía en que los sucesivos gobernantes se dedicaban a repartir y canibalizar el Estado, haciendo jirones la Administración para contentar a sus militantes.
 
    
 
                 De ahí la necesidad de contar con Jueces inamovibles. La permanencia en el cargo garantiza la independencia del Juez a la hora de decidir, independientemente del grado de malestar que puedan generar sus decisiones por parte de sus destinatarios, ya sea un particular o un representante político. Ahora bien,  la inamovilidad no puede impedir que un Juez sea apartado de la carrera judicial si no actúa sometido al principio de legalidad y al resto de normas a las que debe someter su actuación.
 
                 
 
   
  
 

              9.- Proceso y procedimiento
 
    
 
                 Como venimos diciendo el ejercicio de la potestad jurisdiccional consiste en aplicar el derecho a cada uno de los casos que conocen los Juzgados y Tribunales. Ahora bien, el conocimiento de cada una de las pretensiones que articulan los ciudadanos se canaliza a través del proceso, en el seno del cual se constituye una relación entre las partes del procedimiento (demandante y demandado) y el Juez, entendido como un tercero ajeno a las partes que debe resolver la contienda de forma objetiva e imparcial. Son muchas las teorías doctrinales que se han formulado acerca del proceso, si bien, el proceso permite que los ciudadanos dirijan sus peticiones a un Juzgado o Tribunal para que el titular del mismo dicte una sentencia que ponga fin a la contienda.
 
    
 
                 El procedimiento viene referido a la totalidad de trámites que deben seguirse en un Juzgado hasta que se resuelva la disputa que enfrenta a los litigantes. Así, por ejemplo, si una persona (demandante) presenta una demanda contra otra persona (demandado), solicitando que se dicte una sentencia en la que se condene al demandado a abandonar la vivienda propiedad del demandante y al pago de las rentas que debe en concepto de alquiler, el Juzgado deberá decidir si admite o no a trámite la demanda, y en el caso de admitir la demanda será necesario notificársela al demandado para que pueda contestar a la misma y convocar a las partes a un juicio. Todas estas decisiones integran el procedimiento que debe seguirse hasta que se dicte una sentencia que ponga fin al conflicto que enfrenta a las partes. O, cuando a un ciudadano se le ha hecho pagar un impuesto por parte del Ayuntamiento de su localidad y entiende que no venía obligado al pago del mismo, cabe la posibilidad de presentar una demanda ante un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo, que dará lugar a la incoación de un procedimiento en el que se decidirá si se admite la demanda y se convocará a un juicio al demandante y al Ayuntamiento correspondiente.
 
    
 
                 En todos los procedimientos judiciales, cualquiera que sea la jurisdicción que conozca de los mismos,  intervienen dos partes, una activa (demandante) y otra pasiva (demandado). El procedimiento lo inicia el demandante con la presentación de una demanda en la que debe fijar con claridad y precisión lo que pide. La demanda se reparte a un Juzgado determinado que se encarga de admitir la misma, si procede, y notificársela al demandado o a los demandados para que pueda o puedan contestar a la misma. A continuación, el Juzgado convoca a las partes a un juicio, momento en el que las partes proponen sus pruebas y proceden a practicar las mismas. Por último, el procedimiento consta de una fase de conclusiones cuyo objeto es resumir y valorar la prueba practicada con relación a los hechos sobre los que no existe conformidad entre las partes. Podemos decir que en todo procedimiento judicial cabe distinguir tres fases o momentos; una primera fase de alegaciones, una segunda de prueba y una última de conclusiones. Tras la celebración del juicio, el procedimiento queda visto para sentencia, resolución en la que el Juez debe decidir el litigio dando respuesta a las pretensiones de las partes.
 
    
 
   
  
 

10.- Providencias, autos y sentencias
 
    
 
                 La alusión a la calidad comunicativa de la justicia, exige analizar cuáles son los instrumentos que utilizan los Jueces para comunicarse con los ciudadanos. Los Jueces no emiten sus opiniones a través de los medios de comunicación, sino a través de las resoluciones que dictan en los procedimientos que tramitan. Obviamente, cuando nos referimos a las opiniones de los Jueces, hablamos de los pronunciamientos de carácter jurídico que son necesarios para resolver los asuntos que conocen, dando respuesta a las peticiones que los ciudadanos dirigen a los diferentes Tribunales de Justicia. 
 
    
 
                 Así, las decisiones de los Jueces y los motivos que dan cobertura a las mismas, quedan reflejadas en las providencias, autos y sentencias que dictan. La providencia es una resolución de trámite que da curso a un procedimiento y que no resuelve definitivamente un asunto, teniendo por objeto la ordenación material del proceso. Las providencias se limitan a recoger lo mandado por los Jueces o Tribunales, no siendo necesario que sean motivadas, sin perjuicio de que en ocasiones puedan contener una sucinta motivación.
 
    
 
                 Los Autos y las Sentencias deben ser siempre motivados, con separación de los hechos y de los razonamientos jurídicos que han llevado al Juez a dictar una determinada resolución. Además, deben tener una parte dispositiva en la que se resuelve una determinada pretensión o un determinado recurso. 
 
    
 
                 Las sentencias deciden definitivamente un pleito o causa en cualquier instancia o recurso, siendo la ley la que debe determinar cuándo una determinada resolución debe revestir la forma de sentencia. La sentencia consta de un encabezamiento, de un apartado de antecedentes de hecho, de un apartado destinado a los fundamentos de derecho y, por último, del fallo. La sentencia es un acto de conciencia que se proyecta sobre personas concretas y, desde un punto de vista sociológico, tiene por objeto solucionar un conflicto. En la sentencia, el Juez proyecta sobre los hechos enjuiciados la relación de normas y de leyes existentes en nuestro ordenamiento jurídico, si bien, tales normas deben coexistir con los principios que formula nuestra Constitución. Por tanto, en la sentencia el Juez valora determinados hechos, hechos que son alegados por las partes y que deben ser probados, de modo que la certeza de tales hechos permita aplicar una determinada norma cuyo objeto último es resolver una contienda o un conflicto. El Juez, en la sentencia, debe narrar lo que ha sucedido entre los litigantes sin haber estado presente, basándose, para ello, en las pruebas aportadas por los mismos al procedimiento. Una estrategia jurídica errónea puede desembocar en la desestimación de una demanda, por muy claros que puedan parecer los hechos. Los Jueces no pueden trasladar a sus sentencias lo que creen que ha podido suceder entre los litigantes, sino los hechos que han sido probados por las partes a lo largo del procedimiento. 
 
    
 
   Imaginemos un litigio en el que el demandante presenta una demanda contra una entidad bancaria por considerar que, dicha entidad, le ha ofrecido un producto financiero sin advertirle que ha contratado un producto de riesgo que le puede generar importantes pérdidas. El demandante alegará que uno de los elementos esenciales del contrato, el consentimiento, se encontraba viciado, lo que deberá conllevar la declaración de nulidad de contrato y la devolución de las cantidades invertidas en el producto de riesgo junto con los intereses legales o el pago de una indemnización. Por su parte, la entidad bancaria alegará que sí informó al cliente sobre la naturaleza del producto contratado, no siendo cierto que el consentimiento se encontrase viciado. Sobre este escenario se desarrollará el juicio, siendo preciso que cada una de las partes pruebe la certeza de los hechos de los que se desprenda el efecto jurídico correspondiente a las pretensiones ejercitadas; es decir, el demandante tendrá que probar que el banco no le informó de la naturaleza del producto contratado ni de los riesgos del producto, teniendo en cuenta sus escasos conocimientos en economía, mientras que el banco tendrá que probar todo lo contrario. Cada una de las partes deberá proponer las pruebas que considere necesarias y sólo se practicarán aquellas pruebas que sean estimadas por el Juez, por considerarlas útiles, necesarias y pertinentes. El esquema al que venimos haciendo referencia, queda perfectamente identificado en el ejemplo analizado. El procedimiento lo iniciaría el demandante con la presentación de la demanda en la que pediría que se declarase la nulidad del contrato firmado con la entidad bancaria y que se le reconociese una indemnización. Una vez admitida la demanda, se daría traslado de la misma a la entidad bancaria que se opondría a la misma e interesaría la desestimación de la demanda. Concluida la fase de alegaciones, se convocaría a las partes a un juicio, en el que las mismas propondrían sus pruebas y practicarían aquéllas que el Juez considerase útiles y pertinentes. Finalizada la fase de prueba, cada una de las partes expondría sus conclusiones, quedando, a continuación, el procedimiento pendiente de dictar sentencia. En la sentencia el Juez deberá recoger la relación de peticiones de las partes, deberá identificar los hechos sobre los que existe controversia, deberá identificar los puntos de hecho y de derecho fijados por las partes y deberá aplicar las normas jurídicas que correspondan al supuesto sometido a su consideración, estimando la demanda o rechazando la misma. En la sentencia, el Juez, debe valorar la prueba practicada por cada una de las partes, tras lo cual deberá emitir un pronunciamiento resolviendo el conflicto. Si las pruebas practicadas permiten concluir que el demandante ha contratado un producto de riesgo sin haber sido informado de la naturaleza y características del producto financiero ofrecido, y que el consentimiento se encontraba viciado, la sentencia estimará la demanda, declarando la resolución del contrato firmado entre el demandante y su entidad bancaria, reponiendo las cosas a su estado originario. Por el contrario, si el Juez entiende que el demandante era conocedor del producto que adquiría, asumiendo el riesgo del mismo, emitirá un pronunciamiento desestimatorio de la demanda. 
 
                 
 
   
  
 

              11.- Juez y Legislador. Interpretación
 
    
 
                 El juez español actúa dentro del sistema del denominado “civil law”, a diferencia del modelo inglés y americano que sigue el sistema del “common law”. La principal diferencia entre uno y otro reside en el sistema de fuentes legales.
 
    
 
                 El sistema de “common law” se remonta a los siglos XI y XII, momento en el que la Corona estableció una serie de tribunales, uno de ellos el Tribunal de Causas Comunes (Court of Common Pleas), con jurisdicción civil. La resolución de los asuntos de su competencia exigió buscar lo que había de "común" en las costumbres locales para crear un derecho unificado, es decir, reglas que en adelante serían las normas a aplicar en todo el país, convirtiéndose en un Derecho Común a todo el territorio. Surgió, así, el denominado “common law”. El “common law” es un sistema jurisprudencial, siendo las decisiones judiciales (case-law) fuente del derecho. Además impera la obligatoriedad del precedente judicial, de modo que los tribunales deben respetar o adherirse a las decisiones judiciales adoptadas con anterioridad. Otras fuentes del derecho son la Ley, la costumbre y la doctrina. Por ello, en el sistema de “common law” determinados tribunales pueden llegar a crear instituciones jurídicas nuevas.
 
    
 
                 Sin embargo, España sigue el sistema del “civil law”, de origen romano. El Juez español se limita a interpretar y aplicar la Ley, de modo que en su fuero interno puede no compartir una ley, pero tiene que aplicarla al caso sometido a enjuiciamiento. Si un Juez español considera que una norma que debe aplicar para resolver un litigio puede ser contraria a la constitución, puede plantear ante el Tribunal Constitucional una cuestión de inconstitucionalidad encaminada a que el Tribunal Constitucional se pronuncie sobre si la norma que tiene que aplicar el Juez es conforme o no a la Constitución. Por ejemplo, un Juez encargado de un Registro Civil tiene la obligación de casar a personas del mismo sexo, porque una Ley así lo prevé. Desde un punto de vista jurídico-constitucional, puede considerar que la norma es contraria a la Constitución y plantear una cuestión de inconstitucionalidad para que el Tribunal Constitucional declare si la norma analizada se adecua a la Constitución. Sus creencias, valores o formación moral deben ser arrinconadas si no coinciden con el texto de la Ley, debiendo aplicar la Ley en vigor.
 
    
 
   El sistema de fuentes por el que se rige el Juez español es el que consagra el artículo 1.1 del Código Civil, teniendo tal condición la ley, la costumbre y los principios generales del derecho. El mismo artículo nos dice que la Jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que de modo reiterado establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del derecho; es decir, nuestro sistema no configura la Jurisprudencia como una fuente del ordenamiento jurídico, a diferencia de lo que sucede en el sistema del “common law”.
 
    
 
                 La función de legislar corresponde al poder legislativo y, cuando proceda, al poder ejecutivo, función absolutamente ajena al poder judicial cuyo cometido se reduce a interpretar y a aplicar la Ley que emana de los poderes competentes para la promulgación de la misma. La Revolución Francesa trajo consigo a un Juez mecánico y autómata encargado de aplicar la Ley. Montesquieu entendía que el Juez debe ser “la boca que pronuncia las palabras de la ley”. Dicho modelo ha sido superado por el Juez constitucional, el diseñado tras la Constitución de 1978, encargado no sólo de aplicar la ley sino de interpretar su sentido jurídico al caso concreto. Podemos decir que el Juez constitucional no puede limitarse a ejecutar una aplicación acrítica y mecanicista de la Ley que desemboca en la teoría del silogismo jurídico, sino que debe aplicar e interpretar la Ley dentro de la Constitución, buscando que las normas que aplica tengan un encaje perfecto dentro del sistema constitucional. No podemos pasar por alto que el legislador actual legisla de forma incansable, inagotable, lo que genera la aparición de un gran número de disposiciones normativas que es preciso interpretar a la luz de la Constitución y de los principios que informan nuestro ordenamiento jurídico. El Tribunal Supremo, se ha referido en alguna ocasión al “vértigo legislatorio”, poniendo de manifiesto el frenesí, el ímpetu del legislador a la hora de cumplir su función. Así, por ejemplo, nuestro más alto Tribunal, en la sentencia 901/2004 de 8 de julio, señala que el artículo 89 del Código Penal, en el año 2004, registraba tres versiones: la original de la Ley Orgánica 10/1995, la dada por la Ley Orgánica 8/2000 y la vigente entonces dada por la Ley Orgánica 11/2003.
 
    
 
   Un Juez español nunca podrá crear una institución nueva o un tipo delictivo nuevo, en función del caso concreto sometido a su decisión. La inexistencia de una norma jurídica que regule un determinado supuesto impide que un órgano jurisdiccional pueda pronunciarse sobre el mismo ya que, de lo contrario, estaría actuando al margen del ordenamiento jurídico. El Juez español actúa con pleno sometimiento al principio de legalidad, es decir, debe cumplir la Ley, quedando “reducida” su función a interpretar y a aplicar la Ley. En ocasiones el texto de la Ley es concreto y preciso; en cambio, en otras, existen lagunas que deben ser integradas por los Tribunales de Justicia. Así, es frecuente la utilización por parte del legislador de conceptos jurídicos indeterminados, siendo preciso que los Tribunales de Justicia delimiten el alcance y sentido de tales conceptos. Por ejemplo, cuando un texto legal señala que una determinada conducta puede ser contraria al interés público o al orden público; o cuando una Ley exige a alguien que se comporte con la diligencia de un buen padre de familia. Son conceptos excesivamente genéricos e imprecisos que deben ser colmados por los Tribunales de Justicia.
 
    
 
   
  
 

              12.- ¿Es necesario motivar las resoluciones judiciales?
 
    
 
                 La opinión de los Jueces y de los Tribunales de Justicia en los distintos procedimientos de que conocen se manifiesta a través de las resoluciones que dictan en los mismos, es decir, a través de las providencias, autos y sentencias. Las providencias no tienen que ser motivadas; en cambio, los autos y las sentencias deben ser motivados.
 
    
 
   La Administración de Justicia se ha ido conformando desde la Edad Media hasta el siglo XIX. El proceso medieval en España se caracterizaba por su lentitud, hasta el punto que la Corona tomó medidas para intentar agilizar el procedimiento y evitar recursos. Carlos III, en el año 1778, en la Novísima Recopilación, acordó lo siguiente: Mando cese en la práctica de motivar las sentencias, ateniéndose a las palabras decisorias, y que el resto de los tribunales dejen de motivar las sentencias. En suma, todo el procedimiento finalizaba con la decisión del Juez dando la razón a una de las partes del procedimiento, sin explicar los motivos o las razones tenidos en cuenta para ello.
 
    
 
   Hace no muchos años era frecuente encontrar resoluciones judiciales cuya motivación podía ser la siguiente: Del conjunto de la prueba propuesta, valorada en conciencia, cabe estimar la demanda interpuesta por el demandante. Si en ese procedimiento en el que se había dictado una sentencia uno era el demandante, probablemente no tenía necesidad de conocer las razones que llevaron al Juez a dictar una sentencia favorable a sus intereses; ahora bien, si uno es el demandado, por lo menos querría saber las razones que llevaron al Juez que conoció el asunto a resolver en sentido contrario a sus intereses.
 
    
 
   La promulgación de la Constitución en el año 1978, pretende corregir el funcionamiento del sistema al establecer en el artículo 120.3 que las sentencias serán siempre motivadas. A partir de dicho momento, el Tribunal Constitucional, atendiendo al contenido de dicho precepto constitucional, elabora una doctrina que exige que las sentencias sean motivadas y que la falta de motivación de las resoluciones judiciales supone una vulneración del artículo 24.1 de la Constitución, al generar indefensión en las partes. Así, por motivación de las resoluciones judiciales debemos entender la explicación dada por el Juez para estimar o no las peticiones que le dirigen los ciudadanos. La motivación no necesariamente exige un razonamiento extenso y amplio, siendo admisible también una motivación escueta o sucinta, eso sí, es necesario que el ciudadano pueda conocer las razones que han llevado al Juez a pronunciarse en un determinado sentido. El justiciable puede estar o no de acuerdo con el razonamiento ofrecido por el Juez, generalmente no lo estará si no se le ha dado la razón, pero, en todo caso, debe conocer los motivos y los razonamientos que han llevado a dictar una resolución judicial en un determinado sentido. Obviamente, en ocasiones, la complejidad del asunto o la extensión del mismo puede hacer difícilmente comprensible el sentido de una resolución judicial para quien no tiene ningún tipo de formación jurídica, si bien, en tales casos desempeña una labor fundamental el Abogado que ha asumido la dirección del asunto que deberá explicar a su cliente el sentido de la resolución judicial dictada.
 
    
 
   La motivación exige que el Juez valore las pruebas aportadas por las partes, siempre en relación con los hechos que integran un determinado procedimiento. Como hemos dicho, la falta de motivación no supone una mera irregularidad no invalidante sino que se encuentra en íntima relación con el artículo 24.1 de la Constitución, precepto que señala que todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. Así, una sentencia que resolviese la cuestión objeto del procedimiento utilizando fórmulas genéricas o estereotipadas del estilo "del conjunto de la prueba practicada y previa valoración en conciencia…", sería una resolución carente de motivación y que debería ser dejada sin efecto por el Tribunal superior o por el Tribunal Constitucional.
 
    
 
   Por tanto, la obligación de motivación exige que el Juez plasme en su sentencia el razonamiento que ha seguido para emitir un determinado pronunciamiento. El Juez penal, por ejemplo, si condena al acusado como autor de un delito de lesiones, deberá valorar la prueba que se ha practicado en el juicio y explicar porqué considera probado que el acusado ha cometido el delito por el que ha sido acusado. El Juez de lo Contencioso-Administrativo, si estima que un Ayuntamiento ha cobrado indebidamente a un ciudadano el Impuesto de Bienes Inmuebles, deberá explicar en la sentencia los vicios de nulidad en los que ha incurrido ese Ayuntamiento para dejar sin efecto la liquidación girada en concepto de IBI y ordenar la devolución de lo cobrado indebidamente.
 
    
 
   
  
 

13.- Si tenemos razón, ¿es necesario probar lo que decimos?
 
    
 
   Como venimos diciendo, toda resolución judicial debe ser motivada, es decir, cualquier ciudadano debe conocer las razones, siempre dentro de sus limitaciones, que han llevado a un Juez a dictar una resolución en un determinado sentido. Dentro de la necesidad de motivar las resoluciones judiciales es necesario que el Juez valore las pruebas aportadas al procedimiento por las partes. Así, podemos tener razón pero si no demostramos lo que afirmamos no alcanzaremos un resultado judicial favorable, de ahí la necesidad de la prueba.
 
    
 
   La prueba tiene por objeto alcanzar el convencimiento psicológico del Juez sobre la existencia de determinados datos o hechos aportados por las partes al procedimiento, hechos que deben tener cabida siempre dentro del ordenamiento jurídico. Así, si un empresario afirma que ha suministrado unos materiales a un cliente y que éste no le ha abonado el precio de los mismos, será necesario probar la relación contractual existente entre el empresario y su cliente, la efectiva entrega de los materiales y la falta de pago de los mismos. Por mucha razón que podamos tener no podemos limitar nuestra actuación a afirmar que un cliente nos debe una cantidad determinada derivada de unos materiales que han sido suministrados.
 
    
 
   Las pruebas deben ser aportadas por las partes al procedimiento para que el Juez pueda realizar una valoración de las mismas, previa declaración de la necesidad y utilidad de las mismas. En todo procedimiento judicial, existe una fase de prueba en la que las partes proponen sus pruebas y el Juez decide sobre la admisión de las mismas. Incluso, en ocasiones, es posible que el Juez acuerde de oficio la práctica de una determinada prueba. Las pruebas que pueden proponer las partes en los procedimientos son las siguientes: interrogatorio de parte (en el proceso penal interrogatorio del acusado), prueba documental (documentos públicos y privados), prueba pericial, interrogatorio de testigos, reproducción de la palabra, el sonido y la imagen y reconocimiento judicial.
 
    
 
   En todo caso, la prueba debe tener por objeto los hechos que tengan relación con las pretensiones ejercitadas por las partes, no siendo preciso probar los hechos no controvertidos por estar las partes conformes con los mismos. Tampoco es necesario probar los hechos notorios, si bien, el hecho notorio debe ser conocido no sólo por el Juez sino por un grupo amplio de personas.
 
    
 
   Una vez propuestas las pruebas y admitidas, se procede a la práctica de las mismas. Así, si una de las partes del procedimiento propone como prueba la declaración de unos testigos y la prueba es admitida, tales testigos acuden al juicio y prestan declaración a preguntas de los Abogados de las partes y del Juez; o si se propone prueba pericial, se aporta un dictamen de un perito al procedimiento y éste comparece el día del juicio y es interrogado sobre el sentido de su dictamen. En las resoluciones judiciales el Juez, al motivar su decisión, necesariamente debe realizar una valoración de la prueba practicada y explicar si lo manifestado por un testigo o por un perito es creíble o no, o si un determinado documento tiene entidad suficiente para que queden probados los hechos que sostiene una de las partes del procedimiento. Motivar es desgranar toda la prueba del procedimiento, con relación a los hechos discutidos por las partes, para acabar resolviendo el asunto en favor del demandante, del demandado o de ambos mediante una estimación parcial.
 
    
 
   
  
 

14.- ¿La carga de la prueba?
 
    
 
   Tal y como venimos afirmando, no es suficiente con alegar hechos sino que los mismos deben ser probados. Por eso, la ley establece unas normas que regulan lo que se denomina la carga de la prueba; es decir, la ley determina a quién corresponde probar la relación de hechos en que se sustentan las peticiones que las partes dirigen a los Tribunales de Justicia.
 
    
 
   El artículo 217.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil establece que corresponde a cada una de las partes la carga de probar la certeza de los hechos de los que ordinariamente se desprenda el efecto jurídico correspondiente a las pretensiones ejercitadas. Por ejemplo, si un ciudadano demanda al Ayuntamiento de su ciudad al haber sufrido daños cuando caminaba por una acera defectuosa, es necesario acreditar que en la acera por la que caminaba el reclamante existía un desperfecto que tenía entidad suficiente para producir un daño que debe ser resarcido o indemnizado. No obstante, en ocasiones la ley invierte la carga de la prueba; ahora bien, cada una de las partes de un procedimiento debe tener claro que tiene que probar todo aquello que afirma o todo aquello que reclama. En todo caso, la prueba debe venir referida a los hechos controvertidos, puesto que los hechos no controvertidos y los hechos notorios son hechos no necesitados de prueba.
 
    
 
   Los Tribunales de Justicia tienen que valorar la totalidad de las pruebas que los intervinientes en un procedimiento aportan al mismo. Podemos decir que la prueba tiene como objeto los hechos que guardan relación con la tutela judicial que se pretende obtener en un proceso. Generalmente, la prueba debe ser practicada por las partes; sin embargo, en ocasiones el Tribunal puede acordar la práctica de pruebas de oficio.
 
    
 
   A su vez, las pruebas pueden ser directas o indirectas. Siguiendo con el ejemplo del ciudadano que se cayó al tropezar con un socavón existente en una acera de su ciudad, si a la persona que se lesionó le acompañaban dos amigos, éstos serán testigos directos de lo sucedido. Lo mismo sucede con la relación de documentos médicos que puedan ser aportados para probar el daño sufrido. Ahora bien, ¿qué sucede cuando no se dispone de prueba directa? En tal caso, es necesario acudir a la prueba indirecta o de indicios, en la que se parte de una serie de indicios que integran el hecho base para llegar al hecho consecuencia o al hecho necesitado de prueba. Obviamente, la relación entre el hecho base y el hecho consecuencia debe ir acompañada de una explicación lógica, racional y coherente por parte del Juez; en suma, es necesario que el Juez motive las razones que le llevan a entender que una determinada petición de parte ha quedado probada. Retomando el ejemplo de la caída en la vía pública, imaginemos que la persona que se ha caído llama a la Policía de su ciudad y la Policía confecciona un atestado en el que explica lo que la persona que se ha caído le cuenta e incorpora los datos que directamente pueden ser apreciados por la Policía (existencia de un desperfecto en la acera, características del mismo, estado de la vía pública, lugar…). Imaginemos, además, que la persona accidentada reclama la presencia de algún conocido o familiar que le acompaña al Servicio de Urgencias para ser curado de las lesiones sufridas. En tal caso, los agentes de Policía que no presenciaron la caída, serían testigos de referencia y el Juez, a la vista del contenido del atestado policial, de las lesiones sufridas por el lesionado y de la entidad del desperfecto existente en la vía pública podría concluir que las lesiones sufridas por el ciudadano que se ha lesionado son consecuencia del mal estado en el que se encontraba la acera por la que caminaba el lesionado, correspondiendo la reparación de los desperfectos existentes en la acera y su adecuado mantenimiento al Ayuntamiento correspondiente.
 
    
 
   En el campo del Derecho Penal, con relación a la prueba de indicios, se viene exigiendo que concurran varios indicios cuya unión o yuxtaposición permita llegar al hecho consecuencia o hecho necesitado de prueba. No obstante, existen algunos supuestos en los que cabe apreciar un único indicio de cierta singularidad. Pensemos, por ejemplo, en quien tras dos semanas de búsqueda recupera el vehículo que le había sido sustraído y encuentra en el interior del mismo la cartera y la documentación de otra persona. En tal caso, se establece una conexión de gran intensidad entre la sustracción del vehículo y la aparición de un documento (una cartera) de un tercero que no tiene ningún tipo de relación con el dueño del vehículo. La existencia de ese indicio único de singular potencia acreditativa podría justificar, por sí solo, una sentencia condenatoria por la sustracción de un vehículo.
 
    
 
   En materia de carga de la prueba, cabe destacar aquellos supuestos de naturaleza penal en los que la única prueba de cargo existente es la declaración del perjudicado o víctima del delito. Pensemos, por ejemplo, en los casos de violencia sobre la mujer, en los que los delitos que se juzgan se han cometido en la clandestinidad, o la misma se busca por parte del agresor para conseguir su propósito delictivo. Así, ¿qué sucede cuando la esposa denuncia que el marido la ha agredido físicamente, sin causarle lesiones, en el hogar conyugal?, o ¿qué sucede cuando dentro de una pareja de hecho, la mujer denuncia que el hombre la ha maltratado psicológicamente, sin que estuviese presente nadie más? En estos casos, el material probatorio que debe valorar el Juez, queda reducido a las declaraciones de los implicados (agresor y víctima) y, en ocasiones, a los partes médicos derivados de la asistencia prestada a la víctima. La Jurisprudencia, de forma consolidada, para poder condenar al agresor, exclusivamente, con la declaración de la víctima, exige que concurran los siguientes requisitos: 1) Ausencia de incredulidad subjetiva, derivada de las relaciones acusador/acusado que pudieran conducir a la deducción de la existencia de un móvil de resentimiento, enemistad, venganza, enfrentamiento, interés o de cualquier índole que prive a la declaración de la aptitud necesaria para generar certidumbre; 2) Verosimilitud del testimonio prestado por la víctima, que se concreta en la presencia de corroboraciones periféricas de carácter objetivo que avalen dicho testimonio; 3) Persistencia en la incriminación, es decir, que la incriminación se prolongue en el tiempo y que no presente contradicciones.
 
    
 
   En materia de delitos cometidos contra quien es o ha sido la esposa o pareja del agresor, es muy frecuenta la condena del agresor contando como única prueba con la declaración de la víctima. En estos casos, el Juez o Tribunal debe hilar muy fino a la hora de valorar la prueba y, en caso de duda, por pequeña que sea, absolver al acusado. Lo contrario supondría invertir las normas que rigen la carga de la prueba, exigiendo al acusado que prueba su inocencia, en lugar de que sea la acusación la que pruebe la culpabilidad del acusado.
 
    
 
   En todos los casos, sea la prueba directa o indirecta, es imprescindible que el Juez realice un ejercicio de valoración de prueba, explicando las razones por las que considera que un determinado hecho ha quedado o no probado. 
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
    
 
   
  
 



2.- SEGUNDA PARTE: JUECES, JUZGADOS Y TRIBUNALES.
 
    
 
   
  
 

1.- ¿Cómo se ingresa en la Carrera Judicial?
 
    
 
                 Imaginemos que un estudiante de segundo de bachillerato (antiguo COU) quiere saber qué tiene que hacer para ser Juez. La respuesta es sencilla, basta con estudiar el grado (carrera) de derecho, superar una oposición para ingresar en la carrera judicial, cursar un curso teórico práctico en la Escuela Judicial una vez superada la oposición y desarrollar un periodo de prácticas tuteladas en Juzgados o Tribunales. Si la respuesta es sencilla, el ingreso en la Carrera Judicial se enmarca dentro de un complejo y enmarañado periplo cuya duración, en el mejor de los casos, nunca es inferior a diez años.
 
    
 
   La regulación del sistema de ingreso en la Carrera Judicial se encuentra en la Ley Orgánica del Poder Judicial. Los requisitos de carácter general para ingresar en la Carrera Judicial son: ser español, mayor de edad, licenciado en derecho y no estar incurso en alguna de las causas de incapacidad señaladas en la Ley. Con la modificación de las titulaciones universitarias, es suficiente con tener el Grado en Derecho.
 
    
 
                 Una vez cumplidos los requisitos generales, es preciso distinguir entre los sistemas de acceso por la categoría de Juez y los sistemas de acceso por la categoría de Magistrado y Magistrado del Tribunal Supremo, teniendo en cuenta que la Carrera Judicial se compone de tres categorías: Juez, Magistrado y Magistrado del Tribunal Supremo. El acceso por la categoría de Juez se hace a través de una oposición libre que consta, en la actualidad, de un total de 320 temas. La superación de la oposición libre da acceso a un curso teórico y práctico de selección que se desarrolla en la Escuela Judicial. La oposición libre consta de tres ejercicios. El primero, consiste en un cuestionario test de 100 preguntas. El segundo ejercicio, consiste en un examen oral, en el que se desarrollan cinco temas, extraídos al azar, durante 60 minutos, sobre las siguientes materias: un tema de Derecho Constitucional, dos temas de Derecho Civil y dos temas de Derecho Penal. El tercer ejercicio es un examen oral en el que se desarrollan cinco temas durante 60 minutos, extraídos al azar, sobre las siguientes materias: dos temas de Derecho Procesal Civil, un tema de Derecho Procesal Penal, un tema de Derecho Mercantil y un tema de Derecho Administrativo y Derecho Laboral,.
 
    
 
                 La superación de la oposición libre da acceso a un curso teórico y práctico de selección que se desarrolla en la Escuela Judicial. Una vez superado el referido curso de selección, los Jueces desarrollan un periodo de prácticas como Jueces Adjuntos para, posteriormente, elegir destino y tomar posesión de una plaza de Juez.
 
    
 
                 Así, el período de formación alcanza, desde el inicio de los estudios de derecho hasta la toma de posesión del primer destino, unos 10 años aproximadamente.
 
    
 
                 Uno de los aspectos más criticado de nuestro sistema de acceso a la Carrera Judicial por la categoría del Juez, es el recurso a la oposición memorística, es decir, a la necesidad de memorizar un temario que consta de 320 temas. Si bien el sistema cuenta con partidarios y detractores, lo cierto es que la necesidad de que la oposición libre se centre, de lleno, en la memorización de una gran cantidad de temas, no hace más que poner de manifiesto el fracaso de las Facultades de Derecho a la hora de formar a juristas. Si los licenciados en Derecho tuviesen unos conocimientos jurídicos consolidados y asentados, cabría la posibilidad de optar por el sistema de otros países en los que los titulados en derecho o cualquier licenciado, como en Francia, ingresan en una Escuela de formación de Jueces. Sin embargo, la ineficacia del sistema seguido en las Facultades de Derecho exige un esfuerzo superlativo de memorización de una serie de materias jurídicas que van a acompañar al Juez a lo largo de toda su carrera profesional. Aunque se ha abierto un amplio debate sobre el procedimiento a seguir para acceder a la Carrera Judicial, considero que es imprescindible memorizar una serie de materias que van a constituir los sólidos cimientos jurídicos y doctrinales que van a acompañar al Juez a lo largo de toda su vida profesional. No podemos perder de vista que en las Facultades de Derecho las materias jurídicas, como no podía ser de otra manera, se dividen en asignaturas y en cursos académicos. Sin embargo, en la vida cotidiana, todas esas materias se encuentran estrechamente ligadas, de modo que un Juez debe tener conocimientos de las diferentes ramas del derecho y establecer las relaciones y conexiones precisas entre ellas. Además, una reforma legislativa que modifique un texto normativo en su integridad no perjudica a quien ya conocía en profundidad el texto normativo derogado, puesto que el aprendizaje del nuevo texto se hace poniéndolo en relación con el texto normativo derogado, cuyo contenido ya era conocido y aplicado por el Juez.
 
    
 
                 Los detractores del sistema de memorización hacen especial hincapié en la situación de aislamiento o de “reclusión” en la que vive el aspirante a Juez, el opositor, durante todo su periodo formativo, en tanto que en el periodo de oposición se invierte una media de cinco años, durante los cuales el aspirante a Juez estudia un mínimo de 8 a 12 horas diarias. Quienes censuran el actual sistema, también aducen que el hecho de superar una prueba de memorización de materias, no garantiza que se tenga capacidad para aplicar lo aprendido al caso concreto desde un punto de vista crítico y legal.
 
    
 
                 Al margen de ello, es cierto que podría formarse a los Jueces en otros campos, no sólo jurídicos, sino también económicos, sociológicos, psicológicos…; pero, siempre debe exigirse a los Jueces que estén impregnados de una serie de conocimientos teóricos que deben ser objeto de aplicación a lo largo de toda su carrera profesional. Obviamente, la memorización debe ir acompañada de un juicio crítico que permita aplicar con solvencia los conocimientos aprendidos a cada uno de los casos concretos que deben ser resueltos por el Juez. 
 
    
 
                 El sistema de acceso por la categoría de Magistrado exige superar un concurso-oposición y está destinado a juristas de reconocido prestigio con un determinado número de años de ejercicio profesional.
 
                 
 
                 Y, el sistema de acceso a la Carrera Judicial por la categoría de Magistrado del Tribunal Supremo, está reservado para Abogados y juristas de prestigio que  reúnan méritos suficientes a juicio del Consejo General del Poder Judicial, siempre que hayan desempeñado su actividad profesional por tiempo superior a quince años. Una de cada cinco plazas de Magistrado del Tribunal Supremo se cubren a través de este sistema.
 
    
 
   
  
 

              2.- El primer destino y los ascensos
 
    
 
                 Una vez superada la oposición libre, los nuevos Jueces toman posesión de su primer destino. Suele decirse que en la Carrera Judicial “se empieza de vedet y se termina de corista”. Con ello, se quiere poner de manifiesto que, en ocasiones, los asuntos de mayor complejidad o de mayor trascendencia mediática son conocidos, por muchos jueces, en sus primeros destinos, como Jueces unipersonales. El Juez se convierte en protagonista mediático por la repercusión que tiene el asunto que investiga; el asunto elige al Juez, no a la inversa. A medida que pasa el tiempo, el Juez abandona la primera línea de fuego y pasa a formar parte de un órgano colegiado (una sección de una Audiencia Provincial o una Sala de un Tribunal Superior de Justicia o del Tribunal Supremo). A partir de ese momento, los pronunciamientos los emite el órgano colegiado, integrado, según los casos, por tres o más Jueces, quienes deliberan y votan el sentido del fallo que van a adoptar. 
 
    
 
   La Carrera Judicial, como ya ha sido apuntado, consta de tres categorías: Juez, Magistrado y Magistrado del Tribunal Supremo. Los aspirantes que superan la oposición de acceso a la Carrera Judicial, ingresan en la categoría de Juez, en Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, coloquialmente conocidos como "Juzgados Mixtos", es decir, Juzgados que conocen asuntos de naturaleza civil y penal al mismo tiempo. En poblaciones de cierto número de habitantes y en capitales de provincia, no existen los Juzgados Mixtos. Las cuestiones civiles se atribuyen a los Juzgados de Primera Instancia y las cuestiones penales a los Juzgados de Instrucción. Así, resulta que un Juez recién ingresado en la Carrera Judicial ocupa un Juzgado con dos cabezas, al estar compuesto de una sección civil y de una penal, mientras que en las capitales de provincia y en algunas ciudades de tamaño medio y grande, los asuntos civiles son conocidos por los Magistrados que sirven en los Juzgados de Primera Instancia y, las penales, por los Magistrados que desempeñan su función en los Juzgados de Instrucción.
 
    
 
                 El sistema debería superar esa distinción y establecer una clara separación entre las materias que debe abordar un Juez de entrada. Lo contrario supone que el Juez recién ingresado deba hacer frente a un sinfín de materias que en una capital de provincia son asumidas por diversos órganos jurisdiccionales. En la sección civil de un Juzgado Mixto, se tramitan asuntos de familia (separaciones, divorcios…), de incapacidades, de reclamaciones de cantidad propias de la jurisdicción civil…; en cambio, en algunas capitales de provincia existen juzgados especializados en asuntos de familia (Juzgados de Familia) y en materia de incapacidades (Juzgados de Incapacidades), además de existir Juzgados de Primera Instancia con competencia exclusiva en materia civil. En la sección penal de un Juzgado Mixto, puede instruirse desde un simple hurto por la sustracción de un bien mueble, por ejemplo un teléfono móvil o un ordenador, valorado en más de 400 euros, hasta un sumario por la comisión de un delito de asesinato. Los Jueces de entrada son Jueces extraordinariamente preparados, quienes ocupan los peores destinos de la carrera judicial, generalmente en partidos judiciales pequeños que cuentan con muy pocos medios para el desempeño de la función jurisdiccional. Los “Juzgados Mixtos” suelen ser destinos de paso, no deseados por nadie, dada la escasez de medios y la desorbitada carga de trabajo existente. La permanencia en el primer destino suele ser de uno a dos o tres años, un tiempo relativamente breve para poder obtener resultados satisfactorios en la gestión de un órgano jurisdiccional,  ya que la gran cantidad de asuntos que se tramitan en los Juzgados Mixtos dificulta, enormemente, el desempeño de la función jurisdiccional. Por poner un ejemplo, en mi primer destino, la sección civil conocía, cada año, unos 900 asuntos y la penal unos 4.500 asuntos. La plantilla de un Juzgado Mixto, que tramita asuntos de naturaleza civil y penal, se compone de siete funcionarios, mientras que un Juzgado de Primera Instancia de una capital de provincia, que sólo tramita asuntos de naturaleza civil, cuenta con nueve funcionarios.
 
    
 
                 La segunda categoría dentro de la Carrera Judicial es la de Magistrado. Una parte de las vacantes que van quedando en la Carrera Judicial se ofrecen a los Jueces más antiguos en el escalafón de Jueces. El escalafón de Jueces no es más que un listado de todos los Jueces de España ordenados por antigüedad. El Juez que desea ascender a la categoría de Magistrado debe optar por una de las plazas que le son ofertadas dentro de la categoría de Magistrado, lo que generalmente conlleva el cambio de destino. Hasta no hace mucho, la renuncia a un ascenso a la categoría de Magistrado suponía que el Juez debía permanecer dos años más en su primer destino, con el consiguiente perjuicio que suponía el que otros compañeros con menor antigüedad en la Carrera Judicial se situasen por delante del que había renunciado en el escalafón de Magistrados. Las plazas ofertadas a los Jueces para ascender dependían, exclusivamente, del azar, siendo posible que un ascenso afectase a un pequeño grupo de Jueces a quines sólo se les ofrecían plazas en las islas, en Ceuta y en Melilla. En la actualidad, cabe la posibilidad de renunciar al cambio de destino, si bien, se asciende a la categoría de Magistrado percibiendo las retribuciones del puesto de trabajo efectivamente desempeñado. 
 
    
 
   Una vez se ocupa una plaza en la categoría de Magistrado, el Juez puede permanecer en el destino elegido, si lo desea, hasta su jubilación. El ascenso forzoso determina que el Juez permanezca congelado en ese destino durante un año, momento a partir del cual el Magistrado puede tomar parte en cualquier concurso de traslado y optar por un nuevo destino. En tal caso, el Magistrado permanece congelado durante dos años en el nuevo destino.
 
    
 
   Generalmente, el criterio que se sigue para adjudicar un determinado destino es el de la antigüedad en el escalafón de la Carrera Judicial. En determinadas Comunidades Autónomas, el conocimiento de la lengua autonómica o del derecho propio de la Comunidad Autónoma puede otorgar cierta preferencia a la hora de acceder a un destino en dicha Comunidad Autónoma. Y, un reducido número de puestos dentro de la Carrera Judicial, son asignados a Magistrados que son nombrados por el Consejo General del Poder Judicial; por ejemplo, el Presidente de una Audiencia Provincial o el Presidente de un Tribunal Superior de Justicia de una Comunidad Autónoma. Lo deseable sería que fuesen los propios Jueces los encargados de designar a quienes deben desempeñar puestos de cierta relevancia dentro de la Carrera, en lugar de ser el Consejo General del Poder Judicial el encargado de su designación. Tal circunstancia es vista con cierto recelo, y sería aconsejable disponer de mecanismos de mayor transparencia que permitiesen a un Magistrado acceder a cualquier puesto de la Carrera Judicial en igualdad de condiciones; y, sólo en aquellos supuestos en los que dos o más candidatos reuniesen los mismos méritos, proceder a la elección del más idóneo por el Consejo General del Poder Judicial.
 
    
 
   La tercera y última categoría de la Carrera Judicial es la de Magistrado del Tribunal Supremo. Al Tribunal Supremo no se llega por antigüedad, sino que el nombramiento de los diferentes Magistrados corresponde al Consejo General del Poder Judicial.
 
    
 
   
  
 

              3.- Juez unipersonal y órgano colegiado
 
    
 
                 Como venimos diciendo, la Carrera Judicial consta de tres categorías: Juez, Magistrado y Magistrado del Tribunal Supremo. Todos los Magistrados del Tribunal Supremo actúan de forma colegiada, es decir, todos ellos componen y forman parte de una Sala. Lo mismo sucede con los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia y con los Magistrados de las Audiencias Provinciales. Todos ellos forman parte de un órgano colegiado y la mayoría de sus decisiones las toman como tal, siendo preciso deliberar y votar con carácter previo a adoptar una determinada resolución. Los Jueces o Magistrados unipersonales son aquellos que forman parte de un órgano unipersonal, es decir, un órgano judicial que se compone de una sola persona. Los Jueces o Magistrados unipersonales conocen de los asuntos en primera instancia; y, en la mayoría de los casos, los órganos colegiados conocen de los recursos de apelación que se interpongan frente a las sentencias dictadas por los Jueces en primera instancia. Así, una sentencia dictada por un Juzgado de Primera Instancia será susceptible de recurso de apelación, si su cuantía excede de 3.000 euros, ante la Audiencia Provincial. La sentencia dictada en primera instancia ha sido confeccionada por un solo Juez, mientras que el recurso de apelación ha dado lugar a una deliberación entre los tres Magistrados que componen la correspondiente sección de la Audiencia Provincial, quienes dictan una nueva sentencia confirmando o revocando la sentencia dictada en primera instancia.
 
    
 
                 Una de las garantías de nuestro sistema judicial es precisamente la posibilidad de que un determinado asunto conocido por un Juez pueda ser revisado por un órgano colegiado integrado por varios Magistrados quienes, pueden tener un punto de vista jurídico distinto al del Juez que ha conocido del asunto en primera instancia. Es el llamado derecho a la doble instancia.
 
    
 
                 Determinadas resoluciones de las Audiencias Provinciales pueden ser recurridas en casación ante el Tribunal Supremo, órgano que actúa de forma colegiada y que delibera para adoptar una decisión confirmando o revocando la sentencia dictada por la correspondiente Audiencia Provincial.
 
    
 
                 En algunas jurisdicciones, el Juez actúa en única instancia, es decir, frente a sus resoluciones no cabe ningún recurso. En los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo no son apelables las sentencias cuya cuantía no exceda de 30.000 euros. La jurisdicción contencioso-administrativa es una jurisdicción revisora y la labor del Juez es, precisamente, revisar la actuación llevada a cabo, previamente, por la Administración. En la jurisdicción civil, recientemente, se ha excluido del recurso de apelación aquellos procedimientos cuya cuantía no exceda de 3.000 euros. En la exposición de motivos de la Ley 37/2011 de medidas de agilización procesal, se señala que con ello se trata de limitar el uso, a veces abusivo, y muchas veces innecesario, de instancias judiciales.
 
    
 
                 Tanto el órgano unipersonal como el colegiado deben actuar de forma independiente e imparcial. El Juez unipersonal debe hacer frente a ese margen de discrecionalidad difícilmente eliminable y que deriva de los valores que impregnan la sociedad en la que vive y, al mismo tiempo, superar el “abuso de discrecionalidad”, que tiene lugar cuando se deja vencer por sus propios prejuicios. Como dice ALEJANDRO NIETO en la “parábola del portal de Belén”, lo único que sabemos es que una vez el Juez decida el pronunciamiento, que es rigurosamente personal y bajo su exclusiva responsabilidad, a la hora de redactar la sentencia silenciará rigurosamente las causas reales que han estado interfiriendo y, en su lugar, fundamentará el resultado, cualquiera que sea. Si el Juez unipersonal actúa en la soledad más absoluta, en cambio, el órgano colegiado, delibera sobre el asunto que debe resolver y sus integrantes, cuando no están de acuerdo, deben votar y optar por la solución que ha obtenido un mayor número de votos. Los prejuicios que pueda tener uno de los integrantes de un órgano colegiado, pueden quedar orillados por el criterio de la mayoría, hasta el punto de no interferir en la emisión de un determinado pronunciamiento. D. Jesús Ernesto Peces Morate, Magistrado del Tribunal Supremo, en un artículo sobre la imparcialidad judicial, al debatir sobre el texto de la “parábola del portal de Belén”, enumera algunos casos paradigmáticos de prejuicio. En concreto, refiere que un Magistrado de la Sala Segunda del Tribunal Supremo evidenciaba en las deliberaciones una predisposición frente a los ciclistas, y sus colegas, extrañados por ello, acabaron conociendo que un ciclista había atropellado y matado a un perro muy querido del Juez. También relata que en materia de arrendamientos urbanos ante una Sala de lo Civil de la Audiencia Provincial de Madrid, con anterioridad a la reforma de la Ley, un miembro del Tribunal se mostraba sistemáticamente muy crítico frente a la doctrina jurisprudencial sobre la materia, y sus compañeros descubrieron que tenía un importante patrimonio inmobiliario, por lo que sufría personalmente las consecuencias de una norma interpretada de forma favorable a los arrendatarios por la jurisprudencia.
 
    
 
   
  
 

              4.- Juzgados y Tribunales
 
    
 
                 Resulta difícil imaginar a una persona que, en algún momento de su vida, no haya tenido que acudir a un órgano jurisdiccional, ya sea como parte activa, pasiva o como simple colaborador con la Administración de Justicia, como testigo o como perito. Y, quien no ha hecho uso del sistema judicial de forma directa, seguro que tiene algún familiar o algún conocido que se ha visto obligado a hacer uso de la Administración de Justicia.               
 
    
 
   Nuestro ordenamiento jurídico nos permite distinguir cuatro órdenes jurisdiccionales: civil, penal, contencioso-administrativo y social. Cualquier asunto que se presente en un Juzgado, necesariamente, se atribuye a alguna de las jurisdicciones enumeradas, y si existen dudas acerca de la jurisdicción que debe conocer el asunto, previamente se tramita un incidente en el que se determina qué jurisdicción debe conocer el asunto.
 
    
 
   Los Juzgados que conocen asuntos civiles se denominan Juzgados de Primera Instancia. En algunos partidos judiciales, especialmente en capitales de provincia muy pobladas, existen órganos civiles especializados que conocen con carácter exclusivo de materias de carácter civil. Son los Juzgados de Familia, los Juzgados de Incapacidades y los Juzgados de lo Mercantil. En un partido judicial de pueblo o en partidos judiciales de capitales de provincia pequeñas, generalmente, los Juzgados de Primera Instancia conocerán de todas las cuestiones civiles, no existiendo Juzgados de Familia ni Juzgados de Incapacidades. Los Juzgados de lo Mercantil, en cambio, extienden su jurisdicción a toda una provincia y conocen las materias que les atribuye expresamente la LOPJ.
 
    
 
   Las cuestiones relacionadas con la posible comisión de un delito o de una falta corresponderán a la jurisdicción penal. Así, cuando se presenta una denuncia en un Juzgado, la tramitación de la misma corresponde a los Juzgados de Instrucción del partido judicial en el que se haya cometido el delito denunciado. Por ejemplo, si en la localidad de Alicante la policía detiene a una persona por robar en una vivienda, serán los Juzgados de Instrucción de Alicante los competentes para conocer del procedimiento que se inicie contra el presunto autor del delito investigado. 
 
    
 
   Todo lo concerniente a la relación entre los ciudadanos y las Administraciones Públicas se ventila ante la jurisdicción contencioso-administrativa, siendo los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo los encargados de tramitar los recursos que se susciten. Así, dichos Juzgados conocen de asuntos sobre extranjería (expulsión de extranjeros y autorizaciones o permisos de residencia y trabajo), tributos (impuestos locales), urbanismo, sanciones administrativas (multas de trafico), responsabilidad patrimonial de la Administración por funcionamiento anormal de un servicio público (daños por caídas en la vía publica por la existencia de desperfectos)… 
 
    
 
   Por último, todo lo referente a los derechos y obligaciones derivados de un contrato de trabajo corresponderá a la jurisdicción social, conociendo de los asuntos en primera instancia el Juzgado de lo Social.
 
    
 
   Los Juzgados de Primera Instancia, de Instrucción, de lo Contencioso-Administrativo y de lo Social, conocen las reclamaciones que dirijan los ciudadanos en primera instancia. A su vez, contra las sentencias que dicten los Jueces de dichos órganos jurisdiccionales, cabe interponer un recurso de apelación, salvo que se trate de supuestos en los que los mismos actúen en instancia única. Los recursos de apelación contra las resoluciones que dicten los Juzgados de Primera Instancia  y los Juzgados de Instrucción son resueltos por las Audiencias Provinciales. Así, contra la sentencia dictada por un Juzgado de Primera Instancia de Granada en un asunto cuya cuantía sea superior a 3.000 euros, cabe interponer recurso de apelación ante la Audiencia Provincial de Granada. 
 
    
 
   El Estado se organiza territorialmente, a efectos judiciales, en Municipios, Partidos, Provincias y Comunidades Autónomas. El Partido es una unidad territorial integrada por uno o más municipios limítrofes, pertenecientes a una misma Provincia. Los Juzgados de Primera Instancia y los Juzgados de Instrucción extienden su jurisdicción al partido judicial al que pertenezcan. Las Audiencias provinciales extienden su jurisdicción a toda la provincia. En la actualidad tenemos un mapa judicial obsoleto, dividido en 420 partidos judiciales, prácticamente los mismos que en el año 1870. En el siglo XIX y en gran parte del siglo XX, podía tener sentido que existiesen tantos partido judiciales, sin embargo, a finales del siglo XX y en el siglo XXI, la realidad en España ha cambiado considerablemente. La mejora de las vías de comunicación y de los medios de transporte permite grandes desplazamientos en un reducido espacio de tiempo, al contrario de lo que sucedía en el siglo XIX y en parte del siglo XX. El partido judicial de Alcoy (Alicante), por ejemplo, en invierno quedaba completamente aislado e incomunicado, siendo muy difícil llegar a Alicante o a Valencia, al existir dos puertos de montaña que lo impedían. Hoy en día, las ciudades de Alicante y Valencia están comunicadas por una autovía que atraviesa la localidad de Alcoy, no viéndose interrumpidos los desplazamientos por posibles inclemencias metereológicas, por duras que sean.
 
    
 
   La agrupación o concentración de partidos judiciales permitiría una gestión de la Justicia más efectiva, más eficiente y con un menor coste.
 
    
 
   Los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo y de lo Social son Juzgados de base provincial, es decir, extienden su jurisdicción a toda la provincia y los recursos contra las sentencias dictadas por los Jueces de lo Contencioso-Administrativo y de lo Social son conocidos por los Tribunales Superiores de Justicia, tribunales que extienden su jurisdicción a todo el territorio de una Comunidad Autónoma. Las Audiencias Provinciales se dividen en secciones civiles y penales, es decir, las Audiencias Provinciales no tienen secciones de lo contencioso-administrativo y de lo social. Los Tribunales Superiores de Justicia se dividen en tres Salas: De lo Civil y Penal, De lo Contencioso-Administrativo y De lo Social.
 
    
 
   Cada jurisdicción dispone de una ley de procedimiento propia. Los procedimientos civiles y todo el procedimiento civil viene regulado en la Ley de Enjuiciamiento Civil; el procedimiento penal, en la Ley de Enjuiciamiento Criminal; el procedimiento contencioso-administrativo en la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa; y, el procedimiento laboral en la Ley de Procedimiento Laboral. La Ley de Enjuiciamiento Civil se aplica con carácter supletorio al resto de procedimientos cuando no exista una norma de procedimiento que regule un concreto supuesto.
 
    
 
                 La distinción entre órdenes jurisdiccionales obedece a cuestiones de carácter organizativo y de gestión y persigue, ante todo, la especialización del Juez en una determinada jurisdicción. Del mismo modo que los médicos optan por especialidades, el acceso a un determinado orden jurisdiccional se encamina a que el Juez sea especialista en dicho orden jurisdiccional. 
 
    
 
   
  
 

              5.- Los Juzgados de Instrucción, los Juzgados de lo Penal, las Audiencias Provinciales, los Tribunales Superiores de Justicia, la Audiencia Nacional, el Tribunal Supremo, ¿todos son órganos penales?
 
    
 
                 Si bien hemos analizado la relación de Juzgados propios de cada orden jurisdiccional, es preciso hacer una mención especial a los Juzgados de carácter penal, ya que en función del tipo de delito investigado y de la pena asignada al mismo, el conocimiento del asunto corresponderá a un concreto órgano jurisdiccional penal.              
 
    
 
   Todos los órganos jurisdiccionales enumerados pertenecen a la jurisdicción penal. En los órganos colegiados (Audiencias Provinciales, Tribunales Superiores de Justicia, Audiencia Nacional, Tribunal Supremo) algunas de sus Salas o Secciones pertenecen a la jurisdicción penal. Así, por ejemplo, la Sala Segunda del Tribunal Supremo es la Sala De lo Penal.
 
    
 
                 El instrumento básico para delimitar el ámbito de actuación de los diferentes órganos jurisdiccionales, de naturaleza penal, y la competencia de cada uno de ellos es el Código Penal. El Código Penal español se divide en una parte de carácter general y en una parte de carácter especial. La primera parte analiza cuestiones de carácter general, tales como qué debe entenderse por autor de un delito, por cómplice, por cooperador necesario, cómo se clasifican las penas que pueden imponerse a quien comete un delito o una falta, cuáles son las agravantes y las atenuantes, cuáles son las reglas para determinar la pena a imponer… Por ejemplo, el artículo 28 del Código Penal nos dice que es autor de un delito el que realiza el hecho (delictivo) por sí solo, conjuntamente o por medio de otro del que se sirve de instrumento; y el artículo 29, nos dice que son cómplices los que no siendo autores cooperan a la ejecución del hecho (delictivo) con actos anteriores o simultáneos. La distinción es esencial puesto que la pena que se impone a los autores y a los cómplices no es la misma, en tanto que a éstos se les aplica la pena inferior en grado a la señalada para los autores. Pensemos, por ejemplo, en un grupo de tres personas que atraca una sucursal bancaria; de consumar la acción delictiva, serían acusados por la comisión de un delito de robo con intimidación, castigado con pena de prisión de 2 a 5 años. A los autores se les aplicaría una pena de prisión que oscilaría entre 2 y 5 años; en cambio, a los cómplices se les castigaría con una pena de 1 a 2 años de prisión.
 
    
 
   La segunda parte del Código Penal, la parte especial, enumera la relación de delitos y faltas y las penas que cabe imponer a los responsables penalmente de un determinado delito y/o de una determinada falta. Así, por ejemplo, el artículo 138 dice que el que mataré a otro será castigado, como reo de homicidio, con la pena de prisión de 10 a 15 años; o, el artículo 234 dice que el que, con ánimo de lucro, tomaré las cosas muebles ajenas sin la voluntad de su dueño será castigado como reo de hurto, con la pena de prisión de 6 a 18 meses si la cuantía de lo sustraído excede de 400 euros.
 
    
 
                 Para cada uno de los delitos el Código Penal asigna una pena al autor del mismo y, en su caso, a quienes hayan podido intervenir en la comisión del mismo (cómplices y cooperadores necesarios). El procedimiento penal se divide en dos fases claramente diferenciadas, la instrucción y el juicio oral. En función de la pena a imponer por la comisión de un delito, se crean juzgados encargados de instruir los procedimientos (Juzgados de Instrucción) y juzgados encargados de celebrar el  juicio oral (Juzgados de lo Penal o Audiencias Provinciales). El Juzgado de Instrucción inicia un procedimiento penal contra una persona o personas determinadas cuando existen indicios racionales de haber cometido un delito tipificado en el Código Penal, siendo el Juez de Instrucción el que, en una determinada fase del procedimiento penal, debe decidir si archiva el mismo o si es necesario iniciar una serie de actuaciones que culminan con la remisión del procedimiento al órgano jurisdiccional encargado de celebrar el juicio oral. Si el Juzgado de Instrucción considera que debe proseguir el procedimiento, la celebración del juicio oral se atribuirá a los Juzgados de lo Penal o a las Audiencias Provinciales, en función de la duración de la pena de prisión a imponer. Si la pena de prisión es de hasta 5 años, el juicio oral corresponde al Juzgado de lo Penal; y, si la pena de prisión es superior a 5 años, el juicio oral corresponde a la Audiencia Provincial. El Juzgado de lo Penal es un órgano unipersonal, compuesto por un solo Juez; en cambio, la sección penal de la Audiencia Provincial es un órgano colegiado, compuesto por tres magistrados. En el primer caso, la decisión la toma un solo Juez; en el segundo, los tres Jueces deliberan y toman una decisión conjunta, prevaleciendo el criterio de la mayoría. La redacción de la sentencia corresponde a uno de los tres Magistrados y, si alguno disiente del parecer de la mayoría, puede formular, en la misma sentencia, un voto particular en el que manifiesta su disconformidad con el parecer de la mayoría y expone sus razones.
 
    
 
                 Dentro de la relación de delitos que define el Código Penal, algunos se atribuyen a la Audiencia Nacional, en concreto, a su Sala de lo Penal. La instrucción de tales delitos corresponde a los Juzgados Centrales de Instrucción y su enjuiciamiento a los Juzgados Centrales de lo Penal o a la Sala de lo Penal. Tales delitos son los siguientes: Delitos contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor, Altos Organismos de la Nación y forma de Gobierno; falsificación de moneda, delitos monetarios y relativos al control de cambios; defraudaciones y maquinaciones para alterar el precio de las cosas que produzcan o puedan producir grave repercusión en la seguridad del tráfico mercantil, en la economía nacional o perjuicio patrimonial en una generalidad de personas en el territorio de más de una Audiencia; tráfico de drogas o estupefacientes, fraudes alimentarios y de sustancias farmacéuticas o medicinales, siempre que sean cometidos por bandas o grupos organizados y produzcan efectos en lugares pertenecientes a distintas Audiencias; delitos cometidos fuera del territorio nacional, cuando conforme a las leyes o los tratados corresponda su enjuiciamiento a los Tribunales Españoles. Por ejemplo, la instrucción de una causa contra quienes intenten tomar una institución básica del Estado, el Congreso de los Diputados, corresponde a un Juzgado Central de Instrucción.
 
    
 
                 La Audiencia Nacional sólo puede conocer de la relación de delitos referidos, siempre que concurran las circunstancias que justificarían atribuir a la misma el conocimiento de un determinado asunto. Por ello, si un Juez del partido judicial de Alicante conoce de la instrucción de delitos relativos al tráfico de drogas que produzcan efectos en Alicante, en Valencia y en Albacete, deberá inhibirse, es decir, remitir el asunto al Juzgado Central de Instrucción que deba conocer del asunto, en función de las normas internas de reparto de asuntos existentes en la Audiencia Nacional. La instrucción de un delito cometido contra el Rey, por ejemplo, unas injurias, corresponderá a los Juzgados Centrales de Instrucción (Audiencia Nacional), mientras que el mismo delito cometido contra cualquier persona, deberá ser instruido por el Juez de Instrucción del partido judicial en el que se haya cometido el delito.
 
    
 
                 Por lo tanto, la Ley Orgánica del Poder Judicial es la que delimita el ámbito jurisdiccional de cada uno de los órganos jurisdiccionales españoles y les atribuye una serie de competencias. En el ámbito penal, se parte de la relación de delitos y penas definidos en el Código Penal para determinar la jurisdicción y la competencia de los distintos órganos jurisdiccionales.
 
    
 
                 Los Tribunales Superiores de Justicia de cada Comunidad Autónoma culminan la organización judicial dentro de la Comunidad Autónoma y están integrados por tres Salas, una de ellas es la Sala de lo Civil y Penal. Las atribuciones y funciones de dicha Sala vienen definidas en el artículo 73 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Así, por ejemplo, corresponde a la Sala de lo Civil y Penal de cada Tribunal Superior de Justicia la instrucción y el fallo de las causas penales que se sigan contra jueces, magistrados y miembros del Ministerio Fiscal por delitos o faltas cometidos en el ejercicio de su cargo en la comunidad autónoma, siempre que no se atribuya su conocimiento al Tribunal Supremo. También asumen la instrucción y el juicio de los procedimientos penales seguidos contra el Presidente de una Comunidad Autónoma y contra los miembros de la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma. Con relación a las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia de las distintas Comunidades Autónomas, resulta llamativo que, de cada tres vacantes en las mismas, una se cubra a través del denominado “turno autonómico”, turno ciertamente criticado y visto como una injerencia del ejecutivo en el poder judicial. A través del “turno autonómico”, una de cada tres plazas es cubierta por un jurista de reconocido prestigio con más de diez años de ejercicio profesional en la Comunidad Autónoma, nombrado a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, sobre una terna presentada por la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma. Hay quien ha querido ver en esta forma especial de ingreso en la carrera judicial un intento de aproximación al modelo anglosajón, en el que se accede a la judicatura tras una larga y dilatada carrera como jurista. Además, la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de cada Comunidad Autónoma conoce, como ya hemos apuntado, los procedimientos penales que se sigan contra el Presidente de la Comunidad Autónoma, Diputados autonómicos…; es decir, si el Presidente o un Diputado de la Comunidad Autónoma es imputado por la presunta comisión de un delito, el órgano jurisdiccional competente para instruir el procedimiento es la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior. Desgraciadamente, son abundantes los procedimientos penales abiertos en los diferentes Tribunales Superiores de Justicia contra políticos autonómicos, asuntos que son instruidos o juzgados por Magistrados que han sido designados por el “turno autonómico”.
 
    
 
                 Finalmente, la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, también desempeña funciones de naturaleza penal y, en esencia, conoce de los recursos de casación, de revisión y otros extraordinarios en materia Penal. También conoce de la instrucción y enjuiciamiento de los delitos contra el Presidente del Gobierno, presidente del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del Consejo General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidente de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de Estado y Defensor del Pueblo. 
 
    
 
   
  
 

              6.- La Audiencia Nacional
 
    
 
                 La Audiencia Nacional exige una mención aparte, teniendo en cuenta que la misma no estaba prevista por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1870, siendo creada por medio de Real Decreto-Ley 1/1977 de 4 de enero. Ya en el año 1977, en la exposición de motivos de la norma que creó la Audiencia Nacional, se aludía a la proliferación de nuevos modos de delincuencia de extensión e intensidad desconocidas, tales como el tráfico organizado de moneda, drogas y estupefacientes, la existencia de grupos que, bajo apariencia de seriedad empresarial, defraudan a una pluralidad de personas, supuestos especialmente nocivos de fraudes alimenticios o de sustancias farmacéuticas o medicinales con efectos lesivos… El denominador común de los nuevos modos de delincuencia, en muchas ocasiones, radicaba en que la actividad delictiva se proyectaba sobre diversas zonas del territorio nacional. Hasta el momento, el único órgano judicial con jurisdicción en toda España, era el Tribunal Supremo. De hecho, en la exposición de motivos del Real Decreto-Ley 1/1977, también se señala que la Audiencia Nacional se concibe sobre el modelo clásico de las Audiencias, en cuanto órganos colegiados de la Administración de Justicia, sin más diferencia que la de su ámbito territorial. Las Audiencias tradicionales extendían y extienden su jurisdicción a la provincia, mientras que la Audiencia Nacional extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional, de modo que lo que se persigue con la creación de la Audiencia Nacional es que conozca de aquellos delitos cuyos efectos exceden de los límites de la provincia. Imaginemos que una banda organizada comete delitos en varias provincias del Estado español; antes de que se crease la Audiencia Nacional, cabía la posibilidad de que el Juez de Instrucción de cada partido judicial conociese el delito cometido dentro de su jurisdicción o que el Juez que conoció del primer delito asumiese el conocimiento del resto de delitos. En ambos casos, los Juzgados de Instrucción, no disponían de medios para asumir investigaciones de tal envergadura, lo que, en la práctica, se traducía en retrasos en la tramitación de los asuntos, limitaciones a la investigación, acumulación de asuntos… 
 
    
 
                 Dentro de la Audiencia Nacional, la instrucción de los asuntos penales corresponde a los Juzgados Centrales de Instrucción, cuya competencia se extiende a la instrucción de las causas cuyo enjuiciamiento corresponda a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional o, en su caso, a los Juzgados Centrales de Instrucción. Sería difícil encontrar a un solo ciudadano que no fuese capaz de darnos, al menos, el nombre de un Juez de un Juzgado Central de Instrucción, en activo o no en la carrera. La provisión de plazas en los Juzgados Centrales de Instrucción se resuelve a favor de los Jueces que vengan prestando servicios en el orden jurisdiccional penal durante los ocho años inmediatamente anteriores a la fecha de la convocatoria. En su defecto, se atribuye al Juez que tenga más antigüedad en la carrera. Así, por ejemplo, si dos Jueces pretenden ocupar una plaza en un Juzgado Central de Instrucción, y ambos han prestado servicios en el orden penal durante los ocho años inmediatamente anteriores a la fecha de la convocatoria, la plaza será asignada al Juez más antiguo en el escalafón. El escalafón es un listado en el que se relacionan todos los Jueces de España por orden de antigüedad. 
 
                 
 
                 La Audiencia Nacional conoce de la instrucción de los delitos cometidos por bandas armadas en materia de terrorismo. La comisión de un atentado por una banda terrorista en Bilbao conlleva la atribución de la instrucción del procedimiento a la Audiencia Nacional y no a un Juzgado de Instrucción de Bilbao. Precisamente, el artículo 11 de la Ley Orgánica 9/1984 estableció que la instrucción, conocimiento y fallo de las causas criminales por los delitos comprendidos en el ámbito de aplicación de dicha Ley Orgánica (delitos de terrorismo y cometidos por bandas armadas), correspondía en la jurisdicción ordinaria a los Juzgados Centrales de Instrucción y a la Audiencia Nacional. El Parlamento Vasco entendió que dicho artículo contravenía lo dispuesto en el artículo 152 de la Constitución Española, en tanto que en el mismo se señala que un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponda al Tribunal Supremo, culminará la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma; es decir, el Parlamento Vasco consideró que todas las actuaciones procesales deberían agotarse en el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, lo que motivó que interpusiera un recurso de inconstitucionalidad contra el artículo 11 de la Ley Orgánica 9/1984. El Tribunal Constitucional en la sentencia 199/1987, abordó la cuestión que suscitó el Parlamento Vasco, y concluyó que la Audiencia Nacional es un Tribunal “ordinario”. La Constitución señala que el ejercicio de la potestad jurisdiccional  corresponde, de forma exclusiva, a los Juzgados y Tribunales determinados por las Leyes, de modo que es necesario que una norma jurídica cree un determinado tribunal con competencia para el conocimiento de determinados procedimientos, tribunal que debe ser creado antes de que se produzca el caso que debe conocer el mismo. Todo ello, supone que la Audiencia Nacional fue creada en el año 1977 por una norma jurídica, el Real Decreto-Ley 1/1977, para el conocimiento de determinados hechos delictivos cometidos con posterioridad a la creación de dicho órgano jurisdiccional, lo que entronca directamente con el derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, de modo que es el legislador el que crea el órgano judicial antes de que se produzca el caso que debe conocer y determina las atribuciones del órgano judicial que debe conocer los casos producidos con posterioridad a su creación. Con ello se quiere evitar la creación de tribunales “ad hoc”, es decir, tribunales creados para conocer un caso determinado tras la producción del mismo, y que una vez creado el tribunal que debe conocer un asunto, su titular no pueda ser apartado del mismo por una decisión tomada por órganos gubernativos. Nuestra Constitución prohíbe los jueces excepcionales o no ordinarios, pero permite al legislador la determinación de las competencias de acuerdo con los intereses de la justicia. 
 
                 
 
                 El Tribunal Constitucional rechazó el recurso de inconstitucionalidad que promovió el Parlamento Vasco y entendió que el artículo 11 de la Ley Orgánica 9/1984 no contravenía lo dispuesto en los artículos 24 y 152 de la Constitución Española.
 
    
 
   
  
 

              7.- La jurisdicción penal y el derecho penal   
 
    
 
                 El Derecho Penal viene referido a la facultad que tiene el Estado para definir los delitos, determinar, imponer y ejecutar las penas con que los delitos son castigados. De la relación de principios que informan el Derecho Penal es preciso destacar el principio de intervención mínima, en virtud del cual sólo cabe acudir al Derecho Penal cuando el Estado no disponga otros medios para proteger los bienes jurídicos que deben ser tutelados (vida, integridad física y moral, patrimonio…). Precisamente, la observancia de dicho principio ha hecho que el legislador se plantee si tiene sentido mantener en el Código Penal el Libro dedicado a las Faltas, al considerar que, en ocasiones, las mismas son infracciones de escasa entidad que podrían ser consideradas infracciones administrativas y, en otras, que podría tratarse de delitos menores que deberían tipificarse en el Libro del Código Penal dedicado a los delitos. 
 
    
 
   Junto a dicho principio, es esencial, también, el principio de legalidad, que consiste en la sumisión del Derecho Penal a la Ley. El Estado promulga Leyes que tienen por objeto definir delitos y asignar penas a los responsables de los mismos; por ejemplo, el artículo 351 del Código Penal señala que los que provocaren un incendio que comporte un peligro para la vida o integridad física de las personas serán castigados con la pena de prisión de diez a veinte años. El Código Penal define los delitos y fija las penas que cabe imponer a los responsables de los mismos, en función de su grado de participación (autor, cómplice o cooperador necesario). Ahora bien, es imprescindible que la conducta que justifica la imposición de una determinada pena se encuentre definida y tipificada como delito por el Estado, ya que, de lo contrario, no cabe sancionar ninguna acción ni omisión que no esté prevista como delito o falta por la Ley con anterioridad a su perpetración (artículo 1 del Código Penal). Podría suceder que conductas atroces quedasen impunes si no están reguladas en el Código Penal, supuesto en el que el legislador reaccionaría, a posteriori, para tipificar nuevas modalidades delictivas, que es lo que viene sucediendo, por ejemplo, con relación a los delitos cometidos a través de internet. Así, recientemente, el Ministerio de Justicia ha puesto en marcha una reforma del Código Penal en la que se va a tipificar como delito la difusión de imágenes íntimas sin autorización de la víctima, aún cuando las mismas hubiesen sido gravadas con el consentimiento de la misma. En este caso, las difusiones llevadas a cabo antes de la reforma del Código Penal quedarían impunes.
 
    
 
                 El Derecho Penal no puede ser aplicado de forma retroactiva, salvo que el mismo favorezca al reo. Así, si la normativa penitenciara española permitía la redención de penas por el trabajo y se acuerda modificar la Ley en el sentido de que se exija el cumplimiento íntegro de las penas, a los presos condenados con anterioridad a la promulgación de la nueva norma siempre les será de aplicación la norma más favorable que, en este caso, será la que contempla la redención de penas por el trabajo. Otro ejemplo de la aplicación de la norma más favorable al reo, lo encontramos en aquellos supuestos en los que el legislador reforma el Código Penal y modifica las penas a imponer por la comisión de un determinado delito; en tal caso, los Juzgados de lo Penal vienen obligados a revisar las condenas de los diferentes condenados para aplicar la nueva norma, siempre que sea más favorable al condenando. Si un delito se castigaba con pena de prisión y de multa y, tras una reforma legislativa, el mismo delito se castiga con pena de prisión o multa, es preciso revisar las condenas de los condenados por dicho delito, puesto que, en el primer caso, es necesario cumplir las dos penas, la de prisión y la de multa, mientras que, en el segundo, será suficiente con haber cumplido una de ellas.
 
    
 
                 Además del derecho sustantivo o material es necesario el derecho adjetivo o formal, ya que si el primero define las conductas que deben ser sancionadas y las penas que se deben imponer a los que deben ser sancionados, el segundo delimita el procedimiento que debe seguirse para castigar o reprender un determinado ilícito penal. Si el Código Penal cumple con el primero de dichos cometidos, la Ley de Enjuiciamiento Criminal cumple con el segundo mediante la regulación de los tipos de procedimiento a seguir y los trámites que definen los mismos. En el seno del proceso penal, existen dos planos claramente diferenciados y opuestos, la acusación y la defensa. La acusación es ejercida por el Estado, salvo en los delitos de carácter privado (calumnias e injurias) y se encomienda al Ministerio Fiscal. Ahora bien, junto al Estado cabe la posibilidad de que el perjudicado por un determinado delito ejerza la acusación particular o que cualquier ciudadano haga uso de la denominada acción pública. Así, en el bando acusatorio se incluye la acusación pública, la particular y la popular. El Ministerio Fiscal tiene por misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad. 
 
    
 
                 En el desarrollo del procedimiento penal es necesario referirse, en primer lugar, a la fase de instrucción, encomendada a los Juzgados de Instrucción. El Juzgado de Instrucción al que le corresponde conocer un asunto recibe las denuncias o querellas que se hayan presentado y debe decidir si tiene que  tramitarse alguno de los procedimiento que regula la Ley, en función del delito cometido y de la pena que pueda imponerse. Si el Juzgado acuerda iniciar el procedimiento, pone en marcha la instrucción del mismo, integrada por una serie de actuaciones encaminadas a averiguar si se ha cometido un determinado delito y si existen indicios suficientes para atribuir el mismo a una persona o personas. Entre las diligencias a practicar se encuentra la declaración del imputado, persona a la que se le atribuye la participación en la comisión de una determinada actividad delictiva. Además, el Juez de Instrucción incorpora al procedimiento todos los documentos que tengan relación con los hechos investigados y recibe declaración a los testigos y a los posibles perjudicados. Una vez practicadas las diligencias que el Juez de Instrucción considera necesarias, debe decidir si archiva el procedimiento, por considerar que los hechos investigados no son constitutivos de delito o por no ser conocido el autor del mismo, o si acuerda la continuación del procedimiento. Si opta por la segunda alternativa, se abre una fase de calificación en la que el imputado se convierte en procesado y las acusaciones y las defensas califican provisionalmente el delito y fijan la pena que debe imponerse al responsable o a los responsables del mismo. La calificación se plasma en un escrito que se denomina escrito de calificación provisional. Las acusaciones delimitan los hechos cometidos por el procesado, identifican el delito cometido y piden que se imponga una determinada pena. La defensa, en cambio, niega los hechos contenidos en el escrito de calificación y pide la absolución.
 
    
 
                 Una vez calificados los hechos, momento que integra la fase intermedia del procedimiento, se acuerda la apertura del juicio oral y se remite todo el procedimiento al órgano penal ante el que debe celebrarse el juicio, bien el Juzgado de lo Penal, bien la Audiencia Provincial. A partir de dicho momento, el procesado se convierte en acusado. Tras la celebración del juicio, el Juez de lo Penal o la Audiencia Provincial dictan sentencia condenando o absolviendo al acusado. Una vez se declara firme la sentencia, si es condenatoria, se procede a su ejecución, convirtiéndose el acusado en penado.
 
    
 
                 Dentro del procedimiento penal es necesario distinguir la fase de instrucción y la fase de juicio. En el primer caso, el Juez investiga la existencia de indicios racionales de criminalidad contra una determinada persona, mientras que en el segundo, es imprescindible probar los hechos delictivos que se atribuyen al responsable de los mismos. La sentencia penal contiene un apartado de hechos probados. Durante la fase de instrucción no cabe hablar de hechos probados, sino de indicios racionales de criminalidad que son esenciales para que el Juez de Instrucción archive o no la causa y acuerde la continuación del procedimiento. Y, esos indicios racionales de criminalidad, se encuentran estrechamente ligados con los hechos que se imputan al presunto responsable de los hechos investigados. Todos los razonamientos contenidos en las resoluciones que dictan los Jueces de Instrucción se enmarcan en el terreno de la relación de indicios racionales de criminalidad que pesan sobre una persona y que determinan que el procedimiento debe seguir su camino, al no ser procedente el archivo de la causa. En cambio, las sentencias que dictan los Jueces de lo Penal o las Audiencias Provinciales no pueden fundarse en indicios de criminalidad, sino en hechos probados, de modo que cualquier duda acerca de los hechos por los que ha sido acusada una persona debe conducir, inevitablemente, a la absolución de la misma. Así, si el Juez sentenciador hace constar que el acusado escaló la fachada de un edificio, fracturó un cristal y entró en una vivienda, procediendo a la sustracción de determinados efectos, es porque existe prueba suficiente que deja constancia de lo sucedido; por ejemplo, porque un señor desde la calle vio cómo el acusado escalaba la fachada de un edificio, porque en el cristal que el acusado rompió existían huellas dactilares del mismo y porque la policía detuvo inmediatamente al acusado portando la relación de efectos sustraídos. 
 
    
 
                 La Ley de Enjuiciamiento Criminal distingue dos tipos de procedimiento en función de la duración de la pena de prisión a imponer al criminalmente responsable. Los delitos castigados con pena de prisión no superior a nueve años o con cualquier otra pena de distinta naturaleza, cualquiera que sea su duración, seguirán los trámites del procedimiento abreviado. Los delitos castigados con pena de prisión superior a nueve años siguen los trámites del sumario. 
 
    
 
   
  
 

              8.- Imputado, procesado, acusado, condenado, penado
 
    
 
                 Se trata de términos que se utilizan para aludir al estatuto jurídico del sujeto pasivo de un procedimiento judicial penal, a lo largo del mismo. La prensa y la radio, en ocasiones, utilizan estos conceptos jurídicos sin demasiada precisión.
 
    
 
                 La imputación consiste en atribuir a una persona su participación criminal en hechos que revisten caracteres de delito. El imputado se convierte en el sujeto pasivo del procedimiento penal y, además, tiene conocimiento de los hechos de naturaleza delictiva que se le atribuyen para poder ejercitar su derecho de defensa. La imputación permite que cualquier ciudadano tenga conocimiento de que se sigue un procedimiento contra el mismo por la presunta comisión de una serie de hechos concretos. Por eso, el artículo 118 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, prevé que toda persona a quien se imputa un acto punible podrá ejercitar el derecho de defensa, actuando en el procedimiento, siendo preciso, para ello, que al imputado le defienda un abogado. Así, cuando un Juez admite a trámite una denuncia o una querella, la primera diligencia que ordena que se practique es que se reciba declaración al imputado. La imputación es una garantía de todo ciudadano ya que la misma le permite conocer los hechos de carácter delictivo que se le atribuyen y ejercitar el derecho de defensa. El Código Penal tipifica el delito de acusación y denuncia falsa dentro de la relación de delitos contra la Administración de Justicia y, el supuesto de hecho de dicho delito descansa en la imputación de hechos que, de ser ciertos, constituirían infracción penal si la imputación se hiciese con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio hacia la verdad ante funcionarios que tuviesen el deber de proceder a la averiguación del delito. Por lo tanto, cualquier persona contra la que se dirija una falsa denuncia o acusación que haya dado lugar al inicio de un procedimiento penal, puede presentar una denuncia contra quien le ha denunciado.
 
    
 
                 El procesamiento supone el dictado de una resolución judicial formal de imputación. En el sumario, procedimiento penal que se incoa para investigar delitos castigados con pena de prisión superior a nueva años, el Juez Instructor dicta una resolución que se llama auto de procesamiento, cuando del sumario resultare algún indicio racional de criminalidad contra una persona, resolución motivada en la que deben identificarse los hechos que se imputan y la posible calificación legal de los mismos. El procesamiento o imputación formal supone que nadie pueda ser acusado sin haber sido previamente procesado. En el seno del procedimiento abreviado, cuyo objeto se circunscribe a la investigación de delitos castigados con pena de hasta nueva años de prisión o con cualquier otra pena cualquiera que sea su duración, la adquisición del estatuto jurídico de procesado tiene lugar con el dictado de una resolución que se llama auto de incoación de procedimiento abreviado, resolución en la que se atribuye al sujeto pasivo del proceso penal la comisión de ciertos hechos de naturaleza delictiva y se requiere a las partes acusadoras del procedimiento para que presenten sus escritos de calificación provisional.
 
    
 
                 En orden a la distinción entre la imputación y el procesamiento o declaración judicial formal de imputación, cada órgano jurisdiccional dicta dos resoluciones claramente diferenciadas. Cuando un Juez de Instrucción recibe las denuncias o querellas presentadas debe decidir, tras su examen y estudio, si incoa un procedimiento penal o si archiva la denuncia o la querella. En el primer caso, dicta una resolución que se denomina auto de incoación, resolución en la que el Juez de Instrucción, además de iniciar el procedimiento, relaciona las diligencias de instrucción que deben ser practicadas para investigar los hechos de apariencia delictiva contenidos en la denuncia o en la querella, entre las que se encuentra la declaración del imputado. La declaración formal de imputación o procesamiento tiene lugar tras el dictado de una resolución judicial diferente, el auto de procesamiento en el sumario y, el auto de incoación de procedimiento abreviado en el procedimiento abreviado. La distinción entre ambos momentos del procedimiento es esencial a la hora de dar respuesta a la cuestión de si un político imputado, debe ir en la lista electoral de un partido político; o si un concejal, un diputado o cualquier otro político, una vez imputado, debe apartarse de su cargo por su posible participación en hechos de naturaleza delictiva. Desde mi punto de vista, el hecho de que un Juez de Instrucción dicte un auto incoando un procedimiento y ordenando practicar una serie de diligencias, entre las que se encontraría la declaración del imputado (la del político en cuestión), no debe suponer que el afectado deba apartarse de su cargo representativo, ya que, sería sencillo apartar de la vida pública a políticos incómodos o que no caen bien con la simple presentación de una denuncia o de una querella contra los mismos. Al margen de ello, tampoco debe ser motivo de satisfacción para un político el que un determinado órgano jurisdiccional decida citarle para declarar en calidad de imputado, por muchas ganas que tenga de declarar sobre determinados hechos. Las imputaciones judiciales no caen del cielo. En cambio, el político debería apartarse de la vida pública en el momento en que el Juez de Instrucción, una vez practicada la instrucción del procedimiento, dicta una resolución formal de imputación, por considerar que existen indicios racionales de criminalidad contra el sujeto pasivo del procedimiento penal. 
 
    
 
   De todas maneras, no se trata de una cuestión baladí, ya que el afectado por el procedimiento pude sostener, acertadamente, que hasta que no se celebre el juicio y se dicte una sentencia condenatoria no cabe establecer ningún juicio de intenciones ni ningún juicio social paralelo, por operar el principio de presunción de inocencia. El acusado no tiene que probar que es inocente, sino que la acusación tiene que probar la culpabilidad del sujeto pasivo del procedimiento. Desgraciadamente, los juicios mediáticos paralelos, en muchas ocasiones, terminan con la imposición de una “pena de quiosco”, contra la que no cabe defensa alguna, ya que en ese juicio mediático paralela no se oye ni se recibe declaración al presunto autor del hecho delictivo.
 
    
 
                 Una vez las acusaciones formulan sus escritos de calificación provisional, se acuerda la apertura del juicio oral, y el sujeto pasivo del procedimiento se convierte en acusado. De hecho, la declaración en el juicio del acusado se denomina interrogatorio del acusado. Finalmente, el acusado se convierte en penado desde el momento en que se dicta una sentencia condenatoria firme contra el mismo.
 
    
 
                 Si bien la condición de acusado y de penado no ofrece lugar a dudas, en cambio, la de imputado y la de procesado presenta mayores problemas. Asimismo, por muy mal que suene el término imputado, el mismo se emplea para que cualquier persona pueda tener conocimiento de la existencia de un procedimiento penal contra el mismo y para que pueda ejercitar su derecho de defensa con todas las garantías.
 
    
 
   
  
 

              9.- Juicios Rápidos 
 
    
 
                 Tradicionalmente la Justicia española se ha caracterizado por su lentitud. El incesando aumento de la litigiosidad y el escaso número de Jueces y de Juzgados existentes ha conducido al colapso del sistema. Ningún Gobierno se ha tomado en serio la necesidad de invertir en Justicia. La Justicia es uno de los “bienes de la Corona” y, como tal, requiere de una mínima inversión, ya que, en muchas ocasiones, una justicia lenta no es justicia. Así, era frecuente que la comisión de delitos que despiertan alarma social y cuya instrucción era sencilla (hurtos, robos, alcoholemias…), terminasen prescribiendo, evidenciando que el sistema no funcionaba y que, desde luego, se podía hacer algo más. Antes de la implantación de los Juicios Rápidos, era normal que el Juez de guardia (las guardias tenían y tienen una duración de una semana en los pueblos), recibiese declaración en calidad de detenido al mismo sujeto en tres y en cuatro ocasiones durante una misma guardia, por la comisión de delitos de poca gravedad contra el patrimonio (hurtos, robos con fuerza o hurtos de uso de vehículo a motor). La secuencia de hechos podría ser la siguiente: La policía sorprendía a un delincuente rompiendo el cristal de un vehículo, lo detenía, lo ponía a disposición judicial, el Juez iniciaba un procedimiento contra el mismo y lo dejaba en libertad; esa misma noche, el mismo sujeto, volvía a romper la ventanilla de otro vehículo o forzaba la puerta de un establecimiento comercial, un vecino llamaba a la policía que acudía al lugar y procedía a detener al delincuente, el detenido era puesto al día siguiente a disposición judicial, el Juez incoaba un nuevo procedimiento contra el mismo sujeto y lo dejaba en libertad. En mi primer destino recuerdo a tres delincuentes que podían tener, cada uno de ellos, treinta o cuarenta procedimientos en marcha por la comisión de delitos de hurto, de robo con fuerza en las cosas o de robo o hurto de uso de vehículos a motor. Eran delincuentes habituales conocidos por todos (Luisito el de los Fiat 1, Paquito el que vivía debajo del puente…) Ningún Fiscal solicitaba el ingreso en prisión al no permitirlo la legislación. Un gran número de asuntos de instrucción sencilla, tramitados en los Juzgados antes de la implantación de los Juicios Rápidos, seguidos contra delincuentes habituales, fácilmente podían tardar uno o dos años, como poco, en llegar a juicio. Incluso, la tardanza en la tramitación de los procedimientos permitía y permite que los retrasos acumulados indebidamente (dilaciones indebidas) fuesen considerados como una circunstancia modificativa de la responsabilidad criminal, es decir, que la tardanza excesiva en la tramitación del procedimiento penal permitía reducir la pena a imponer al responsable, aplicando la circunstancia atenuante analógica de dilaciones indebidas.
 
    
 
                 Con la finalidad de agilizar la justicia y de descongestionar los Juzgados de Instrucción se creó un procedimiento nuevo, el denominado procedimiento para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos, cuyo objeto no era otro que el de sancionar con celeridad y eficacia determinadas conductas punibles que pueden representar más de la mitad de los asuntos que tramitan los Juzgados de Instrucción. Así, el nuevo procedimiento está previsto para los delitos flagrantes, es decir, aquéllos que se estuviesen cometiendo o que se acabaren de cometer cuando el delincuente fuese sorprendido en el acto. Además, la Ley de Enjuiciamiento Criminal enumera los delitos que deben ser tramitados por este procedimiento, siempre que se trate de hechos punibles cuya instrucción se presuma que será sencilla (delitos de lesiones, coacciones, hurto, robo, hurto y robo de uso de vehículos y delitos contra la seguridad del tráfico). Con el nuevo procedimiento, en un plazo realmente breve, el delincuente habitual era juzgado y sentenciado y, para el supuesto de que se acordase dejar en suspenso la pena de prisión de corta duración impuesta, si el delincuente habitual condenado volvía a cometer un nuevo hecho delictivo, se seguía el mismo procedimiento. De este modo, ese sujeto era nuevamente condenado en un plazo muy breve, lo que permitía revocar el beneficio de la suspensión de la pena de prisión impuesta con anterioridad y acordar el cumplimiento de la nueva pena impuesta y la impuesta por la comisión del anterior delito. Pensemos en el delincuente habitual que rompe el cristal de un coche para coger un aparato de música o una chaqueta del interior de un vehículo, hecho tipificado en nuestro Código Penal como un delito de robo con fuerza en las cosas castigado con pena de prisión de 1 a 3 años. Con el procedimiento para el enjuiciamiento rápido de delitos, la Policía detiene al autor del delito, localiza al propietario del vehículo y lo cita para que al día siguiente vaya al Juzgado de Guardia, cita ante el mismo Juzgado a posibles testigos del hecho y comunica lo sucedido a un perito para que valore los daños causados por la rotura del cristal. Al día siguiente, el detenido es puesto a disposición judicial, se le recibe declaración, se recibe declaración al perjudicado (dueño del coche) y a los testigos, se incorpora el informe pericial de valoración de daños al procedimiento y se recaba la hoja de antecedentes penales del imputado. Con la práctica de las diligencias descritas, el procedimiento se instruye al día siguiente de producirse el hecho delictivo. Una vez instruido el procedimiento, se convoca a las partes, a la acusación (Ministerio Fiscal y, en su caso, acusación particular) y a la defensa a una comparecencia en la que el autor del delito decide, a través de su abogado, si reconoce ser el autor de los hechos investigados, en cuyo caso, en ese mismo momento, se dicta una sentencia de conformidad. En caso contrario, se acuerda la celebración de un juicio ante el Juzgado de lo Penal, dentro de los quince días siguientes, citando en el acto a las partes. La mejora es sustancial, dado que procedimientos que antes de la creación de los Juicios Rápidos se tramitaban en dos, tres o cuatro años, ahora pueden estar resueltos por sentencia firma al día siguiente de la comisión del hecho delictivo o, todo lo más, dentro de los quince días siguientes a la comisión del hecho delictivo. 
 
    
 
                 La reforma ha dado alas a la justicia, convirtiéndola en rápida, efectiva, eficaz y eficiente, al menos en lo referente a la relación de delitos que son susceptibles de ser enjuiciados a través del procedimiento creado para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos. El resto de procedimientos tramitados ante los Juzgados de Instrucción padece los males tradicionales de nuestro sistema judicial, lentitud, lentitud y más lentitud. ¿Qué se puede esperar de un país que tiene una de las tasas más bajas de Juez por habitante? ¿Qué se puede esperar de un país que no invierte en Justicia? Reflexiones aparte, los procedimientos que siguen el procedimiento descrito pueden representar más de la mitad de los asuntos que tramitan los Juzgados de Instrucción.
 
    
 
   
  
 

              10.- Suspensión de la ejecución de la pena
 
    
 
                 Nuestro Código Penal contempla la posibilidad de suspender la ejecución de las penas de prisión que no excedan de dos años. Los diferentes sistemas penales han abordado el problema de las penas cortas de prisión, valorando si el cumplimiento de las penas cortas de prisión permite conseguir la reeducación y la reinserción social de los penados, fines que debe cumplir la pena de prisión. El Tribunal Supremo ha señalado que el fundamento de la suspensión de la ejecución de las penas cortas privativas de libertad radica en la finalidad de evitar el previsible “contagio criminológico” que puede tener lugar en la prisión en casos en los que la corta duración de la pena no permite un tratamiento resocializador. Y, el Tribunal Constitucional, ha dicho que la condena condicional está concebida para evitar el probable efecto corruptor de la vida carcelaria en los delincuentes primarios. La Memoria de la Fiscalía General del Estado de 1987 recogía, expresamente, que las cárceles hoy por hoy siguen siendo nidos formativos de delincuencia violenta antes que centros con función de reinserción social.
 
    
 
                 Ante este panorama, el legislador contempla la posibilidad de dejar en suspenso la ejecución de las penas de prisión de corta duración, siempre que concurran determinados requisitos establecidos en la Ley. Ahora bien, no nos encontramos ante un derecho del penado, en el sentido de que siempre que se imponga una pena de prisión que no exceda de dos años deba acordarse la suspensión de la misma, de forma automática; al contrario, es una facultad potestativa y discrecional que puede ser reconocida en función de las circunstancias del caso. Por eso, el artículo 80 del Código Penal señala que los Jueces o Tribunales podrán dejar en suspenso la ejecución de las penas privativas de libertad no superiores a dos años mediante resolución motivada. Para ello, es necesario que se haya delinquido por primera vez, no siendo computables los antecedentes penales cancelados; que la pena impuesta o la suma de las impuestas no sea superior a dos años de prisión; y, que se hayan satisfecho las responsabilidad civiles que se hubieran originado, salvo que se declare la imposibilidad de que el penado pueda hacer frente a las mismas. Eso sí, la suspensión de la ejecución de las penas cortas de prisión es un beneficio que queda condicionado a que el destinatario del mismo no delinca en un plazo determinado, ya que, de lo contrario, se revocaría el beneficio reconocido y el penado tendría que cumplir la pena suspendida y la nueva pena impuesta por el nuevo delito cometido. Imaginemos que un Juzgado de lo Penal dicta una sentencia, condenando a una persona como autor de un delito de robo con fuerza en las cosas a la pena de 2 años de prisión. En tal caso, es posible dejar en suspenso la ejecución de la pena de prisión impuesta en sentencia siempre que el penado no delinca en el plazo que fije el Juez, que oscilará entre dos y cinco años. En estos supuestos, se considera que la amenaza de la privación de libertad puede aportar mayores beneficios, en orden a la consecución de la reinserción social del penado, que el efectivo ingreso en prisión. Podemos decir que a los penados que delinquen por primera vez, a cambio de no entrar en prisión, se les somete a un periodo de prueba, de modo que si la prueba se supera con éxito, la pena queda cumplida de forma definitiva. La concesión del beneficio de la suspensión de la ejecución de las penas cortas de prisión exige atender, fundamentalmente, a la peligrosidad criminal del sujeto y a la existencia de otros procedimientos penales contra el penado. 
 
    
 
                 En la práctica, cuando se dicta una sentencia condenatoria y ésta deviene firme, se expide una nota de condena, que permite inscribir los antecedentes penales en el Registro Central de Penados y Rebeldes. Es esencial practicar la anotación de la condena, ya que si no se hace, pese a existir una sentencia condenatoria, en el Registro Central de Penados y Rebeldes no aparece ningún antecedente penal. Imaginemos que un señor es condenado por la comisión de un delito de robo con fuerza en las cosas a una pena de 2 años de prisión y que, pese a ser firme la sentencia, tal circunstancia no se comunica al Registro Central de Penados y Rebeldes. En tal caso, si el mismo sujeto es condenado, con posterioridad, por la comisión de un nuevo delito de robo con fuerza en las cosas a una nueva pena de 2 años de prisión, cabría la posibilidad de dejar en suspenso la ejecución de la pena de prisión impuesta, al desconocer el Juez que tiene que ejecutar la sentencia que sobre el penado pesa una condena anterior, firme, que no ha sido ejecutada o que está siendo ejecutada y se ha acordado dejarla en suspenso con la condición de que el penado no delinca en un determinado plazo. Uno de los documentos que se valora a la hora de conceder el beneficio de la suspensión de las penas de prisión cortas es el certificado de antecedentes penales, de modo que si en el certificado no consta ningún antecedente penal y si no queda acreditada la peligrosidad criminal del sujeto, lo normal es que se deje en suspenso la pena de prisión impuesta. Por eso, en muchas ocasiones, es frecuenta oír a la gente decir que nadie va a la cárcel y que al final las penas de prisión no se cumplen. Incluso, existe una clara discriminación entre penados, en la medida en que quien tenga dinero tendrá más facilidad para eludir el ingreso en prisión, ya que la Ley, además de la suspensión de la ejecución de las penas cortas de prisión permite la sustitución por multa de las penas cortas de prisión. Los delincuentes habituales o los penados con escasos recursos no podrán sustituir la pena de prisión corta por la de multa o, en los casos en los que para acordar la suspensión de la ejecución de la pena sea necesario hacer frente al pago de indemnizaciones a las víctimas, los penados sin recursos económicos, probablemente, no podrán disfrutar de los beneficios que les reconoce la Ley.
 
    
 
                 La función jurisdiccional consiste en juzgar y en hacer ejecutar lo juzgado. No tiene sentido que el procedimiento finalice con una sentencia condenatoria y que la misma no se ejecute, lo que en ocasiones sucede por la saturación que padecen los Juzgados. Debemos tener en cuenta que hasta que se dicta sentencia en un procedimiento, la Policía ha practicado diligencias y las ha remitido a un Juzgado de Instrucción; el Juez de Instrucción ha instruido el procedimiento, con la intervención del Ministerio Fiscal, que es quien ejerce la acusación pública; si el Juez de Instrucción acuerda que debe seguir el procedimiento por existir indicios racionales de criminalidad contra el procesado, debe remitir el procedimiento ante el órgano jurisdiccional competente para celebrar el juicio; y, una vez se celebra el juicio, cabe la posibilidad de interponer contra la sentencia un recurso de apelación que debe ser resuelto por la Audiencia Provincial o por el Tribunal Superior de Justicia correspondiente. Si una vez declarada firme una sentencia, tras el periplo descrito, se frustra la ejecución de la misma, en la mayoría de los casos por falta de medios, la función jurisdiccional pierde su sentido y su razón de ser. No es admisible que una vez se condena a una persona, por ejemplo, a una pena de 2 años de prisión, su expediente quede en la estantería de un Juzgado, junto a otros muchos, hasta que transcurridos cinco años se declare la prescripción de la pena y el archivo del procedimiento.
 
    
 
   
  
 

11.- El indulto
 
    
 
   El artículo 130.1 del Código Penal enumera las causas de extinción de la responsabilidad criminal. Algunas son absolutamente lógicas, por ejemplo, el cumplimiento de la condena o la muerte del reo. Otras, sin embargo, no tienen sentido en la actualidad. Me estoy refiriendo al indulto, considerado como causa de extinción de la responsabilidad criminal.
 
    
 
   El artículo 62 de la Constitución de 1978, en su artículo 62, enumera las atribuciones del Rey. En el apartado  i), se dice que corresponde al Rey ejercer el derecho de gracia con arreglo a la Ley, que no podrá autorizar indultos generales. La Ley que regula el indulto es la Ley de 18 de junio de 1870, de Reglas para el ejercicio de la Gracia de indulto. Resulta ciertamente sorprendente que en pleno siglo XXI, España contemple la posibilidad de conceder indultos en base a una Ley de 1870. En realidad, el indulto no deja de ser una reminiscencia histórica del poder absoluto del monarca.
 
    
 
   El ejercicio del derecho de gracia es un claro exponente de la invasión de las atribuciones del poder judicial por parte del poder ejecutivo. Se trata de una decisión discrecional, adoptada por el Gobierno de turno, sin motivación alguna. El indulto se aplica a quienes han sido condenados penalmente y no han cumplido la condena. El indulto puede ser total, cuando se extinguen la totalidad de las penas impuestas, o parcial, cuando se extingue una parte de las mismas. La principal crítica que cabe hacer al derecho de gracia es su carácter inmotivado. La reforma del indulto debe caminar por la senda de la exigencia de motivación, es decir, que el Gobierno de turno, a la hora de dar un indulto, explique las razones de política criminal que le han llevado a indultar a un determinado penado. Probablemente, la exigencia de motivación, hubiese imposibilitado la concesión de un gran número de indultos otorgados en los últimos años. La necesidad de motivar los indultos permitiría recurrir la decisión del Gobierno ante un órgano jurisdiccional, al objeto de someter el ejercicio del derecho de gracia a un juicio de ponderación de los conflictos en juego. El Diario ABC.es de 21 de marzo de 2013, publicaba la siguiente noticia: “El Gobierno indulta a un Kamikaze que fue condenado a trece años de cárcel”. La noticia añadía que el conductor circuló en sentido contrario durante cinco kilómetros y causó la muerte de un joven de 21 años. Si la opinión pública, difícilmente pude comprender las razones de la decisión del Gobierno, no digamos la familia del fallecido. Desde luego, la exigencia de motivación de la decisión ejerciendo el derecho de gracia, permitiría someter a un control de legalidad la decisión del Gobierno, debiendo decidir un órgano jurisdiccional si las razones dadas por el Gobierno de turno justifican la concesión de un indulto.
 
   


 
   
  
 




 
   III.- TERCERA PARTE: ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
 
    
 
                 1.- Consejo General del Poder Judicial, órgano de gobierno de los Jueces
 
    
 
                 Tal y como viene recogido en nuestra Constitución, el Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del poder judicial. La Ley Orgánica del Poder Judicial establece su estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones. Así, el gobierno del Poder Judicial corresponde al Consejo General del Poder Judicial que ejerce sus competencias en todo el territorio nacional.
 
    
 
                 El Consejo General del Poder Judicial está integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo preside, y por 20 miembros o vocales nombrados por un periodo de cinco años. El presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial se nombra por el Rey a propuesta del CGPJ entre miembros de la Carrera Judicial o juristas de reconocida competencia con más de 15 años de antigüedad en su carrera o en el ejercicio de su profesión. El presidente del Tribunal Supremo y del CGPJ es la primera autoridad judicial de la Nación y ostenta la representación del poder judicial y del órgano de gobierno del mismo y su categoría y honores son los correspondientes al titular de uno de los tres poderes del Estado.
 
    
 
                 En cuanto a los 20 vocales del Consejo, 12 deben ser elegidos entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales y ocho entre abogados y otros juristas de reconocida competencia con más de 15 años de ejercicio de su profesión. De los 12 vocales de procedencia judicial seis son propuestos por el Congreso de los Diputados y seis por el Senado por mayoría de tres quintos, en ambos casos, de sus respectivos miembros. De los ocho vocales de procedencia no judicial, cuatro deben ser propuestos por el Congreso y cuatro por el Senado siguiendo la misma fórmula.
 
    
 
                 El sistema de designación de los vocales del CGPJ sufrió una profunda modificación tras la promulgación de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985. Con anterioridad, eran los propios jueces quienes designaban a los vocales que debían integrar el Consejo. Tanto el sistema anterior como el actual tienen partidarios y detractores, sin embargo, el actual sistema no hace más que trasladar al órgano de gobierno del Poder Judicial el esquema representativo existente en las Cortes Generales. Si se postula la necesidad de establecer una clara separación entre los tres poderes del Estado (ejecutivo, legislativo y judicial) siguiendo la fórmula clásica que propuso Montesquieu, difícilmente puede dejarse en manos del arco parlamentario la designación de los miembros del órgano de gobierno de los Jueces, ya que se corre el peligro de que a la hora de adoptar decisiones se conformen dos grandes bloques de fácil etiquetado (progresistas o conservadores, de izquierdas o de derechas…). En cambio, los partidarios del actual sistema postulan que la soberanía nacional reside en el pueblo español, que es quien elige a sus representantes políticos, siendo éstos, en su condición de representantes del pueblo, quienes designan a los miembros que deben componer el órgano de gobierno del Poder Judicial. Al margen de que ambos sistemas e incluso variantes de los mismos, presentan aspectos de carácter negativo, el posicionamiento que realizan los partidarios del actual sistema no tiene en cuenta que el poder judicial no puede actuar de forma discrecional, es decir, el poder ejecutivo e incluso el poder legislativo disponen de cierto margen de discrecionalidad en su actuación, discrecionalidad que no puede ser trasladada a la actuación de los Jueces y Magistrados a quienes se les exige siempre el deber y la obligación de independencia, imparcialidad y de motivación de las decisiones que adopten en las resoluciones judiciales que dicten. Además, el poder judicial debe ser el contrapeso del poder ejecutivo, lo que difícilmente puede suceder si el órgano de gobierno de los jueces se conforma de acuerdo con el régimen imperante en las Cortes Generales.
 
    
 
                 Entre las funciones del CGPJ se encuentra la de proponer por mayoría de 3/5 para el nombramiento de miembros del Tribunal Constitucional (de sus 12 miembros dos deben ser propuestos por el Consejo) y la propuesta para nombrar a los integrantes de los cargos que mayor importancia y repercusión tienen dentro de la Carrera Judicial: Presidente de Sala del Tribunal Supremo, Magistrados del Tribunal Supremo, Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia, Presidentes de Sala de la Audiencia Nacional, Presidentes de Sala de los Tribunales Superiores de Justicia, Presidencia de la Audiencia Nacional y Presidentes de las Audiencias Provinciales.
 
    
 
                 Junto a tales funciones se encuentran otras de gran relevancia como son: La inspección de Juzgados y Tribunales; nombramiento mediante Orden  de jueces y presentación a Real Decreto refrendado por el Ministro de Justicia de los nombramientos de Magistrados del Tribunal Supremo, Presidentes y Magistrados; ejercicio de la potestad reglamentaria…
 
    
 
                 Si postulamos la necesidad de tener Jueces independientes, el Consejo General del Poder Judicial debe convertirse en el abanderado de la defensa de la independencia judicial, en cuanto que la misma constituye una garantía esencial de nuestro sistema y garantiza la igualdad de todos ante la Ley. Desgraciadamente, el Consejo General del Poder Judicial atraviesa momentos difíciles, siendo muchísimos los que cuestionan el funcionamiento de la institución. Alejandro Nieto, en el libro “El malestar de los Jueces y el modelo Judicial”, afirma que “los partidos políticos tienen atrapados a los jueces a través del Consejo General del Poder Judicial, que es una de las farsas institucionales más cínicas que padecemos”. También sostiene que “[…] el proceso de desmantelamiento de la carrera judicial ya está en marcha avanzada, para la que sirve de instrumento paradójicamente el Consejo General del Poder Judicial”.
 
    
 
                 A pesar de ello, en las manos del Consejo está la designación de los miembros de la Alta Magistratura, Magistrados que deben asumir el enjuiciamiento de asuntos de enorme trascendencia. Por ejemplo, los integrantes de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo se encargan del enjuiciamiento de los máximos representantes políticos del estado (Presidente del Gobierno, Diputados, Senadores…); y, los integrantes de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, conocen de los recursos que se susciten contra los actos y disposiciones del Consejo de Ministros, de las Comisiones Delegadas del Gobierno, del Consejo General del Poder Judicial… 
 
    
 
                 Los diferentes medios de comunicación, independientemente de su ideología, cuando se refieren al nombramiento de cargos por parte del Consejo General del Poder Judicial, hablan del “intercambio de cromos”, para referirse a las negociaciones que se llevan a cabo en el seno del órgano de gobierno de los jueces. Así, por ejemplo, El Mundo.es de fecha 26 de julio de 2012, recogía la siguiente noticia:
 
    
 
   La propuesta de reforma del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) elaborada por una comisión de expertos suprime la exigencia de que los altos cargos judiciales tengan que ser elegidos por una mayoría de tres quintos y vuelve a la regla de la mayoría simple. El nombramiento de los magistrados del Tribunal Supremo y presidentes de Tribunales Superiores de Justicia por tres quintos de los miembros del CGPJ (13 votos) fue introducido sorpresivamente por el Gobierno socialista en medio del mandato del anterior Consejo, presidido por Francisco Hernando y con una mayoría de vocales propuestos por el PP. La reforma se justificó por el rodillo que éstos aplicaban en materia de nombramientos, según los socialistas. Se trataba, en palabras de la exposición de motivos de aquella modificación, de «evitar la tentación de decidir tan importantes nombramientos conforme al criterio de una mayoría estable concreta pero institucionalmente insuficiente, sustituyendo esta práctica por el diálogo y el consenso permanente». No puede decirse que la regla de los tres quintos haya favorecido otro consenso que no haya sido el reparto de los cargos judiciales entre los distintos sectores del CGPJ, que se prestan los votos necesarios para que salgan sus respectivos candidatos. La regla de los 13 votos se ha convertido en la regla del do ut des, hasta el punto de que si no se alcanza un acuerdo para el llamado intercambio de cromos no hay nombramientos. 
 
    
 
   En el diario El País de 28 de diciembre de 2009, José Antonio Hernández, en su crónica decía lo siguiente:
 
    
 
   Los vocales progresistas y conservadores del Consejo –que inevitablemente han de pactar para reunir los trece votos mínimos que requieren las presidencias de los Tribunales Superiores del Justicia y vacantes del Tribunal Supremo- han erigido la presidencia del Tribunal Superior de Valencia en su plaza más codiciada. […] Ni conservadores ni progresistas parecen estar dispuestos a ceder Valencia. Ante este bloqueo la estrategia que han adoptado ambos grupos es dejar pasar el tiempo, dado que en los próximos meses saldrán a concurso otras presidencias. En el pleno del pasado jueves debieron ser nombrados los presidentes de Valencia, Cataluña y el País Vasco. No hubo forma de que se pusieran de acuerdo. Fuentes del Consejo se apresuraron a difundir que la negociación estaba rota y que se había aplazado hasta enero. […]Afín al PNV Margarita Uría suele sumar su voto al de los progresistas y éstos se ven impulsados a difundir favores.
 
    
 
   El Diario Información de Alicante, entrevistó al Magistrado del Tribunal Supremo D. José Ramón Soriano. Preguntado sobre si el Consejo estaba politizado, el entrevistado respondió que “claro que sí”; preguntado sobre si era cierto lo del intercambio de cromos para los nombramientos, respondió que “ a veces sí”; y preguntado sobre si lo de los méritos y capacidad servía para algo, el entrevistado respondió lo siguiente: “Bueno, además de los méritos y la capacidad, cuenta lo otro. Cuando para una plaza se presentan varios aspirantes, primero se hace una selección a la vista del currículo y, a partir de ahí, la selección es política. Por eso quieren cambiar el sistema”.
 
    
 
                 2.- Tribunal Supremo, órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes
 
    
 
                 El Tribunal Supremo, con sede en la villa de Madrid, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales. El Tribunal Supremo tiene jurisdicción en toda España y no existe ningún otro órgano jurisdiccional que pueda tener el título de Supremo. El Tribunal Supremo fue instaurado en España en la Constitución del 1812; el texto constitucional decía que “habrá en la Corte un tribunal que se llamará supremo tribunal de Justicia”. La Constitución de 1812 dotó al Tribunal Supremo de unos rasgos funcionales que han permanecido desde hace dos siglos: unificar la interpretación de la Ley y conocer de las causas criminales contra los más altos cargos públicos.
 
    
 
                 El Tribunal Supremo está integrado por cinco Salas, en función de las materias sobre las que concreta su competencia y su ámbito de actuación. La Primera de lo Civil, la Segunda de lo Penal, la Tercera de lo Contencioso-Administrativo, la Cuarta de lo Social y la Quinta de lo Militar.
 
    
 
   Entre las atribuciones del Tribunal Supremo se encuentra la de conocer los recursos de casación, de revisión y otros extraordinarios que establezca la Ley. El Tribunal Supremo lleva a cabo una labor nomofiláctica, es decir, es el intérprete último de nuestro Ordenamiento Jurídico. El Código Civil, en su artículo 1, enumera las fuentes del Ordenamiento Jurídico español, teniendo tal consideración la Ley, la Costumbre y los principios generales del derecho. Sobre la Jurisprudencia, el apartado sexto del artículo 1 del Código Civil refiere que la Jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del derecho. La Jurisprudencia, en sentido material, es el conjunto de sentencias del Tribunal Supremo por las que se revela el modo uniforme de aplicar el Derecho. En sentido formal, la Jurisprudencia es el criterio constante y uniforme de aplicar el Derecho mostrado en las sentencias del Tribunal Supremo. La primera conclusión que cabe extraer es que sólo es Jurisprudencia la que provine del Tribunal Supremo, no la del resto de órganos jurisdiccionales; y, la segunda, es que es imprescindible que la doctrina del Tribunal Supremo se contenga en dos o más sentencias, de modo que una sola sentencia no es Jurisprudencia. Sin tener la Jurisprudencia la condición de fuente del Derecho, en la práctica se ha llegado a decir que “la Ley reina y la Jurisprudencia gobierna”, dado que la doctrina jurisprudencial no hace más que interpretar el sentido de las diferentes fuentes del ordenamiento jurídico.
 
    
 
   La enorme saturación que padece la justicia española se traslada al Tribunal Supremo, lo que impide, en muchas ocasiones, llevar a cabo esa labor unificadora a la hora de interpretar el ordenamiento jurídico. El elevado número de secciones, dentro de cada Sala del Tribunal Supremo, conlleva, en la práctica, que sobre una misma cuestión se emitan pronunciamientos contradictorios, lo que dificulta, en ocasiones, la interpretación de las normas jurídicas.
 
    
 
                 3.- Tribunal Constitucional
 
    
 
                 En el año 1978 se promulgó la vigente Constitución, siendo la misma, la norma suprema de nuestro ordenamiento jurídico, de modo que no es posible que el legislador dicte nuevas normas que sean contrarias a la Constitución. Sin embargo, ¿qué sucede cuando el legislador dicta normas que contravienen la Constitución?
 
    
 
                 La necesidad de disponer de un órgano que asumiese la labor de intérprete único y último de la Constitución, llevó a la creación de un órgano cuya misión era, entre otras, determinar si una norma o actuación de un poder público era o no conforme a la Constitución. Por eso se creó el Tribunal Constitucional. El Tribunal Constitucional no es un órgano judicial, pero sí un órgano jurisdiccional; es decir, el Tribunal Constitucional no queda integrado dentro de los Juzgados y Tribunales ordinarios de justicia, pero su función es jurisdiccional, en tanto que tiene por objeto "decir el derecho" o, dicho de otro modo, resolver las dudas que puedan existir sobre la constitucionalidad de una determinada actuación.
 
    
 
                 El Tribunal Constitucional es único en su orden y extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional. En el desarrollo y formación histórica de los diferentes Tribunales Constitucionales, los estados europeos se dieron cuenta de que los jueces ordinarios, integrantes del poder judicial, no podían decidir si una norma era o no constitucional, siendo preciso que existiese un órgano encargado de tomar tales decisiones. Lo contrario supondría que el poder judicial, es decir, los diferentes Jueces que integran el mismo estarían interfiriendo en la actuación llevada a cabo por otro poder del Estado, el poder legislativo. Así, cuando un Juez ordinario tiene dudas acerca de la constitucionalidad de una determinada norma, lo que debe hacer es plantear una cuestión de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, encaminada a resolver si uno o varios preceptos de una concreta norma, infringen un concreto precepto constitucional. La estimación de la cuestión de inconstitucionalidad supondría declarar inconstitucional la norma contraria a la Constitución. Además, el Tribunal Constitucional asume el conocimiento de los denominados recursos de amparo por vulneración de derechos fundamentales. Nuestra Constitución enumera en sus artículos 14 y siguientes un catálogo de derechos fundamentales (igualdad, vida, integridad física y moral, inviolabilidad del domicilio, libertad de expresión, asociación, tutela judicial efectiva, huelga…) La vulneración por un poder público de cualquiera de dichos derechos, permite hacer uso del recurso de amparo. Cuando un Juzgado o Tribunal dicta una sentencia contra la que no cabe recurso, es posible interponer un recurso de amparo por vulneración de alguno de los derechos fundamentales consagrados en los artículos 14 y siguientes de la Constitución, por ejemplo, por vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva o por vulneración del principio de igualdad.
 
    
 
                 El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros que son nombrados por el Rey; cuatro a propuesta del Congreso, cuatro a propuesta del Senado, dos a propuesta del Gobierno y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. El sistema de designación de miembros del Tribunal Constitucional ha sido criticado por la excesiva politización del mismo, puesto que el bipartidismo reinante en España tiene un reflejo directo en la composición del Tribunal Constitucional, con la consiguiente formación de bloques ideológicos claramente identificados en función de quién ha designado a los integrantes del Tribunal. Una fórmula que se viene apuntando para evitar los desfases propios de un sistema bipartidista como el español es la de no limitar el mandato a nueve años, como hace nuestra Constitución, sino nombrar a los miembros del Tribunal Constitucional de forma vitalicia. Debemos tener en cuenta que el sistema puede ser manipulado con suma facilidad, mediante el bloqueo de las negociaciones políticas para renovar a los miembros cuyo mandato ha expirado, garantizando la continuidad de un Magistrado identificado con un concreta ideología, lo que en la práctica pude repercutir sobre asuntos de suma importancia (legalización de un partido político, análisis de la legalidad de un Estatuto de Autonomía…).
 
    
 
                 Además de los recursos de amparo y de las cuestiones de inconstitucionalidad, el Tribunal Constitucional conoce de los conflictos constitucionales de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas y de los conflictos entre los órganos constitucionales del Estado.
 
    
 
                 4.- Relación entre el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional
 
    
 
                 Tal y como venimos indicando, el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional ocupan lugares diferentes dentro de nuestro sistema judicial y jurisdiccional y desempeñan, en principio, labores diferenciadas. El Tribunal Supremo es el órgano jurisdiccional superior de todos los órdenes, eso sí, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales. El Tribunal Constitucional es el supremo intérprete de la Constitución. Por lo general, el desarrollo lógico de cualquier procedimiento judicial sería el siguiente: 1) Tramitación de un recurso o de un procedimiento judicial en primera instancia que finaliza con una sentencia; 2) Tramitación de una segunda instancia en la que un órgano colegiado conoce del recurso contra la sentencia dictada en primera instancia; 3) Tramitación de un recurso de casación ante el Tribunal Supremo; 4) Interposición de un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional por vulneración de derechos fundamentales.
 
    
 
                 Dentro de la jurisdicción ordinaria es el Tribunal Supremo el que conoce, en última instancia, de un determinado procedimiento. Cuando la decisión adoptada por el Tribunal Supremo deviene firme, es decir, no cabe ningún tipo de recurso ordinario contra la misma, es posible interponer un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional por vulneración de alguno de los derechos fundamentales recogidos en los artículos 14 y siguientes de la Constitución Española.
 
    
 
   El esquema reproducido no debería dar lugar a situaciones de malestar entre el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional, si bien, en ocasiones determinados procedimientos y resoluciones han desembocado en episodios embarazosos entre ambos Tribunales. El origen de ello se encuentra en la sentencia del Tribunal Constitucional 186/2001, en cuyos antecedentes de hecho se alude a que doña María Isabel Preysler Arrastra presentó en el año 1989 una demanda de protección del derecho al honor, a la intimidad personal y  familiar y a la propia imagen contra determinada revista y otros, reclamando una declaración de vulneración de dichos derechos fundamentales y la fijación de una indemnización por perjuicios morales de 50 millones de pesetas. En primera instancia, se dictó sentencia estimando en parte la demanda y fijando una indemnización por perjuicios morales de 5 millones de pesetas. Frente a dicha sentencia se interpuso recurso de apelación que dio lugar a una nueva sentencia estimando en parte el recurso de apelación y fijando una indemnización de 10 millones de pesetas. Frente a la sentencia dictada en apelación, se interpuso recurso de casación ante el Tribunal Supremo que fue estimado, lo que supuso casar y dejar sin efecto la sentencia dictada en apelación que declaraba que se habían vulnerado los derechos al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen de la demandante y había fijado una indemnización de 10 millones de pesetas. Finalmente, frente a dicha sentencia, se interpuso recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, recurso que fue estimado. El Tribunal Constitucional declaró que se habían vulnerado los derechos fundamentales referidos de la demandante, anulando la sentencia del Tribunal Supremo y devolviendo el asunto a dicho Tribunal para que dictase una nueva sentencia. El Tribunal Supremo, dictó nueva sentencia en la que declaraba que se habían vulnerado los derechos de la demandante al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen y fijó una indemnización por perjuicios morales de 25.000 pesetas.
 
    
 
   Frente a la decisión adoptada por el Tribunal Supremo, la demandante presentó nuevo recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional por indebida ejecución de la inicial sentencia dictada por el Tribunal Constitucional, interesando que se declarase que la anulación de la primera sentencia dictada por el Tribunal Supremo debió suponer que prevaleciese la sentencia dictada en apelación fijando una indemnización a favor de la demandante de 10 millones de pesetas. El Tribunal Constitucional estimó el recurso de amparo y declaró que debía prevalecer la sentencia dictada en apelación que reconocía una indemnización de 10 millones de pesetas en concepto de daños morales.
 
    
 
   La reacción del Tribunal Supremo frente a dicha sentencia se materializó en la posterior sentencia del Tribunal Supremo de 5 noviembre 2001. El camino jurisdiccional seguido para dictar la sentencia de 5 de noviembre de 2001, es el mismo que el que desembocó en la sentencia en la que el Tribunal Supremo reconoció una indemnización de 25.000 pesetas a la Sra. Preysler; es decir, el Tribunal Supremo, al tratar de un recurso sobre una supuesta vulneración del derecho al honor y a la intimidad personal desestimó el recurso e, interpuesto recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, éste estimó el recurso y devolvió el procedimiento al Tribunal Supremo para que dictase una nueva sentencia teniendo en cuenta el criterio sentado por el Tribunal Constitucional. El Tribunal Supremo dictó la sentencia de fecha 5 de noviembre de 2001. Lo novedoso de la sentencia del Tribunal Supremo es que realizó un análisis contundente y crítico de la decisión adoptada por el Tribunal Constitucional en la sentencia 186/2001. El Tribunal Supremo, lo que hizo fue delimitar el campo de actuación de ambos Tribunales, recordando al Tribunal Constitucional que la indemnización en su día fijada de 25.000 pesetas se encontraba claramente justificada y, que es un auténtico disparate, dejar sin efecto una sentencia del Tribunal Supremo declarando la prevalencia de una sentencia dictada con anterioridad, en grado de apelación, por una Audiencia Provincial. El Tribunal Supremo recuerda que si el Tribunal Constitucional entendió que la indemnización de 25.000 pesetas no se encontraba suficientemente motivada y que guardaba relación con la vulneración del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, debió anular, otra vez, la sentencia del Tribunal Supremo para que éste procediese a dictar una nueva sentencia. El Tribunal Supremo en su sentencia de 5 noviembre 2001, expresamente, señala que el Tribunal Constitucional invadió las funciones de la jurisdicción ordinaria de manera contraria, incluso, a las propias normas orgánicas que rigen en dicho Tribunal Constitucional. Además, el Tribunal Supremo sostiene que la indemnización que fijó de 25.000 pesetas se integraba dentro del concepto de proporcionalidad lógica y social, acudiendo, para ello, a una serie de supuestos en los que las diferentes Salas del Tribunal Supremo habían fijado indemnizaciones a favor de perjudicados. Así, por ejemplo, la Sala de lo Contencioso-Administrativo fijó una indemnización de 5 millones de pesetas por responsabilidad patrimonial del Estado por transfusiones sanguíneas generadoras de hepatitis-B, o de 2 millones de pesetas por responsabilidad patrimonial del Estado por el suicidio de un recluso; la Sala de lo Penal por razón de un homicidio por imprudencia de un joven fijó una indemnización a favor de su madre de 5 millones de pesetas; y, la Sala de lo Social indemnizó con 2.353.730 pesetas a un mecánico que perdió un ojo en un accidente laboral. La enumeración es mucho más extensa. Además, el Tribunal Supremo recuerda que la indemnización fijada por el Tribunal Constitucional por importe de 10 millones de pesetas, con invasión de las funciones propias de la jurisdicción ordinaria, equivale aproximadamente al trabajo de una persona durante 10 años cobrando el salario mínimo interprofesional. El Tribunal Supremo refiere que la indemnización fijada por el Tribunal Constitucional se había realizado de una manera extravagante y por reflejo. Incluso, al analizar una parte de la sentencia del Tribunal Constitucional (los votos particulares) el Tribunal Supremo destaca la insólita puerilidad jurídica que impregna su entendimiento de lo que es la motivación de una sentencia. 
 
    
 
   5.- Una de arena y otra de arena, pero el Tribunal Constitucional siempre acaba teniendo la razón.
 
    
 
   Junto a la sentencia del Tribunal Supremo de 5 de noviembre de 2001, se hace necesario traer a examen la sentencia del Tribunal Supremo (Sala  Primera) de 23 de enero de 2004, que trata de una demanda que dirige un Abogado contra once de los doce miembros del Tribunal Constitucional, exigiéndoles una indemnización de 11.000 euros por daño moral causado por dos resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional como respuesta a un recurso de amparo interpuesto por el Abogado demandante. Antes de llegar al Tribunal Constitucional, el Tribunal Supremo desestimó el recurso interpuesto por el Abogado demandante, quien cuestionaba que no se convocase un concurso-oposición para cubrir las plazas de Letrado del Tribunal Constitucional, denunciando, además, la inactividad del Tribunal Constitucional al no responder a la solicitud de sacar a concurso-oposición todas las plazas de Letrado que se hallaban cubiertas por libre designación o designación temporal. Frente a la sentencia del Tribunal Supremo, el Abogado demandante interpuso recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, recurso que fue inadmitido. El astuto demandante, tras conocer la decisión del Tribunal Constitucional, presentó ante el Tribunal Supremo demanda contra los Magistrados del Tribunal Constitucional que inadmitieron su recurso de amparo, once de un total de doce, exigiéndoles una indemnización de 11.000 euros por haber incurrido en dolo civil o culpa grave al no admitir a trámite el recurso de amparo presentado. Todos los Magistrados del Tribunal Supremo, excepto uno, que formula un voto particular a la sentencia, estiman la demanda presentada por el Abogado recurrente y condenan a cada Magistrado del Tribunal Constitucional a indemnizar al demandante en la cantidad de 500 euros, por el daño moral sufrido. En la sentencia se considera que los Magistrados del Tribunal Constitucional han incurrido en un comportamiento antijurídico, al ser su obligación resolver toda contienda judicial, aún en el caso de que decidan no admitir inicialmente un recurso. Además, se afirma que los Magistrados del Tribunal Constitucional han incurrido en culpa o negligencia al haber actuado sin la diligencia debida, ya que dichos Magistrados tienen que estar en posesión de unos conocimientos jurídicos adecuados que deben aplicar o subsumir al caso concreto, lo que no han hechos a la hora de valorar la demanda de amparo en su día presentada. Del mismo modo, entiende el Tribunal Supremo que se ha producido un daño o perjuicio a un particular, que tiene cabida dentro del área de los daños morales, al habérsele privado de forma antijurídica del derecho al amparo constitucional. Finalmente, considera el Tribunal Supremo que existe una relación de causalidad entre la acción antijurídica y el daño o perjuicio producido.
 
    
 
   El posicionamiento del Tribunal Supremo es algo forzado, tal y como pone de manifiesto el único Magistrado de la Sala que disiente del parecer de la mayoría en el voto particular redactado al respecto. Así, entiende el Magistrado que se aparta del criterio de la mayoría que para que exista un daño antijurídico es necesario que el recurso inadmitido por el Tribunal Constitucional sea, en todo caso, inadmisible, concluyendo que lo que se pide en dicho recurso es algo imposible, que no puede más que ser rechazado. Resulta llamativa la diferente consideración que tiene para la mayoría de los Magistrados y para el Magistrado disidente, la valoración de los términos contenidos en el escrito de demanda descalificando al Tribunal Constitucional. Sobre los mismos, el Tribunal Supremo, en su sentencia alude al uso, por el demandante, de expresiones impropias de la cortesía forense que debe presidir toda actuación procesal. El Magistrado que formula el voto particular, en cambio, señala que el examen de la pretensión del demandante aconseja como tarea previa depurar la demanda de su carga retórica en lo que constituye toda una descalificación del Tribunal Constitucional en términos tan peyorativos y vejatorios que resultan inconciliables con el equilibrio y la mesura que debe presidir la actuación de cualquier profesional del Derecho; incluso dice textualmente:
 
    
 
   Alegar como "hechos" de la demanda que el TC , en cuanto tribunal de amparo, "en gran medida ha sido deformado y puesto al servicio de la comodidad personal de sus componentes que lo han convertido en especie de lujoso y cómodo balneario a costa de dejar sin protección a miles de víctimas reales de vulneraciones de derechos fundamentales"; fundarse en el dato estadístico del porcentaje de recursos de amparo inadmitidos por el TC (97'87 por ciento según la demanda) sin preocuparse de contrastarlo con el dato equivalente de los tribunales constitucionales de otros países europeos (por ejemplo, en Alemania, solamente prospera un 2'5 por ciento de los recursos de amparo), para así describir el "lado oscuro" de nuestro Tribunal Constitucional; acusar al Tribunal Constitucional tanto de acudir a la "tergiversación de argumentos y a la manipulación de los propios recursos de amparo" como de emplear "malas artes para denegar justicia"; llamarlo "el Tribunal del Desamparo" al mismo tiempo que se denuncia un "fastuoso estatus de alfombras y oropel que constituyen un cáustico contraste con la realidad de su demostrada ineficacia como tribunal protector de los derechos fundamentales"; reprocharle "una antigua tradición de practicar la arbitrariedad", habiéndose "refinado mucho en ese dudoso arte"; considerarlo "habitual infractor del derecho internacional de los derechos humanos que invoca y aplica solo según conveniencia"; definir como "culto a la arbitrariedad" el clima en que se habrían producido las "insólitas resoluciones objeto de esta demanda"; comparar al Tribunal Constitucional con el fortín de la Bastilla porque del mismo modo que este último "impedía la difusión de las ideas ilustradas" aquél ejercería "análogo papel impidiendo la evolución natural de los derechos fundamentales en España"; tildarlo de "corsé" que impide el normal desenvolvimiento de la Constitución "hasta que la acumulación de la masa de los desaguisados alcance el punto crítico"; titular, en fin, el hecho segundo de la demanda "Enchufismo en el santuario de la Constitución", habrá servido tal vez al demandante para, a modo de desahogo, descargar su ira contra unos pronunciamientos que no le fueron favorables, pero no aporta al proceso unos hechos susceptibles de prueba sino meras opiniones del demandante, tampoco añade nada por tanto a la justificación de su petición de indemnización y, desde luego, ni expresa una percepción coincidente con la de los analistas de la labor del TC ni hace justicia a la historia de esta institución.              
 
    
 
   Incluso, el Magistrado que formula el voto particular entiende que el recurrente de amparo pretende un imposible, lo que, indefectiblemente, debe desembocar en la inadmisión del recurso de amparo, concluyendo lo siguiente:
 
    
 
   Por poner un ejemplo suficientemente expresivo: si un litigante pide una declaración de propiedad sobre las estrellas, el juez que examine semejante pretensión podrá rechazarla por no ser las estrellas susceptibles de apropiación, por estar fuera del comercio de la gente, por carecer de jurisdicción sobre el espacio sideral, por falta de título del demandante o de poder de disposición de quien le vendió las estrellas, por no tenerlas inscritas a su nombre en el Registro de la Propiedad, por manifiesta falta de fundamento de su petición o por cualquier otra razón, pero sea cual sea el fundamento del rechazo judicial éste no habrá causado ningún perjuicio indemnizable al demandante. Y es que la primera condición para que prospere la acción fundada en el artículo 1.902 del Código civil, o en el más específico artículo 411 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es la causación de un daño indemnizable: en el caso aquí y ahora enjuiciado, la inadmisión de un recurso de amparo que hubiera sido admisible.              
 
    
 
   El Tribunal Supremo dicta una sentencia insólita, al considerar que los Magistrados del Tribunal Constitucional incurrieron en responsabilidad civil al inadmitir el recurso de amparo presentado por el demandante, y al condenar a cada uno de los Magistrados a pagar al demandante la cantidad de 500 euros. La sentencia se enmarca dentro de un contexto en el que las relaciones entre el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional se encontraban enrarecidas por considerar, cada uno de ellos, que se estaba invadiendo su ámbito competencial y de actuación por parte del otro. Con su actuación, el Tribunal Supremo, parece recordarle al Tribunal Constitucional que no se pase de la raya, que no asuma funciones que no le conciernen, dado que la valoración de cuestiones de legalidad ordinaria corresponde a la jurisdicción ordinaria, cuya último y máximo exponente es el Tribunal Supremo. El Tribunal Constitucional no puede decidir si la valoración que ha hecho el Tribunal Supremo sobre la prueba se ajusta o no a derecho, sino que su papel se limita a analizar si se ha vulnerado un derecho fundamental, por ejemplo, por no haberse admitido una prueba, o por no haberse respetado el derecho a la tutela judicial efectiva, o por no haberse respetado todas las garantías del procedimiento… Es ahí donde entra en acción el Tribunal Constitucional, pero sólo ahí.
 
    
 
   Los Magistrados del Tribunal Constitucional condenados a pagar 500 euros, presentaron el 23 de febrero de 2004 recurso de amparo contra la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de enero de 2004, denunciado que se había vulnerado su derecho a la tutela judicial efectiva. Una vez renovados todos los Magistrados del Tribunal Constitucional, el propio Tribunal Constitucional ha dictado la sentencia 133/2013, de 5 de junio, estimando el recurso de amparo promovido por los anteriores Magistrados del Tribunal Constitucional, sentencia que declara que se ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva de los recurrentes y les restablece en la integridad de su derecho declarando la nulidad de la sentencia de 23 de enero de 2004. Esta sentencia representa una situación insólita en nuestro derecho, por cuanto que es el propio Tribunal Constitucional el que ha resuelto el recurso de amparo interpuesto por quienes en el pasado han sido Magistrados del Tribunal Constitucional. Al final, siempre prevalece la decisión del Tribunal Constitucional.              
 
    
 
   6.- Ministerio Fiscal
 
    
 
   La Constitución, la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal señalan que el Ministerio Fiscal tiene por misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.
 
    
 
   Hubo un tiempo en el que se instauró el denominado proceso inquisitivo, asumiendo el Juez la doble condición de juez y parte. La superación del modelo inquisitivo condujo a un modelo en el que la función investigadora y acusatoria se atribuyó a un órgano del estado, el Ministerio Fiscal. De este modo, el Ministerio Fiscal, en el procedimiento penal asume las funciones acusatorias junto con la acusación particular. Así, el Ministerio Fiscal ejerce las labores acusatorias durante la instrucción del procedimiento penal y durante la fase de juicio. Imaginemos una denuncia por la presunta comisión de un delito de lesiones o de un delito de robo en casa habitada; durante la instrucción del procedimiento el Ministerio Fiscal podrá instar la práctica de diligencias encaminadas a acreditar los hechos y, llegado el momento podrá instar la continuación del procedimiento mediante la presentación de un escrito de acusación en el que se describirán los hechos que se imputan al supuesto responsable y las penas que se solicita, o el archivo del procedimiento. Si el Ministerio Fiscal presenta escrito de acusación se acordará la apertura del correspondiente Juicio Oral en el que el Ministerio Fiscal asumirá la labor de acusador público.
 
    
 
   El Ministerio Fiscal es único para todo el Estado y el Fiscal General del Estado ostenta la jefatura superior del Ministerio Fiscal. Además, actúa con sujeción a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica. El Fiscal General del Estado se nombra por el Rey, a propuesta del Gobierno. El acceso a la carrera Fiscal tiene lugar por oposición libre y se realiza conjuntamente con la de ingreso en la Carrera Judicial. 
 
    
 
   Una de las críticas que se hace al funcionamiento del Ministerio Fiscal es la politización del mismo, en la medida en que el Fiscal General del Estado es nombrado por el gobierno de turno y el Ministerio Fiscal actúa bajo el principio de dependencia jerárquica, correspondiendo al Fiscal General del Estado impartir las órdenes e instrucciones oportunas y convenientes al servicio. Ahora bien, la función acusadora no recae exclusivamente sobre el Ministerio Fiscal, sino que en el procedimiento penal cabe la intervención de la acusación particular y la de la acusación popular. La acusación particular la ejerce el perjudicado por el delito cometido. La acusación popular la ejerce cualquier persona física o jurídica con la finalidad de atacar una actuación lesiva para el interés general. Cuando en el procedimiento penal el Ministerio Fiscal, en ejercicio de la acción pública, ha decidido no dirigir acusación y solicita el archivo del procedimiento, el Juez de Instrucción tiene que archivar el procedimiento. Del mismo modo, si durante el desarrollo del juicio el Ministerio Fiscal retira la acusación, el Juez deberá dictar sentencia absolutoria. Sin embargo, si junto al Ministerio Fiscal la acusación es ejercida por la acusación particular y/o por la acusación popular, sí cabe la posibilidad de que el Juez de Instrucción acuerde la prosecución del procedimiento o que el Juez que celebra el juicio dicte sentencia condenatoria. En el procedimiento seguido contra el ex Magistrado Baltasar Garzón por la comisión de un delito de prevaricación, al autorizar la intervención de las comunicaciones entre abogados y clientes, el Ministerio Fiscal no formuló acusación contra el Sr. Garzón e interesó el archivo del procedimiento. No obstante, fue la actuación de la acusación particular la que permitió al Tribunal dictar una sentencia condenando al ex Magistrado por la comisión de un delito de prevaricación.
 
    
 
   Además de ejercer la acusación en el procedimiento penal, el Ministerio Fiscal tiene intervención en todos aquellos procedimientos en los que intervienen menores de edad o incapaces. Así, en los procedimientos matrimoniales (separaciones y divorcios) el Ministerio Fiscal interviene cuando existen menores de edad. También tiene intervención en todos aquellos procedimientos en los que se insta la incapacidad de una persona y en aquellos procedimientos en los que se pretende actuar sobre el patrimonio o la persona de quien ha sido declarado incapaz.
 
    
 
   7.- Administración de la Administración de Justicia
 
    
 
   El artículo 149 de nuestra Constitución enumera la relación de materias que son competencia exclusiva del Estado, entre ellas, se encuentra la Administración de Justicia (149.1.5ª). La promulgación de la Ley Orgánica 6/1985 de 1 de julio, del Poder Judicial, motivó que Cataluña, Galicia y el País Vasco interpusiesen tres recursos de inconstitucionalidad contra una serie de preceptos de la misma, dando lugar a la sentencia 56/1990 del Tribunal Constitucional.
 
    
 
   En dicha sentencia, el Tribunal Constitucional señala que los recursos articulados por Cataluña, Galicia y el País Vasco, parten de la base de que el concepto de “Administración de Justicia” es susceptible de una doble interpretación, al entender que la Constitución reserva como competencia exclusiva del Estado la Administración de Justicia, entendida como Poder Judicial, lo que equivale a decir que corresponde al Estado como competencia exclusiva el ejercicio de la función jurisdiccional. Junto a ese núcleo irreductible que constituye la competencia del Estado en materia de Administración de Justicia, existe un concepto más amplio de Administración de Justicia en el que se incluye todo lo relacionado con los medios personales y materiales que sirven de ayuda o auxilio para el ejercicio de la función jurisdiccional, pero que no forma parte de ese núcleo irreductible. Es lo que se ha venido a denominar la “Administración de la Administración de Justicia”. De este modo, todo lo que queda dentro del concepto de “Administración de la Administración de Justicia”, es una competencia que puede ser asumida por las Comunidades Autónomas en virtud del juego de la cláusula residual del artículo 149.3 de la Constitución. Frente a dicho planteamiento, sostenido por las Comunidades Autónomas recurrentes, existe otro, defendido por el Abogado del Estado, en virtud del cual es posible diferenciar entre “Administración de Justicia” y “Administración de la Administración de Justicia”, pero todo ello queda integrado dentro de una única competencia reservada al Estado en el artículo 149.1.5 de la Constitución, de modo que tal distinción despliega sus efectos dentro de los poderes estatales para identificar el núcleo que afecta al gobierno del Poder Judicial, competencia de su Consejo General, y lo que puede quedar en manos del Ejecutivo estatal.
 
    
 
   La cláusula residual del artículo 149.3 de la Constitución, lo que nos dice es que las materias no atribuidas expresamente al Estado por la Constitución podrán corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos estatutos. La distinción entre “Administración de Justicia” y “Administración de la Administración de Justicia”, por la vía de la cláusula residual supondría que las Comunidades Autónomas asumirían competencias en todo lo relacionado con los medios materiales y personales que sirven de apoyo y ayuda para el ejercicio de la función jurisdiccional.
 
    
 
   El Tribunal Constitucional opta por el planteamiento formulado por las Comunidades Autónomas promotoras del recurso de inconstitucionalidad, considerando que el Poder Judicial es único y a él le corresponde el ejercicio de la función jurisdiccional consistente en juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. Así, frente a ese núcleo esencial, existen un conjunto de medios personales y materiales que no se integran en dicho núcleo sino que se colocan al servicio de la Administración de Justicia, siendo las Comunidades Autónomas las que asumen la competencia sobre los mismos.
 
    
 
   Tal distinción ha supuesto que las Comunidades Autónomas que han asumido competencias en materia de Justicia son las encargadas de dotar a los Juzgados y Tribunales de los medios personales y materiales necesarios para el ejercicio de la función jurisdiccional. Las consecuencias prácticas de tal distinción se traducen en que las distintas Comunidades Autónomas que han asumido la gestión de la “Administración de la Administración de Justicia”, invierten en lo que consideran más idóneo para el mejor funcionamiento de la Administración de Justicia, con el consiguiente debilitamiento de la institución ante la fragmentación de las diferentes políticas ejecutadas para apoyar el ejercicio de la función jurisdiccional. Pensemos, por ejemplo, en las aplicaciones informáticas que existen en los Juzgados. No existe una única aplicación común a todo el territorio español, sino que cada Comunidad Autónoma tiene la suya. Las aplicaciones existentes son insuficientes, siendo necesario invertir en programas y aplicaciones más avanzadas. Lo lógico sería que existiese una potente aplicación informática común a todos los Juzgados de España, en lugar de que cada Comunidad Autónoma invierta en su propia aplicación. 
 
    
 
   La admisión del planteamiento que defendía el Abogado del Estado en la sentencia 56/1990 del Tribunal Constitucional, hubiese supuesto que el Estado era el competente en materia de Administración de Justicia, aún cuando dentro de dicho concepto cupiese la posibilidad de diferencias la “Administración de Justicia” de la “Administración de la Administración de Justicia”.
 
    
 
   8.- Administración de Justicia: Un dragón con tres cabezas
 
    
 
   Los cimientos de la Administración de Justicia se encuentran seriamente dañados como consecuencia de la actual configuración del sistema. La distinción entre “Administración de Justicia” y “Administración de la Administración de Justicia” exige un ejercicio constante de colaboración y cooperación entre el Estado, las Comunidades Autónomas y el Consejo General del Poder Judicial. ¿Qué sucede cuando el brutal incremento de la litigiosidad en un determinado partido judicial desemboca en el colapso del sistema judicial? ¿Existen mecanismo ágiles que permitan, directa o coyunturalmente, gestionar de forma eficaz y eficiente un escenario de colapso del sistema? 
 
    
 
   La falta de inversión en Justicia repercute de forma directa sobre la ciudadanía, que debe soportar la lentitud de un sistema avocado al colapso si no se modifica el actual modelo de gestión. De hecho, son muchos los que resaltan que el servicio público de la Administración de Justicia se caracteriza por las siguientes notas: cara, imprevista e ineficaz, atascada, desigual… La creación de un órgano judicial es competencia del Gobierno. Al Ministerio de Justicia o a los órganos de las Comunidades Autónomas con competencia en materia de justicia les corresponde dotar a los Juzgados y Tribunales de los medios precisos para el desarrollo de la función jurisdiccional de forma independiente y eficaz. Como colofón de todo ello, el Consejo General del Poder Judicial debe remitir anualmente al Ministerio de Justicia o al órgano competente de la Comunidad Autónoma con competencias en materia de justicia, una relación circunstanciada de las necesidades que estime existentes. Imaginemos que el Gobierno prevé la creación de una serie de Juzgados en Comunidades Autónomas que han asumido competencias en materia de justicia. Al Gobierno le corresponderá el pago del sueldo del Juez, del Secretario Judicial y del personal al servicio de la Administración de Justicia; y, a la Comunidad Autónoma, le corresponde la dotación material necesaria para el funcionamiento del Juzgado: edificio o local para la implantación del Juzgado, mobiliario, ordenadores, aplicaciones informáticas, seguridad en el edificio o local… Dada la distinción entre “Administración de Justicia” y “Administración de la Administración de Justicia”, podría suceder que el Estado previese la creación de un determinado número de unidades judiciales, disponiendo de una partida presupuestaria para ello, y que en la práctica no fuese posible poner en funcionamiento esas unidades por no poder la Comunidad Autónoma dotar materialmente a las mismas. El Poder Judicial está integrado por Jueces que ejercen la función jurisdiccional de forma independiente; ahora bien, desde un punto de vista organizativo y en lo referente a la aportación de los medios necesarios para que los Jueces puedan trabajar, dependen de otro poder del Estado, el ejecutivo, ya sea estatal o autonómico. La Administración de Justicia se presenta como un complejo entramado en el que los poderes implicados en su funcionamiento, no parece que caminen siempre en la misma dirección. Además, difícilmente podemos hablar de un poder judicial independiente cuando, el mismo, depende material y presupuestariamente del Estado y de las Comunidades Autónomas. Imaginemos que del poder judicial dependiese la dotación de personal o de medios materiales del Presidente del Gobierno o de un Ministro o de un Presidente de una Comunidad Autónoma; seguramente, pensaríamos que se trata de un verdadero despropósito. 
 
    
 
   Existen, en la actualidad, informes que miden la carga de trabajo que puede asumir un órgano judicial. El incremento de la litigiosidad debería conducir, inexorablemente, a crear nuevos órganos judiciales. Sin embargo, hemos descubierto que la puesta en marcha de un Juzgado es realmente costosa para el Estado, lo que está llevando a modificar la organización y el funcionamiento de todo el sistema. 
 
    
 
   9.- La Secretaría de un Juzgado y la Oficina Judicial
 
    
 
                 La Ley Orgánica 19/2003, reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial y persigue reorganizar la Oficina Judicial, refiriéndose a la misma como la organización de carácter instrumental que sirve de soporte y apoyo a la actividad jurisdiccional de jueces y tribunales. El Juez, a la hora de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, necesita una organización de carácter instrumental, que dé cobertura a su actuación. Cuando un particular presenta una demanda en un Juzgado, es necesario decidir si la misma se admite y notificar esa demanda al demandado; ese tipo de actuaciones no son llevadas a cabo por los Jueces, sino por el personal del Juzgado siguiente las instrucciones del Secretario Judicial. Además, es necesario formar un expediente con cada uno de los asuntos que tienen entrada en los Juzgados, y a ese expediente se van añadiendo todos los documentos y escritos que aportan las partes y las resoluciones que el Juez y el Secretario Judicial dictan, labor que tampoco desempeñan los Jueces.
 
    
 
   Con anterioridad a la promulgación de la Ley Orgánica 19/2003, el Juzgado se presentaba como un órgano rígido, inflexible y poco dado a cambios derivados de la evolución de la forma de trabajar. Dentro del Juzgado existía una Secretaría, dirigida por el Secretario Judicial, y compuesta por una serie de funcionarios encargados de la tramitación de los asuntos. Cuando un órgano judicial o un conjunto de órganos judiciales se veían desbordados por el incremento de la litigiosidad, se procedía a crear uno o varios Juzgados, en función de la cobertura presupuestaria existente. Sin embargo, ha llegado un momento en que nos hemos dado cuenta que la creación de Juzgados, integrados por un Juez, un Secretario Judicial y entre seis y nueve funcionarios, es inviable por su excesivo coste. A las necesidades de personal se unen las necesidades de carácter material (sede o espacio físico en el que ubicar el Juzgado y dotación de medios materiales), incrementando considerablemente los costes que deben ser soportados por el Estado y las Comunidades Autónomas.
 
    
 
                 La reforma persigue introducir una nueva oficina judicial, superando a las anteriores secretarías de los Juzgados. Se considera que la Justicia dispone de medios escasos, pero, en muchas ocasiones, esos medios no se racionalizan y gestionan de forma óptima y adecuada. En realidad, se aspira a crear una serie de enormes servicios comunes encargados de tramitar todo el papel que se mueve en un Palacio de Justicia, y repartir el mismo entre los Jueces, de modo que el incremento de los asuntos pueda ser paliado con la creación de más plazas de Juez, en lugar de crear un Juzgado al modo actual, con todo lo que ello conlleva (nombramiento de un Juez, de un Secretario Judicial, entre seis y nueve funcionarios, buscar una sede en la que ubicar el Juzgado…). Los órganos colegiados funcionan de este modo. Una Audiencia Provincial se compone de tres Magistrados y de una Secretaría que sirve de apoyo y de soporte a la actividad jurisdiccional de esos tres Magistrados. Si llega un momento en que los Magistrados se ven desbordados por el incremento del trabajo, se refuerza a la sección con un nuevo magistrado, lo que permite repartir el trabajo entre cuatro Magistrados, en lugar de hacerlo entre tres. Este esquema es el que quiere trasladarse a los Juzgados. Así, si en Alicante existen doce Juzgados de Primera Instancia y, cada uno de ellos, tiene su propia Secretaría compuesta por un Secretario Judicial y nueve funcionarios, lo que se persigue es crear un Servicio Común de Ordenación del Procedimiento compuesto por varias secciones, una de las cuales sería la sección de Tramitación Civil, integrada por la inmensa mayoría de los funcionarios que en la actualidad componen las Secretarías de los Juzgados de Primera Instancia. Los partidarios del sistema consideran que la concentración de medios permite una mejor gestión de los recursos existentes y, si se detecta que son necesarios más Jueces para desempeñar la función jurisdiccional, lo que se hace es crear plazas de Juez, en lugar de crear un Juzgado entero. Siempre será más fácil instalar a un nuevo Juez en un despacho, que buscar un local para albergar los despachos del Juez y del Secretario Judicial y el espacio de trabajo de la secretaría. Los detractores del sistema consideran que si cada una de las secretarías de los Juzgados, consideradas por separado, se encuentran desbordadas por el trabajo, la unión de todas las Secretarías en un único servicio llevará aparejado el mismo resultado. Sin embargo, la nueva Oficina Judicial cuenta con un instrumento capital que parece que permitirá agilizar el trabajo y la gestión del mismo, el expediente electrónico. En la actualidad, en los Juzgados se trabaja con expedientes de papel, expedientes que se ven sometidos a desplazamientos físicos, situación que no afectará al expediente electrónico. Si ahora los funcionarios tienen que rellenar en una carpeta los datos de cada procedimiento e introducir en la misma todos los documentos que guardan relación con el asunto (escritos de las partes, resoluciones del Juez y del Secretario, notificaciones…), con el expediente electrónico no será necesario realizar estas actuaciones, agilizando considerablemente los tiempos de actuación procesal y de respuesta judicial. Portugal y Costa Rica han introducido recientemente el expediente electrónico, pudiendo comprobar que el tiempo invertido en la tramitación de los procedimientos se ve reducido considerablemente con el uso de esta herramienta. Ahora bien, no nos engañemos, es necesario invertir en Justicia, para disponer de un potente sistema informático que permita la implantación del expediente electrónico. Resulta sorprendente que ningún Gobierno asuma el compromiso de mejorar la Administración de Justicia, pese a la gran cantidad de dinero que mueve la Administración de Justicia en forma de consignaciones y de depósitos. Piénsese, por ejemplo, que los litigios pendientes ante la jurisdicción contencioso-administrativa  tienen bloqueados fondos por importe aproximado de diez mil millones de euros, lo que puede trasladarse al resto de jurisdicciones.
 
    
 
                 10.- El legislador
 
    
 
                 La función de legislar corresponde al poder legislativo, representado por las Cortes Generales. La función de los Jueces, como ya ha sido explicado a lo largo de este libro, consiste en interpretar y aplicar la Ley. El Código Civil, en su artículo 3, señala que las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo al espíritu y finalidad de las mismas. De acuerdo con dicho artículo, existe, en ocasiones, un amplio margen a la hora de interpretar una norma jurídica; sin embargo, en otras, el Juez no dispone de la posibilidad de aplicar una norma de acuerdo con la realidad social del tiempo que le ha tocado vivir. Pensemos, por ejemplo, en un procedimiento de ejecución hipotecaria, en el que una entidad bancaria pretende lanzar de una vivienda a una familia que no puede hacer frente al pago de la hipoteca porque todos sus integrantes se han quedado sin trabajo. En estos casos, el Juez no puede paralizar el procedimiento de ejecución hipotecaria, apartándose de los motivos establecidos en la legislación hipotecaria y en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Corresponde al poder legislativo dictar normas que protejan a los colectivos más vulnerables, normas que, una vez promulgadas, serán interpretadas y aplicadas por los Jueces. La actual regulación del procedimiento de ejecución hipotecaria, por ejemplo, sólo contempla dos motivos de oposición al procedimiento iniciado por una entidad bancaria para desahuciar a quien no paga la hipoteca, el pago y el error en la determinación de la cantidad exigible. Si, por ejemplo, el legislador introdujese, como motivo de oposición, junto a los dos existentes, la presencia de razones humanitarias, los Tribunales de Justicia podrían valorar, caso por caso, la posibilidad de dejar en suspenso el procedimiento de ejecución hipotecaria por concurrir razones humanitarias. 
 
    
 
                 Por eso, es fundamental distinguir el ámbito de actuación del poder legislativo y del poder judicial. Los Jueces no son legisladores. Las reglas del juego no permiten que quien dicta la norma la aplique, sino que una vez dictada la norma, el Juez debe interpretar si la misma se ajusta o no a la Constitución y, sólo en caso afirmativo, aplicar la norma al caso concreto. De la misma manera que el poder judicial se compone de personas, el poder legislativo también se compone de personas y, desde luego, sería imprescindible que en la elaboración de las normas, los Jueces fuesen escuchados por ser quienes se enfrentan a diario con los problemas interpretativos que suscitan las normas que deben aplicar. Siguiendo con el ejemplo de las ejecuciones hipotecarias, un Juez de Primera Instancia de Alicante, tramita en un año 150 ejecuciones hipotecarias. En cinco años, ese Juez ha tramitado 600 ejecuciones hipotecarias. ¿No sería positivo que a la hora de reformar el procedimiento de ejecución hipotecaria los Jueces fueran escuchados? El Juez no sólo tiene que interpretar la norma, sino hacer frente a propuestas interpretativas de la misma formuladas por astutos y brillantes abogados. Su quehacer diario le confiere un papel protagonista, no pudiendo ser un mero espectador de la actividad llevada a cabo por el legislador. Con ello, no quiero decir que sólo se tenga que escuchar a los Jueces, sino que a la hora de afrontar determinadas reformas legislativas, uno de los agentes principales sean los Jueces. A pesar de ello, la comisión de expertos independientes constituida para investigar la legislación hipotecaria no ha considerado necesario invitar a ningún Juez.
 
    
 
                 No obstante, en materia de ejecución hipotecaria el panorama ha cambiado considerablemente. El Magistrado D. José María Fernández Seijó, Magistrado del Juzgado de lo Mercantil número 3 de Barcelona, ha preguntado al Tribunal de Justicia de la Unión Europea, si la legislación hipotecaria española respeta las normas comunitarias que protegen a los consumidores frente a cláusulas abusivas en determinados contratos. El Tribunal europeo concluye que la legislación española no respeta la normativa comunitaria encaminada a proteger a los consumidores frente a cláusulas abusivas en los contratos hipotecarios (cláusulas sobre intereses moratorios, vencimiento anticipado, intereses remuneratorios…). Este pronunciamiento ha hecho que los Jueces de Primera Instancia españoles, de cada partido judicial, hayan celebrado Juntas unificando criterios en la materia, concluyendo que los Jueces pueden paralizar los procedimientos de ejecución hipotecaria cuando detecten la existencia de cláusulas abusivas que deben ser declaradas nulas, por atentar contra los derechos de los consumidores, aplicando los principios generales del derecho. 
 
    
 
                 En los tiempos que corren, el legislador no reposa, no se agota, no necesita descansar, actúa de forma frenética e incesante. Sin embargo, debe exigirse al legislador que madure sus decisiones, que tenga juicio crítico y que no actúe a golpe de suceso. Las reformas legislativas deben seguir, como todo en la vida, su proceso natural y, la inobservancia del mismo, conlleva que se dicten leyes incompletas, insustanciales o de dudosa constitucionalidad. El legislador debe legislar sin pausa pero sin prisa y, sobre todo, sin precipitación. Debe asumir grandes proyectos, debe dictar leyes duraderas que no se vean modificadas cada dos por tres, al originarse sucesos que debieron preverse y que no fueron previstos.
 
                 
 
   El legislador ha querido que la Administración de Justicia se financie con la imposición de una tasa por ejercer la potestad jurisdiccional. La tasa no es un impuesto, sino la contribución que hacen los usuarios del sistema judicial por hacer uso del mismo. Mientras un impuesto tiene que ser soportado por todos los ciudadanos, la tasa sólo la paga el que hace uso de la Administración de Justicia. Ahora bien, el legislador tiene que esforzarse por conocer bien a los destinatarios de la norma que va a promulgar, de modo que la tasa genere a todos sus destinatarios el mismo beneficio o el mismo perjuicio ya que, de lo contrario, tendremos una Justicia al alcance de unos pocos. Las grandes sociedades o las personas con medios económicos siempre podrán hacer uso del sistema, ya que la tasa no introduce distinción en función de los recursos de que disponga el usuario de la Administración de Justicia. El legislador debe velar por los derechos de los ciudadanos y si no lo hace, el Tribunal Constitucional deberá decidir si la actuación del legislador respeta el derecho a la tutela judicial efectiva de los ciudadanos. La Ley que regula determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia, ha sido la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, Ley que ha sido publicada en el Boletín Oficial del Estado el 21 de noviembre de 2012. Imaginemos, a la luz de la redacción originaria de la Ley 10/2012, que la Policía Local de un municipio sanciona a una persona por estacionar indebidamente su vehículo, por ejemplo, en zona de carga y descarga, con una multa de 80 euros. La multa puede ser recurrida ante la jurisdicción contencioso-administrativa. El sujeto sancionado, además de buscar un abogado para presentar una demanda a quien le tendrá que pagar sus honorarios, deberá abonar una tasa de 200 euros por la presentación de su recurso. Si la persona sancionada obtiene un pronunciamiento favorable a sus intereses y el Juzgado deja sin efecto la multa impuesta, en la sentencia anulando la sanción, se incluirá la condena de la Administración al pago de los gastos que ha generado el juicio, las denominadas costas judiciales. Ahora bien, existe una norma procesal que prevé que la cantidad correspondiente a las costas no puede exceder de un tercio de la cuantía del pleito; es decir, si la cuantía del pleito es de 80 euros, la condena en costas no podrá exceder de 26 euros. Es verdad que el legislador ha querido que dentro del concepto de las costas se incluya la tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional, de modo que la obtención de una sentencia favorable, por ejemplo, acordando dejar sin efecto una multa impuesta por importe de 80 euros, impondría a la Administración la obligación de devolver la cantidad abonada en concepto de tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional. Sin embargo, nadie en su sano juicio recurriría una sanción de 80 euros si tiene que hacer frente a los honorarios de un abogado, muy superiores a la cantidad que percibiría si la Administración es condenada al pago de las costas, y al pago de una tasa por ejercer la potestad jurisdiccional.
 
    
 
   La promulgación de la Ley 10/2012 de 20 de noviembre, por la que se regulan determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia, ha puesto de manifiesto lo que sucede cuando se legisla de forma precipitada e irreflexiva. La Ley contenía una disposición que decía que la Ley entraría en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del Estado; y, llegado el día en que tenía que aplicarse la Ley, el Estado no disponía ni de los modelos para autoliquidar la tasa, ni de la normativa que desarrollase el procedimiento a seguir. Para salvar ese escollo, la Secretaría General de la Administración de Justicia dictó el 22 de noviembre de 2012 una Instrucción en la que se decía que los Secretarios Judiciales no exigirían el justificante de autoliquidación de la tasa para dar curso a los escritos procesales que se presentasen hasta que se publicase la Orden Ministerial de Hacienda que desarrollase la Ley de Tasas, regulando los procedimientos y los modelos de autoliquidación. La primera fuente de nuestro ordenamiento jurídico es la Ley, Ley que debe ser conforme a la Constitución. Las Instrucciones que puedan dictarse no son fuente del derecho. Sin embargo, mediante una Instrucción se ha dejado sin efecto una Ley. Lo acontecido deja patente que el Legislador actúa de forma irreflexiva y apresurada. Lo normal es que en el momento en que entre en vigor la Ley se disponga de la Orden Ministerial que regule los procedimientos y los modelos de autoliquidación que deben ser utilizados y no, todo lo contrario. Pero la precipitación del legislador no acaba ahí. El 23 de febrero de 2013, se publicó en el Boletín Oficial del Estado, el Real Decreto-ley 3/2013, de 22 de febrero, por el que se modificaba el régimen de las tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y el sistema de asistencia gratuita. En la Exposición de Motivos del Real Decreto-ley se afirmaba que la aplicación de la Ley, obviamente se está hablando de la Ley 10/2012, promulgada en el mes de noviembre de 2012, ha puesto de manifiesto que podrían llegar a darse casos concretos e individualizados en los que la cuantía fijada en la tasa resultara excesiva. También se dice en la Exposición de Motivos del Real Decreto-ley 3/2013, que se introducían una serie de cambios en la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, al objeto de atender con la mayor celeridad los planteamientos expuestos por el Defensor del Pueblo. En resumidas cuentas, que a los tres meses de promulgar una ley sobre tasas ha sido necesario promulgar una nueva norma reformando la inicial ley de tasas, para abordar cuestiones que debieron ser analizadas y estudiadas con anterioridad. 
 
    
 
   Los ciudadanos deben saber que los Jueces no legislamos, que nuestra labor es interpretar y aplicar la Ley dentro de los límites que fija la Constitución; y, que la confección de las leyes compete al poder legislativo. Por eso, en muchas ocasiones, en lugar de preguntarnos, cómo es posible que un Juez haya dictado una sentencia en un determinado sentido, deberíamos preguntarnos cómo es posible que el Legislador no regule una determinada situación que afecta a los ciudadanos o, cómo es posible que se legisle de forma irreflexiva, precipitada y a golpe de suceso.
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